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Editorial:

Trabajo Técnico en los Países

e Intercambio Internacional

1 . La preocupación actual en materia de reformas al
sistema presupuestario.

La instalación y puesta en marcha de la Asociación Intera-
mericana de Presupuesto Público está coincidiendo en el tiempo
con una revitalización de los trabajos que se desarrollan en
los distintos países del área por la modernización de los sistemas
presupuestarios.

Se puede decir que se atraviesa una etapa de maduración
de los esfnerzos teórico prácticos iniciados hace 15 arios. En el
campo teórico, con la concepción del sistema de presupuesto
por programas y su aplicación integrada a los sistemas de pla-
nificación para el desarrollo y bajo las exigencias peculiares
de los países de América Latina. En el campo práctico, con los
trabajos concretos que llevaron a cabo la mayoría de los países
en materia de elaboración de planes y presupuestos programa-
dos y también de reestructuración orgánica de las oficinas de
presupuesto.
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Las experiencias de planificación de presupuesto por pro-
gramas no han brindado resultados espectaculares ni han cam-
biado sustancialmente la base de la problemática que obstaculiza
el desarrollo, en el sentido integral de este término, de los países
que aplicaron dichas técnicas. Algunos afirman que ello implica
el fracaso de las mismas y desean encontrar en esa compro-
bación el argumento para decretar su ineficacia. Otros explican
que la aplicación de los sistemas de planificación y de progra-
mación presupuestaria no puede ensayarse aislada de cambios
en las restantes disciplinas vinculadas a la administración y al
sistema de toma de decisiones en la esfera estatal. Finalmente
hay quienes sostienen que se trata de técnicas y metodologías
de aplicación naturalmente ineficientes en sistemas de econo-
mía liberal y que sólo maximizan sus resultados en sistemas
de economía colectiva y de administración centralmente dirigida.

En el caso del sistema presupuestario en particular existe
consenso en reconocer que se trata de una técnica instrumen-
tal, con posibilidades de perfeccionarse científicamente en su
concepción y en su aplicación práctica en forma independiente
de la evolución misma del sistema económico al que sirva, aun-
que, según sean las características de éste, desarrollará con
mayor o menor intensidad los métodos e instrumentos de análisis
con las que ella opera.

También existe relativo consenso en aceptar que no se pue-
de evaluar el período hasta ahora transcurrido en la aplicación
de la técnica del presupuesto por programas como el de una
experiencia fracasada o valorar la actual coyuntura como la de
una técnica estancada. Más bien se coincide en señalar que
en el momento actual los profesionales que trabajan en los sis-
temas presupuestarios y los docentes y teóricos en esta disci-
plina, han llegado a una comprensión global de dicha técnica y
de las implicaciones de su aplicación, y han logrado determinar
los obstáculos y factores limitantes existentes para una aplica-
ción eficiente de la misma.

La diversidad de eventos como seminarios, mesas redondas
y cursos, así como la numerosa elaboración de documentos de
análisis que sobre temas presupuestarios están actualmente
llevándose a cabo y elaborándose en los distintos países, se
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orientan especialmente a la búsqueda de criterios tácticos y
medidas prácticas para pasar —en cada experiencia nacional—
de la aplicación teórica y formal de la técnica a su utilización
operativa 'eficaz.

En ese mismo interés se orientan las actividades de la Aso-
ciación Interamericana de Presupuesto Público y por ello cuando
se concibió la Asociación como vínculo entre profesionales y
especialistas de distintos países y también de instituciones con
actividades en el sistema presupuestario, se estableció y previó
estatutariamente la necesidad de que ASIP estuviera Integrada
por entidades que en cada país desarrollen sus propósitos y
objetivos. Una entidad técnico-profesional de carácter interna-
cional no puede desenvolverse sino como una expresión de sín-
tesis del quehacer y las inquietudes de los respectivos núcleos
nacionales y el desarrollo de actividades en cada país solo se
concibe en el interés particular del análisis técnico que requiera
en cada etapa la evolución del sistema presupuestario del país
de que se trate y de acuerdo a las prioridades que los propios
núcleos nacionales hayan acordado.

Los supuestos precedentes fueron los que mayor interés
despertaron en relación al trabajo de ASIP y explican en buena
parte el apoyo que la Asociación ha concitado en su breve
período de actividades en la mayoría de los países de América
Latina. Ella concilia la vida de un organismo independiente a
nivel del trabajo técnico de cada país, agregándose la oportuni-
dad que brinda la Revista de ASIP en el sentido de que las dis-
tintas experiencias y avances a nivel nacional se proyecten
fuera de fronteras sin limitaciones y enriquezcan recíprocamente
todos los sistemas con aportes más elaborados y más perma-
nentes que los que quedan del breve y simple intercambio pro-
movido en reuniones técnicas.

2. La ASIP a nivel nacional.

Los Estatutos de la Asociación Interamericana de Presu-
puesto Público establecen lo siguiente:

Art. 72—Los Miembros Colectivos serán las Secciones Na-
cionales de esta Asociación, las cuales ejercerán su represen-
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tación a nivel nacional y tendrán el mismo objeto y fines de la
Asociación.

Las Secciones Nacionales tendrán como sede aquella Ciu-
dad del país correspondiente que permita cumplir a cabalidad
con los objetivos de la Asociación.

Art. 89—Para la formación de una Sección Nacional se re-
quiere que diez (10) Miembros Individuales y dos (2) Institucio-
nales residentes en el país, soliciten y obtengan la aprobación
correspondiente al Consejo Directivo de la Asociación Interame-
ricana de Presupuesto Público.

Art. 99—Las Secciones Nacionales por intermedio de sus
representantes informarán anualmente acerca de sus activida-
des al Consejo Directivo de la Asociación.

En el próximo mes de Mayo celebrará su segundo período
de sesiones el Consejo Directivo de ASIP y aprobará el regla-
mento de organización y funcionamiento de las Secciones Nacio-
nales de modo que las actividades de la Asociación puedan cum-
plirse adecuadamente y canalizar los trabajos que ya se vienen
desarrollando en algunos países. Los lineamientos generales
del proyecto de reglamento que está a estudio contemplan un
funcionamiento prácticamente autónomo para estos órganos na-
cionales, en el marco del relacionamiento estatutario ya esta-
blecido para la ASIP en su conjunto. En dicha reunión del Con-
sejo Directivo a celebrarse en la ciudad de México se contará
con la presencia de la mayoría de los promotores representantes
nacionales de ASIP y por lo tanto en el análisis del tema contará
con los puntos de vista de las personas directamente interesadas
en que el reglamento contemple las bases necesarias para
un trabajo eficiente de las Secciones Nacionales. Este encuentro
amplio de los miembros del Consejo Directivo con los promoto-
res nacionales se dará en la oportunidad coincidente de la reali-
zación del IV Seminario Interamericano de Presupuesto entre
los días 5 y 10 de Mayo próximo en ciudad de México, organizado
por el Gobierno de México, la Organización de Estados Ameri-
canos y nuestra Asociación.

Mientras tanto es un honor para ASIP destacar que ya están
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funcionando en régimen de organización provisoria las Sec-
ciones Nacionales de Panamá, Perú y Ecuador y que han avan-
zado en ese sentido los trabajos de los promotores nacionales
para su puesta en marcha en Argentina, Venezuela y Brasil.
A partir de la entrada en vigor del Reglamento de Organización
y Funcionamiento de las Secciones Nacionales se considera que
se podrá vincular más efectivamente el interés concitado en
todos los países por Jas actividades de ASIP y particularmente
por la edición de esta Revista cuyo primer número alcanzó una
distribución de 800 ejemplares en América Latina y 300 en otras
áreas, así como un número significativo de suscripciones.

3. Actividades de promoción técnica en los paises.

Otro de los temas que se analizará en la próxima reunión
del Consejo Directivo será la aprobación del temario y la orga-
nización de los Coloquios Técnicos que en el programa de acti-
vidades para 1974 estaba previsto llevar a cabo en algunos
países del área.

La posibilidad de realización de estos eventos depende en
buena parte del interés de los propios técnicos nacionales: y la de-
terminación de los temas a tratar está sujeta a los problemas
que mayor prioridad merezcan en cada país donde se celebren.
Igualmente ASIP se preocupó, cuando concibió la necesidad de
realizar dichos eventos, de poder llevar a alguno de ellos la
discusión de temas que hubieran sido considerados de interés
en los Seminarios Interamericanos hasta ahora realizados y que
pudieran tener alcances comunes a la mayoría de los países.

Es también un índice del impulso que ha tornado la labor de
ASIP señalar que Perú, Panamá y Ecuador ya han requerido ser
sede de algunos de los Coloquios Técnicos programados, y que
similar interés se ha manifestado informalmente por parte de
otros países.

4. Una respuesta favorable.

En la nota editorial del número inicial de esta Revista, el
Presidente de la Asociación Interamericana de Presupuesto
Público Dr. José Vicente Rodríguez Aznar señaló: "Si ASIP
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alcanzara apenas el propósito de facilitar el vínculo técnico y el
intercambio de experiencias e inquietudes en materia de per-
feccionamiento del sistema de Presupuesto Público, ya tendría
justificada su existencia". Y al final de la misma formuló un
llamado a "todos los interesados en la técnica y administración
de los presupuestos públicos para que se incorporen a nues-
tra Asociación y nos den la oportunidad de contar con su activa
participación en procura de mejorar constantemente el sistema
presupuestario de nuestros países".

Al publicar el segundo número de la Revista de ASIP debe-
mos señalar con entusiasmo que el principal objetivo que jus-
tifica la existencia de la Asociación se está alcanzando y que
el llamado de su presidente no ha caído en el vacío. En efecto,
esta Revista existe y ha despertado el interés del vínculo y el
intercambio y por otra parte han sido numerosas las afiliaciones
de profesionales y técnicos de distintos países de América
Latina. Además de ello, en el orden financiero se ha sumado
al apoyo que el Gobierno de Venezuela brinda a la Asociación
desde sus etapas iniciales la asignación de contribuciones espe-
ciales para el desarrollo de las actividades de AS1P de los
gobiernos de Perú y Ecuador, lo cual merece destacarse y agra-
decerse especialmente.

Abril de 1974.

14



La Experiencia del Presupuesto por

Programas en Argentina

Por Marcos Maltón *
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de la Universidad de Buenos Aires. Participante del Curso de Adminis-
tración para el Desarrollo (Fundación Getulio Vargas — Río de Janeiro —
1967). Participante del Cursó sobre Técnicas de Planificación, Proyectos
y Programación Presupuestaria (Instituto Latinoamericano de Planifica-
ción Económica y Social — Santiago de Chile — 1969).





LA EXPERIENCIA DEL PRESUPUESTO POR PROGRAMAS
EN ARGENTINA

Por Marcos Makón

INTRODUCCION

América Latina tiene una importante experiencia en materia
de aplicación del Presupuesto por Programas, que se caracteriza
por un rasgo, la heterogeneidad de las implementaciones. Diver-
sos factores han determinado esa heterogeneidad, entre ellos la
presencia de concepciones disímiles respecto a los contenidos
de esta técnica, y la utilización de estrategias diferentes en su
ejecución. Este caudal de experiencias es actualmente objeto de
un amplio debate en los círculos preocupados por el problema
presupuestario de América Latina.

El presente trabajo intenta aportar a ese debate un raccon-
to sintético de la experiencia específica de la Argentina en ma-
teria de presupuesto por programas. El objetivo es exhibir y ana-
lizar algunos aspectos claves de los procesos de implementación
de los presupuestos por programas, que puedan ser de utilidad
para un análisis latinoamericano comparativo. A tales efectos,
se ha optado por realizar el examen en dos dimensiones. En una
primera aproximación, estudiar las políticas seguidas por el Go-
bierno Nacional para implantar el presupuesto por programas y
realizar una somera evaluación de los efectos de dichas políti-
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cas. En un segundo plano, relatar y examinar las experiencias
provinciales. Especialmente se ha enfatizado la indagación de
la experiencia provincial a partir de 1970, en virtud de que el
autor ha tenido una participación directa y activa en la misma,
en razón de sus funciones en el Consejo Federal de Inversiones.
Este organismo pionero en Argentina en materia regional, está
constituido por las Provincias y la Municipalidad de la ciudad de
Buenos Aires, y tiene entre sus funciones apoyar tecnológica-
mente a los estados provinciales en el área del mejoramiento de
sus sistemas presupuestarios. Cabe señalar que, la riqueza de la
experiencia realizada por el CFI en este campo le permitió, con-
tando con la decisiva colaboración de los expertos del Instituto
Latinoamericano de Planificación Económica y Social, elaborar
un "Manual de Elaboración del Presupuesto por Programas", para
el nivel provincial argentino, cuya versión preliminar fue pre-
sentada en las Segundas Jornadas de Presupuesto por Progra-
mas realizados en Abril de 1973 en Tucumán. (

Dado el carácter sintético del presente trabajo, y las limi-
taciones fijadas en cuanto a sus metas, corresponde puntualizar
que no se intenta realizar un estudio exhaustivo de la experien-
cia analizada, sino ofrecer un conjunto de elementos que con-
tribuyan a la investigación comparada, y promuevan indagacio-
nes de mayor amplitud.

EL PRESUPUESTO POR PROGRAMAS EN EL GOBIERNO
NACIONAL

Para el análisis de esta experiencia es conveniente exami-
nar separadamente las distintas políticas que se han seguido,
para implantar el presupuesto por programas en el Gobierno Na-
cional, y los efectos que cada una de ellas han tenido en cuanto
al mejoramiento del sistema presupuestario.

1. Políticas seguidas

En líneas generales, es posible determinar tres períodos que

(•) Dicho Manual sigue en general en los aspectos conceptuales, las ideas
del Dr. Jorge Estupiridn, experto del ILPES, cuyo aporte fue fundamental
en el proceso de reforma presupuestaria provincial.
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corresponden a tres políticas distintas. En el primero de ellos,
que transcurre entre 1963 y 1966, se adopta como criterio la im-
plantación del presupuesto por programas en forma paralela al
tradicional. En el segundo período, que abarca los años 1967 a
1969, se abandona la política anterior y se considera que, previo
a encarar un proceso de reforma presupuestaria, es necesario
mejorar las clasificaciones existentes e introducir nuevas clasi-
ficaciones. Y, por última, de 1970 a 1973, se adopta la política
de implantación gradual de la programación presupuestaria con
carácter legal.

a. Período 1963 -1966

Se toma el año 1963 como el de iniciación de las tareas de
implantación del presupuesto por programas, como consecuencia
de que, es en ese año que se jerarquiza la Oficina Nacional de
Presupuesto por decreto-ley 6190, y que en el Artículo 1 de dicho
decreto se establece: "El Presupuesto General de la Nación se
estructurará en forma económica-funcional y deberá demostrar,
en términos de servicios, actividades, trabajos e inversiones
proyectadas, el costo anual de las funciones, programas y obje-
tivos del gobierno". Como se puede apreciar la concepción im-
plícita en esta definición era la del presupuesto como instru-
mento de administración y gobierno, sin considerarlo a la vez,
como un instrumento de planificación. Es necesario señalar que,
pese a que existía un organismo central de planificación
(CONADE), creado en 1961, no funcionaba un sistema de planifi-
cación. Pero, como en los considerandos de dicho decreto se ex-
presaba que la implantación del presupuesto por programas se-
ría gradual y progresiva, debería haberse contemplado este as-
pecto fundamental de dicha técnica.

A partir de la creación de la Oficina Nacional de Presupues-
to, se comienzan a realizar los estudios necesarios para enca-
rar la implantación de la nueva técnica presupuestaria. Se adop-
tó como criterio, para esta primera etapa, su implantación en
forma gradual y paralela al presupuesto tradicional. Es así que
para el presupuesto del ejercicio 1965, y con carácter informati-
vo, se presentó el Plan de Trabajos Públicos clasificado por pro-
gramas. Para el ejercicio de 1966 se elaboró el Presupuesto por
Programas de la Administración Nacional, que tenía también ca-



rácter informativo, y que acompañaba al presupuesto de carác-
ter tradicional presentado al Congreso Nacional. Este último fue
mejorado técnicamente debido a la introducción de un nuevo cla-
sificador por objeto del gasto. Para la apertura por programas se
siguió un criterio económico, es decir, se "abrieron" programas
de funcionamiento, de transferencias y de inversión. Tal como
lo señala Ugalde (1), "El proyecto de presupuesto tradicional
destinado a convertirse en la ley de presupuesto, había sido pre-
parado con las técnicas y procedimientos acostumbrados y, por
lo tanto, el proyecto por programas no podía menos que seguir
tal temperamento, en razón de lo cual, sólo significaba la pre-
sentación tradicional bajo la forma de programas".

b. Período 1967-1969

Con el derrocamiento del Gobierno constitucional en junio
de 1966 se abandonó la política anterior respecto a implantación
del presupuesto por programas. Se consideró que, previa a dicha
implantación, que debía ser de carácter legal y gradual, era ne-
cesario mejorar las clasificaciones presupuestarias en uso e in-
troducir nuevas clasificaciones. Como ya se ha señalado, en
1966 se había producido un sensible mejoramiento del clasi-
ficador por objeto del gasto. A partir de 1967 se introduce gra-
dualmente la clasificación por finalidades y funciones. En dicho
año, se implanta también la clasificación económica de los gas-
tos. Esta última existía en forma embrionaria ya que el docu-
mento presupuestario tradicional se venía presentando dividido
en capítulos, llamados también secciones de "gastos" e "inver-
siones patrimoniales".

c. Período 1970-1973

A partir de 1970 se dispone la obligación de la apertura en
programas. Es decir, se agrega una nueva clasificación de cark-
ter legal al presupuesto.

Durante 1971, la Dirección Nacional de Programación Pre-
supuestaria (nueva denominación de la Oficina Nacional de Pre-

(1) Ugalde, Alberto J. "Experiencia y Perspectiva del Presupuesto por Pro-
gramas en Argentina", I Seminario Interamericano de Presupuesto, Ca-
'liaos, 1971.
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supuesto), preparó guías e instructivos para la elaboración del
presupuesto nacional para el ejercicio 1972, que reflejaron un
gran avance conceptual. Si bien se referían, fundamentalmente,
a los criterios y métodos a seguir para elaborar el presupuesto
para 1972, incluía los lineamientos básicos de un modelo nor-
mativo o conceptual bastante acabado del presupuesto por pro-
gramas, así como los pasos que debían seguir las instituciones
para arribar a la apertura de programas. Por otro lado, se seña-
laba, explícitamente, que el presupuesto era un instrumento del
sistema de planificación ya que se determinaba que, para la fi-
jación de objetivos y metas presupuestarias, debía considerarse
la planificación a mediano y largo plazo con que contara cada
jurisdicción (Ministerio, Secretaría, Organismo Descentralizado,
etc.), la que a su vez, debía responder a los respectivos linea-
mientos sectoriales del Plan de desarrollo vigente en esos mo-
mentos. La formulación de los presupuestos para los ejercicios
1972 y 1973, si bien representó un avance con respecto a la rea-
lizada en años anteriores, no contenía todos los elementos de la
programación y, por otra parte, la vinculación Presupuesto-Plan
de Desarrollo fue muy limitada. Además, en la determinación de
metas, se produjo una gran confusión ya que, bajo esa denomi-
nación se incluyeron tanto metas propiamente dichas (en térmi-
nos de cantidad de bienes y servicios que satisfacían necesida-
des de la comunidad), como tareas tales como "emisión de ór-
denes de pago". Esto permitió que para la apertura de progra-
mas se siguiera, en muchos casos, la jerarquía administrativa
vigente.

2. Evaluación global de efectos logrados

La falta de una política coherente y permanente tendiente
a la implantación del presupuesto por programas a nivel nacio-
nal, ha ocasionado que, pese a que hace una década que se ini-
ciaron trabajos y estudios para la implantación de dicha técnica,
han sido escasos los avances logrados.

La estrategia seguida en el período 1963-1966 no arrojó re-
sultados positivos, salvo en lo que se refiere a la capacitación
lograda por cierto número de funcionarios. Evidentemente, el
hecho de que al formularse el primer presupuesto por progra-
mas paralelo, el gobierno constitucional es derrocado y el nuevo
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gobierno abandona esta política, impide evaluar si la estrategia
utilizada, era la más adecuada. La experiencia de otros países
que han utilizado esta estrategia es de que, si bien han podido
mejorarse las bases técnicas del documento presupuestario
paralelo, el hecho de que la Ley de Presupuesto era de carácter
tradicional, trajo aparejado que las distintas etapas del proceso
presupuestario se siguieran llevando a cabo en forma tradicional.

En lo que se refiere al período 1967-1969, es posible carácter-
terizarlo como aquél en que se mejora el presupuesto tradicio-
nal, al introducirle nuevas clasificaciones presupuestarias y per-
feccionar las existentes.

El mejoramiento del presupuesto tradicional permitió efec-
tuar análisis del gasto público, y perfeccionar la técnica de ela-
boración de los mensajes, al presentarse esquemas de ahorro-
inversión. Además, en el caso de la clasificación por objeto del
gasto, las mejoras introducidas permitieron vincular las cuentas
sociales con las cuentas presupuestarias.

Por último, los avances que se han conseguido desde 1970
a 1973, son más de orden conceptual que de aplicación de la
nueva técnica presupuestaria. Ello es así pues, pese a que los
programas tienen, en este período, carácter legal, las caracte-
rísticas ya señaladas en cuanto a la aplicación de la técnica pro-
gramática, implicaron una gran diferencia entre las concepciones
teóricas y su aplicación practica.

Por último, es necesario señalar que, durante todo el perío-
do analizado, se han realizado experiencias por decisiones de
algunos Ministerios, Organismos Descentralizados y aún Empre-
sas Públicas, aplicando distintas metodologias. Posteriormente
adecuaron sus metodologías a las instrucciones y criterios ema-
nados del Gobierno Nacional ya señalados.

En cuanto se refiere al futuro, el autor entiende que el he-
cho de haberse formulado un Plan Trienal de Desarrollo y, la cir-
cunstancia de que hace más de una década que se están reali-
zando estudios para implantar el presupuesto por programas,
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hace imprescindible una decisión política firme y que debe ser
llevada inmediatamente a la práctica ya, no sólo en cuanto al
mejoramiento de la etapa de elaboración, sino también respecto
a las restantes etapas del proceso presupuestario.

EL PRESUPUESTO POR PROGRAMAS EN LAS PROVINCIAS

1. Características de las provincias argentinas

Según la Constitución Nacional "La Nación Argentina adop-
ta para su gobierno la forma republicana, representativa y fede-
ral...". El carácter federal que adopta el texto constitucional
para caracterizar a la organización institucional del país, implica
la existencia de tres niveles de gobierno: nacional, provincial y
municipal.

Por otro lado, en el artículo 5º se autoriza a las provincias
a dictar sus propias constituciones, en función de las normas
generales que establece la Constitución Nacional, y a dictar, en
tre otras cosas, sus respectivos regímenes municipales.

Al igual que el gobierno nacional, los gobiernos provincia-
les están constituidos por las tres ramas tradicionales del po-
der: ejecutivo, legislativo y judicial. El Poder Ejecutivo provin-
cial es ejercido por el Gobernador elegido por votación popular. El
Poder Legislativo, está representado por Cámaras Legislativas
cuyo número varía para cada provincia según lo que establezca
la respectiva constitución provincial; las provincias más "an-
tiguas" cuentan con una Cámara de Diputados y una Cámara de
Senadores, en cambio en las de más reciente creación existe
sólo una Cámara, denominada Legislatura. Por último, el Poder
Judicial en cada provincia es ejercido por la Corte Suprema de
Justicia respectiva.

El país está conformado por 22 provincias, un territorio na-
cional y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires.

En lo que se refiere a los sistemas presupuestarios provin-
ciales, los respectivos textos constitucionales legislan al res-
pecto. La elaboración del presupuesto está a cargo del Poder
Ejecutivo y su aprobación en manos del Poder Legislativo.
En varias de las provincias se encuentra instituido constitu-
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cionalmente el Tribunal de Cuentas, con funciones de órgano
de control legal de la gestión pública. Además, cada provincia
está facultada para dictar sus leyes impositivas y de contabili-
dad. Estas últimas incluyen normas referidas a las distintas eta-
pas del proceso presupuestario.

En cuanto a los sistemas impositivos, si bien varían para
cada provincia, existen cuatro impuestos que son comunes a
todas ellas y que constituyen su columna vertebral: inmobilia-
rio (dominio de inmuebles), a la transmisión gratuita de bienes
(sucesiones), de sellos (actuación judicial y administrativa) y
a las actividades lucrativas (ingreso bruto proveniente del ejer-
cicio del comercio, profesión e industria).

Las estructuras administrativas son similares en todas las
provincias. Es así que en todas ellas el sector público provincial
está conformado por la Administración Central (Gobernación y
sus ministerios) y por los organismos descentralizados.

En muchas provincias existen también Empresas Públicas.
En general estas empresas son prestadoras de servicios, aun-
que, ciertas provincias cuentan también con empresas produc-
toras de bienes.

En lo que se refiere a la Administración Central, la estruc-
tura y número de Ministerios varía para cada provincia. En gene-
ral las áreas cubiertas por los ministerios provinciales son: Sa-
lud, Educación, Obras Públicas, Agricultura y Ganadería, Traba-
jo, Comercio, Industria, Minería, Promoción y Asistencia a la
Comunidad, Hacienda e Interior o Gobierno.

A su vez, formando parte de cada Ministerio, existen Sub-
secretarías o Secretarías de Estado, cuyos titulares son el nivel
político inmediatamente inferior al del Ministro siendo responsa-
bles de una área específica del Ministerio. Los organismos des-
centralizados son de naturaleza diversa a nivel provincial.

Como se puede apreciar, el ámbito de actuación del gobier-
no provincial es sumamente amplio. Como un dato adicional en
cuanto a la magnitud de dicho sector, su gasto representa apro-
ximadamente un 30% del gasto del sector público nacional.
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2 	 Experiencias anteriores a 1970

La primera y única experiencia, antes de 1970, de implan-
tación del presupuesto por programas a nivel provincial fue la
llevada a cabo en la provincia de Misiones a fines de 1965. Se
trató de una experiencia limitada ya que consistió, básicamente,
en el relevantamiento de las obras públicas en ejecución así
como las de iniciación previstas para 1966 y en el ordenamiento
de dicha información en programas, llamados de "inversión". El
producto final obtenido fue similar al ya señalado para el presu-
puesto del gobierno nacional del ejercicio 1965, ya que se pre-
sentó como anexo al presupuesto provincial para 1966, el Plan
de Trabajos Públicos clasificados por programas y proyectos. El
cambio de las autoridades provinciales, como consecuencia del
derrocamiento del gobierno constitucional, implicó el abandono
de esta experiencia y, a diferencia del gobierno nacional, hasta
ahora no se ha producido una decisión política de iniciar las ta-
reas tendientes a la implantación del presupuesto por progra-
mas.

Si bien ésta ha sido la única experiencia a nivel provincial
antes de 1970, es necesario señalar que, a partir de 1968, se pro-
dujo un sensible mejoramiento del presupuesto tradicional en
todas las provincias. Como consecuencia de directivas del go-
bierno nacional, se introdujeron las clasificaciones por finalida-
des y funciones económica y se adoptó la clasificación por
objeto del gasto, utilizada por dicho gobierno.

Han existido, además, varias experiencias de implantación
del presupuesto por programas a nivel municipal que, si bien no
respondían a una política orgánica de reforma de los sistemas
presupuestarios municipales, representaron, en algunos casos,
efectivas mejoras de dichos sistemas.

La más importante de todas ellas, y que merece un breve
análisis, ha sido la llevada a cabo en la Municipalidad de Gene-
ral Pueyrredón (cuya capital es Mar de Plata). Esta experiencia
se inició en 1964, siendo la reforma presupuestaria parte de un
proceso de reforma administrativa integral que las autoridades
municipales habían decidido llevar a cabo. La situación presu-
puestaria en 1964 era la de un presupuesto al que se le podría
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denominar de "pre-tradicional". Consistía, básicamente, en una
serie de partidas por objeto del gasto de la naturaleza más va-
riada agrupadas en dos instituciones, Concejo Deliberante y De-
partamento Ejecutivo. Durante 1964 se elaboró un presupuesto
por programas paralelo para el ejercicio 1965 en el que in-
cluyeron, ademas, las clasificaciones del gasto por finalidades
y funciones y económica. Los programas se "abrieron" atendien-
do el carácter económico de destino de los gastos .Durante 1965
se elaboró un plan contable que atendía a los requerimientos
de la nueva técnica, se normalizaron y catalogaron las compras
y suministros, y se creó la Dirección de Presupuesto y Planifi-
cación Financiera. En función del nuevo plan contable, se efec-
tuó un análisis financiero de la ejecución del presupuesto, a ni-
vel de cada una de las categorías presupuestarias del documen-
to paralelo. Para ;a elaboración del presupuesto de 1966, se cam-
bió la concepción de apertura programática y se consideró que
el elemento matriz que caracterizaba un programa era un bien
o servicio "final", y no el destino económico de los gnstas. Es
necesario señalar que se utilizó, como patrón de referencia, la
función para determinar cuando un bien o servicio implicaba un
objetivo y cuando un medio. Ademas se otorgó carácter legal
a la clasificación por finalidades y funciones.

Al igual que en el Gobierno Nacional y en la provincia de
Misiones, en 1966 se adoptó la decisión política de abandonar
el proceso de reforma presupuestaria y se retrocedió a la situa-
ción anterior.

3. Experiencias a partir de 1970

3.1 Características definidas por el CFI para la reforma
presupuestaria.

El Consejo Federal de Inversiones recibió, a partir de 1969,
solicitudes de asesoría en este campo. Corno consecuencia de
la experiencia recogida en la implantación del presupuesto por
programas, tanto en los distintos países latinoamericanos, como
las descriptas anteriormente para el caso concreto argentino, el
CFI consideró conveniente fijar previamente las características
que debería tener el proceso de reforma presupuestaria; ellas
fueron las siguientes:
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a. Implantación del presupuesto por programas en la
Administración Central y Organismos descentralizados desde el
inicio, dejando para una segunda etapa la implantación de esta
técnica en las Empresas Públicas.

b. Descarte de la realización de experiencias a tra.
\tés de la preparación de documentos presupuestarios paralelos
a los tradicionales. .,

c. Aplicación de la totalidad de las categorías pre-
supuestarias y de los elementos de la programación, dejando de
lado, por lo tanto, su introducción gradual.

d. Asignación de prioridad a la etapa de elaboración
al iniciarse la implantación de la nueva técnica presupuestaria,
sin descuidar, desde el principio, las tareas vinculadas al me-
joramiento de las restantes etapas del proceso presupuestario.

e. En caso de no estar maduro el respectivo siste-
ma de planificación provincial adoptar, en el corto plazo, exclu-
sivamente el enfoque institucional del presupuesto pero, tenien-
do como objetivo que a medida que se avance en dicho sistema,
se debería adoptar también, el enfoque sectorial.

f. Necesidad de que, previo a iniciarse las tareas
de implantación del presupuesto por programas, se realice un
análisis de la situación administrativa vigente, a efectos de de-
terminar si estaban dadas las condiciones administrativas mí-
nimas para comenzar dicha reforma presupuestaria. En caso afir-
mativo, y contando con la decisión política, encarar un plan de
capacitación.

Para llevar a cabo el asesoramiento que se debía brindar
a las provincias, el CFI firmó un convenio con el Instituto Latino-
americano de Planificación Económica y Social (ILPES) quien,
a través del conocimiento y amplia experiencia de los expertos
que afectó a esta tarea, brindó un apoyo decisivo al proceso de
reforma presupuestaria. Asimismo se contó con la eficaz cola-
boración de un experto del Programa de las Naciones Unidas
para el Desarrollo (PNUD).

27



3.2. Tareas preliminares a la implantación del presupues-
to por programas,

3.2.1. Análisis de situación.

Tal como ya se señaló, previo a la iniciación
de las tareas conducentes a la reforma presupuestaria se efec-
tuaba un análisis de situación. Este análisis implicaba la realiza-
ción de un examen de la situación vigente en cada provincia,
en materia de organización estructural, recursos humanos y ma-
teriales y procedimientos básicos de la Dirección de Presu-
puesto, Dirección de Planificación, Contaduría General, Tesore-
ría General, Dirección de Personal y Dirección de Compras y
Suministros, así como el régimen legal vigente en materia pre-
supuestaria. ¿Qué se pretendía con ésto?:

a. Determinar si el organismo responsable
de liderar el proceso de reforma presupuestaria (Dirección de
Presupuesto), contaba con una organización adecuada y con los
recursos humanos en cantidad y calidad necesaria para encarar
con éxito dicha reforma.

b. Conocer el nivel de desarrollo del siste-
ma de planificación, a efectos de que, en caso que surgiera la
factibilidad de implantación del presupuesto por programas, la
reforma presupuestaria se adecuara a cada caso-

c. Establecer la situación existente en aque-
llos organismos responsables de sistemas administrativos direc-
tamente ligados a las distintas etapas del proceso presupuesta-
rio, especialmente a las de coordinación de la ejecución y de
evaluación. Esto permitiría conocer el grado de implementación
de los sistemas contable, del tesoro, de personal y de compras
y suministros y, por lo tanto, determinar de qué manera dicha si-
tuación podría afectar realizaciones mínimas de dichas etapas
y aún de la misma elaboración. Por otro lado, hacía posible fijar
las prioridades para encarar el proceso de reforma de dichos
sistemas, en vinculación al propio proceso de reforma presu-
puestaria. Se trataba con ésto, de no incurrir en los errores de
otras experiencias en que se centró todo el esfuerzo en la etapa
de elaboración descuidándose, o aún peor, no realizándose nin-
gún tipo de acciones sobre las restantes etapas del proceso
presupuestario.

28



Las conclusiones que arrojaron estos análi-
sis de situación fueron distintas para cada provincia. En térmi-
nos generales se puede señalar lo siguiente:

a. En algunas casos, se aconsejó postergar
la implantación por deficiencias del sistema contable, insalva-
bles en el corto plazo.

b. En los casos en que se consideró facti-
ble su implantación, previamente debían dictarse cursos de tipo
formativo a personal debidamente seleccionado, y debían adop-
tarse ciertas decisiones mínimas por parte del nivel político,
que implicaran una explicitación de apoyo al proceso de refor-
ma.

c. Salvo el caso de la provincia de Córdoba,
donde existía un plan provincial de desarrollo, en el resto de las
provincias no se contaba con ningún tipo de plan.

d. En todos los casos, la dotación de per-
sonal de la Dirección de Presupuesto, era insuficiente para en-
carar la reforma del sistema presupuestario, así como para el
tipo de funciones que la nueva técnica presupuestaria requería.

e. Los sistemas de compras y suministros
y de personal eran, en todos los casos sumamente deficientes,
por lo que era necesario encarar, a la brevedad, su mejoramien-
to.

3.2.2. Capacitación.

Una vez definida la existencia de condicio-
nes mínimas para la implantación del presupuesto por progra-
mas, se encaró la realización del plan de capacitación. Dicho
plan constaba de tres etapas. La primera de ellas debía ser lle-
vada a cabo directamente por el CFI, con la colaboración del
ILPES, y consistía en la realización de un curso de Planificación
y Programación Presupuestaria. La segunda etapa debía ser efec-
tuada por los funcionarios provinciales asistentes al curso antes
mencionado, y consistía en conferencias de divulgación y cur-
sillos en los respectivos ámbitos provinciales. Por último, la ter-
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cera etapa, a ser realizada por el CFI, involucraba el dictado de
un curso de Programación y Administración Presupuestaria.

En algunas provincias, pese a que el análisis
de situación determinó la factibilidad técnica de implantación del
presupuesto por programas y a que funcionarios de ellas partici-
paron en el curso de Planificación en Rrogramación Presupuesta-
ria, las autoridades provinciales decidieron posponer dicha im-
plantación para años venideros.

El curso de Planificación y Programación Pre-
supuestaria tenía como objetivo lograr una profundización en la
concepción teórica del presupuesto por programas, dándose un
mayor énfasis a la etapa de elaboración sin descuidar un análisis
de las restantes etapas del proceso presupuestario. Asimismo
formaban parte de este curso las materias: "Sistema de Plani-
ficación", "Planificación del Sector Público", "Planes Anuales
Operativos" y "Programación de Ingresos". Se perseguía con
ello brindar a los participantes, en el caso de las tres primeras
materias, los elementos conceptuales básicos que permitan vi-
sualizar el papel que al presupuesto del sector público se le
asigna como instrumento del sistema de planificación. En cuan-
to al tema "Programación de Ingresos", en virtud del descuido
con que es tratado en la teoría de la programación presupues-
taria, ameritó que se lo examinara separadamente. Para este tipo
de curso se seleccionaron un número limitado de funcionarios
de las áreas de presupuesto, planificación y recaudación.

La segunda etapa tenía como objetivo sen-
sibilizar a los niveles políticos y capacitar a un número consi-
derable de funcionarios provinciales. Como un paso previo a esa
labor, los asistentes al curso de Planificación y Programación
Presupuestaria prepararon documentos de divulgación masiva,
donde se recogían los conceptos teóricos fundamentales de la
nueva técnica a implantar. En lo fundamental esta etapa fue lle-
vada a cabo por dichos funcionarios, no sólo en el primer año de
implantación del presupuesto por programas, sino que se la con-
tinuó realizando en los años posteriores, abarcando cada vez a
una mayor cantidad de funcionarios públicos.

El contenido de la capacitación varió de

30



acuerdo a la jerarquía y funciones de los participantes. Es así
que se realizó:

a. Capacitación intensiva a los nuevos fun-
cionarios de la Dirección de Presupuesto.

b. Conferencias a funcionarios de nivel po-
lítico referidas a los conceptos fundamentales de la nueva téc-
nica.

c. Reuniones de discusión y análisis a ni-
vel de los funcionarios técnicos de cada uno de los Ministerios
y/o Secretarías de Estado sobre las características e implicacio-
nes que traería aparejada la adopción del presupuesto por pro-
gramas en sus respectivos ámbitos de actuación.

d. Capacitación al personal responsable de
la función presupuestaria en los distintos Ministerios y/o Se-
cretarías de Estado.

e. Capacitación a los funcionarios de la
Contaduría General, orientado a la determinación de los reque-
rimientos que le planteaba al sistema contable, la nueva técnica
presupuestaria.

Por último, la tercera etapa del Plan de ca-
pacitación, aún no ha sido implementada. El curso de "Progra-
mación y Administración Presupuestaria", que conformaba la
realización de esta etapa debía ser, también, de tipo forma-
tivo y dirigido a los funcionarios de aquellas provincias que ya
habían iniciado el proceso de implantación del presupuesto por
programas.

Se considera que las características de este
curso deben ser las siguientes:

a. Una primera parte general para todos
los participantes, referida a la conceptualización de la progra-
mación presupuestaria, con un análisis en profundidad de las
etapas de programación de la ejecución y de evaluación, así
como los reqUerimientos que la nueva técnica presupuestaria
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plantea a los sistemas de contabilidad, de personal, de compras
y suministros, de información y de organización y métodos.

b. Una segunda parte, también general para
todos los participantes, referida a la utilización de técnicas mo-
dernas de gestión, tales como PERT, CPM, etc.

c. En la tercera y última parte, el curso de-
bería abrirse en especialidades, tales como Contabilidad, Adminis-
tración de Personal, Compras y Suministros, Informática y Or-
ganización y Métodos. En cada una de las especialidades, ade-
más de la profundización en la respectiva técnica, se enfatizaría
en la contribución que, cada una de ellas debe brindar a la
administración presupuestaria.

Para este tipo de curso se deberían seleccio-
nar funcionarios de las áreas de presupuesto, (aquéllos involu-
crados en las etapas de coordinación de la ejecución y de eva-
luación), contabilidad, personal, compras y suministros, informá-
tica y organización y métodos.

En síntesis, como se puede apreciar, se tra-
ta de un Plan de capacitación coherente con las distintas eta-
pas de implantación del presupuesto por programas. Tal como
ya se señaló, en la primera de ellas, el trabajo se centra, fun-
damentalmente, en la elaboración y, en la segunda, en las eta-
pas de programación de la ejecución y evaluación. Ahora bien,
el hecho de no haberse aún dictado el curso de "Programación
y Administración Presupuestaria", es una de las causas, según
la opinión del autor, del no pleno desarrollo hasta ahora de di-
chas etapas del proceso presupuestario, por lo que deberá en-
cararse a la brevedad su realización.

Por último, y dentro de un plan de divulga-
ción e intercambio de experiencias, el CFI ha organizado dos
Jornadas de Presupuesto por Programas. En la primera de ellas
participaron exclusivamente funcionarios provinciales, y estuvo
dedicada al análisis conceptual de la programación presupuesta-
ria y a las experiencias de Córdoba y Tucumén. En las segundas
Jornadas participaron, además, funcionarios del Gobierno Nacio-
nal y se examinó el papel del presupuesto como instrumento de
planificación. En el corriente año, en las terceras Jornadas, el
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terna central será el de Administración Presupuestaria con lo
que se obviará, en parte, la no realización del curso arriba
mencionado.

3.2.3. Incremento de la dotación de personal de las
Direcciones de Presupuesto.

Otra de las tareas preliminares a la implan-
tación del presupuesto por programas, fue la de incrementar el
personal de las direcciones de presupuesto provinciales.

Como se ha visto, la escasez de recursos hu-
manos en esta área, se presentaba como un problema cuya so-
lución era necesario encarar rápidamente. En algunos casos, ni
aun para el tipo de tarea que requería el presupuesto tradicio-
nal se disponía del personal suficiente.

Las características particulares de cada pro-
vincia y por ende, de su organización administrativa, determina-
ron que las soluciones adoptadas fueran de naturaleza diversa.
En algunos casos se incorporaron profesionales recientemente
egresados de la Universidad y/o estudiantes próximos a finalizar
sus estudios universitarios. En otros casos, en que no se podía
contar en cantidad con este tipo de recurso humano, se afectaron,
además, funcionarios de experiencia o profesionales debidamente
seleccionados de otras áreas. En la provincia de Tucumán se
adoptó una solución interesante, la que se analiza más adelante.

3.3. Síntesis de las experiencias

Tres han sido las provincias que, a partir de 1970, ini-
ciaron las tareas conducentes a la implantación del presupuesto
por programas. Es así que para el ejercicio 1971, la Provincia
de Córdoba contó con su primer presupuesto por programas,
para 1972 la Provincia de Tucumán y para 1973 la Provincia de
Río Negro. Las condiciones que se dieron en cada caso, para di-
cha implantación, fueron diferentes y, por lo tanto, cada una de
ellas ha exhibido experiencias distintas.

Debido a que en el Punto 4 se analizarán las caracte-
rísticas con que se han llevado a cabo las etapas del proceso
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presupuestario en dichas provincias, aquí sólo se analizarán las
condiciones particulares que se presentaban en cada caso al ini-
ciarse el proceso de reforma y los resultados que hasta ahora
se han obtenido.

a. Provincia de Córdoba: En el momento que el go-
bierno provincial solicitó colaboración al Consejo Federal de In-
versiones (mediados de 1969), las condiciones para implantar
el presupuesto por programas eran casi óptimas. Existía una de-
cisión política firme y, por tanto, un apoyo total en dichos ni-
veles; se encontraba en las fases finales de preparación un plan
provincial de desarrollo a mediano plazo; si bien la Oficina Cen-
tral de Presupuesto contaba con escasos recursos humanos, no
había ningún tipo de restricción para incorporar el personal que
fuera necesario; el apoyo del organismo provincial de planificación
era amplio; había sido dictado un curso de Programación Presu-
puestaria por el Proyecto 214 (CICAP) de la OEA al que habían
concurrido un número considerable de funcionarios provinciales.

Las tareas se iniciaron a principios de 1970 y para
el ejercicio 1971 se contó con el primer presupuesto por pro-
gramas a nivel provincial. En el interín, se produjeron una serie
de hechos políticos que trajeron aparejado el cambio de varios
gobernadores en la provincia, y de un número aún mayor de Mi-
nistros provinciales. Ya no se contaba con el fuerte apoyo po-
lítico inicial, pero ésto se contrapesaba con un considerable
apoyo de los niveles medios de la administración pública pro-
vincial, lo que permitió seguir adelante con la experiencia. Co-
mo dato curioso es necesario señalar que el gobierno nacional
recién autorizó la promulgación de la ley de presupuesto para
el ejercicio 1971 en julio de dicho año. Esto trajo aparejado una
serie de problemas contables ya que, por disposiciones legales
en la provincia, mientras no se apruebe el presupuesto de un
año determinado, siguen vigentes para dicho año, las asignacio-
nes presupuestarias del año anterior. Esto implicó que, durante el
primer semestre del año se contabilizara la ejecución financiera
de los gastos en función de las cuentas del presupuesto tradicio-
nal, por lo que, una vez aprobado el nuevo presupuesto, hubo que
rehacer la contabilidad de dicho semestre, en función de las nue-
vas categorías presupuestarias. Todas estas situaciones hicieron
que, pese a que en la elaboración de dicho presupuesto se utiliza-
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ron todas las categorías presupuestarias, aunque no todos los ele-
mentos de la programación, y a que el programa tenía carácter
legal, el presupuesto para el ejercicio 1971 se transformó sólo
en una útil experiencia metodológica. Para la elaboración del pre-
supuesto para el ejercicio 1972 se logró un avance técnico consi-
derable, tanto en la apertura de las categorías presupuestarias
como en la determinación de metas y tareas, aunque en el cálcu-
lo de los recursos financieros predominaba un criterio tradicio-
nal, ya que no se incluían en términos reales los recursos mate-
riales y servicios de terceros necesarios para la realización de las
distintas acciones.

Tal como se señaló anteriormente, al momento de ini-
ciarse las tareas de implantación del presupuesto por programas
estaba en elaboración un plan provincial de desarrollo a mediano
plazo. Los numerosos cambios producidos durante esa época en el
elenco gobernante tuvieron una política común: abandono de los
trabajos en materia de planificación. Por lo tanto, pese a que dicho
plan fue finalizado a fines de 1970, nunca fue considerado como
una guía de acción que oriente la política presupuestaria.

En 1972, por decisión expresa de las autoridades pro-
vinciales, se determinó que en la elaboración del presupuesto
por programas para el ejercicio 1973 se debía dejar de lado la
concepción que se venía utilizando y que la apertura programá-
tica debía ser un reflejo de la estructura administrativa vigente.
En vista de la situación a que se había llegado en cuanto a la apli-
cación del presupuesto por programas, el gobierno constitucio-
nal que asumió el 25 de mayo de 1973 adoptó la decisión de "vol-
ver" al presupuesto tradicional, y encarar en años posteriores
una "verdadera" aplicación de esta técnica.

¿Cuáles han sido las causas del fracaso de la aplica-
ción del presupuesto por programas en la provincia de Córdoba?
Dejando de lado las razones políticas que impulsaron la toma
de dicha decisión, desde el punto de vista estrictamente técnico,
es opinión del autor que, una de las causas puede haber sido el
hecho de que el presupuesto no logró ser un instrumento que
permitiera mejorar el proceso de toma de decisiones de los ni-
veles políticos y técnicos. Si bien se había avanzado considera.
blemente en la etapa de elaboración, no se había dado igual si-
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tuación en la de coordinación de la ejecución y menos aún, en
la de evaluación. Como se verá más adelante, al analizar cada
una de las etapas del proceso presupuestario, en el caso de Cór-
doba no se implantó un sistema de programación de la ejecución,
las informaciones financieras de ejecución eran parciales y las
físicas, además de parciales, no respondían, en su totalidad, en
cuanto a unidades de medida, a las señaladas en el documento
presupuestario. Ahora bien, es necesarió reconocer que el corto
tiempo que duró esta experiencia no permite señalar que ésta haya
sido la única causa del retroceso producido.

b. Provincia de Tucumán: El análisis de situación rea-
lizado a principios de 1971, reveló que se requería una decisión
política muy firme para implantar el presupuesto por programas
en esta provincia ya que, previa a la iniciación de las tareas
respectivas, era necesario adoptar una serie de decisiones sobre
mejoramiento de ciertos aspectos administrativos que permitieran
garantizar un mínimo de éxito en la reforma presupuestaria. Las
autoridades provinciales ratificaron dicha decisión por medio de
un Decreto del Gobernador refrendado por el Ministro de Econo-
mía, y adoptaron todas las providencias necesarias, antes de
iniciar las tareas de implantación del presupuesto por pro-
gramas. A diferencia de la provincia de Córdoba, en Tucumán
se comenzó con la concepción de utilizar desde el primer mo-
mento todos los elementos de la programación. Lógicamente, en
el primer año, debido a falta de estadísticas de años anteriores,
no se pudo obtener información sobre la totalidad de dichos ele-
mentos. Esto se reflejó en el documento presupuestario
para el ejercicio 1972 ya que muchos de los cuadros referi-
dos a estos conceptos aparecieron en blanco. La elabora-
ción presupuestaria para el ejercicio 1973 representó un sus-
tancial avance técnico, tanto en lo que hace a determina-
ción de metas y tareas, como en lo referente a recursos huma-
nos, materiales y servicios de terceros, lo que implicó, a su vez,
una revisión profunda de la apertura programática.

Es importante señalar que, como consecuencia de la
implantación para 1972 del presupuesto por programas, el go-
bierno provincial consideró que era necesario iniciar rápidamen-
te los trabajos tendientes a implementar un sistema de planifi-
cación a fin de que el presupuesto se integre en dicho sistema.
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Es así que, a solicitud del gobierno provincial, el Consejo Fede-
ral de Inversiones organizó en el segundo semestre de 1972 un
curso de Planificación del Desarrollo para funcionarios provin-
ciales, para el que se contó con la decisiva colaboración de ex-
pertos del ILPES. Una vez finalizado dicho curso, se encaró en
la provincia la elaboración de un diagnóstico económico-social
integral. Esto permitió lograr un avance considerable en la calidad
de la programación presupuestaria para dicho alío ya que, si bien
no se contaba con un plan de desarrollo cuyas metas y objetivos,
tanto globales corno sectoriales, actuaran como marcos que orien-
taran la determinación de metas y objetivos presupuestarios,
elementos de dicho diagnóstico fueron utilizados en la etapa
de elaboración presupuestaria.

Por otro lado, es en esta provincia donde se han ob-
tenido los mayores avances en lo que respecta a las etapas de
coordinación de la ejecución y evaluación, tal como se verá
más adelante.

Por último, en lo que se refiere a la organización del
sistema presupuestario, se consideró que la Dirección de Presu-
puesto debía tener intervención permanente en todas las eta-
pas del proceso presupuestario. En función de esta premisa bá-
sica, y atendiendo al principio de división del trabajo, se esti-
mó que la estructura de dicha Dirección debía estar conformada
por Departamentos, cada uno de los cuales debía actuar en una
determinada etapa del proceso presupuestario. Esta estructura
debía irse implementando a medida que se avanzara en la re-
forma presupuestaria. Es así que, durante 1972 todos los recur-
sos humanos de la Dirección de Presupuesto se destinaron para
la etapa de elaboración. En esos momentos sólo existía el De-
partamento de Programación. Durante 1973 se creó el Departa-
mento de Coordinación de la Ejecución que, entre sus primeras
tareas, tuvo a su cargo el diseño de dicho sistema y la imple-
mentación de sus primeros pasos. Posteriormente serán creados
el Departamento de Evaluación y el de Investigaciones y Análisis
Fiscales.

En cuanto a los recursos humanos incorporados, se
adoptó el criterio, que ha dado excelente resultados, de selec-
cionar profesionales de las distintas ramas del saber que atien-
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dan al sector relacionado directamente con su profesión. Así,
por ejemplo, se incorporó a un Ingeniero Agrónomo asignándole
la responsabilidad de atender al sector agrícola, a un Licenciado
en Ciencias de la Educación con tuición sobre el sector Edu-
cación, etc. Por otro lado, durante 1973 se crearon dos oficinas sec-
toriales de Presupuesto (Salud y Educación). Se considera su-
mamente interesante esta experiencia de organización del sis-
tema presupuestario ya que los frutos. que se han logrado de la
misma, están en relación directa al avance que, en la implemen-
tación del presupuesto por programas, se ha producido en esta
provincia.

En síntesis, es posible afirmar que, en la medida que
se establezcan los distintos instrumentos del sistema de plani-
ficación provincial y se mejoren los sistemas administrativos
vinculados a la ejecución presupuestaria, en muy pocos años el
presupuesto de la provincia de Tucumán será un verdadero ins-
trumento de planificación, gobierno y administración. Los pasos
que se están dando son los adecuados para el logro de tales ob-
jetivos.

c. Provincia de Río Negro: En esta provincia se rea-
lizó el análisis de situación en 1971. Las conclusiones del mismo
fueron que, salvo el hecho del escaso personal con que conta-
ba la Dirección de Presupuesto y la necesidad de capacitación
de funcionarios provinciales, las condiciones mínimas estaban
dadas para iniciar las tareas de reforma del sistema presupues-
tario. No obstante esta situación, las autoridades provinciales
no consideraron conveniente encararlas en esos momentos. Re-
cién al año siguiente se adoptó la decisión por medio de un De-
creto del Gobernador refrendado por todo el Gabinete, que dis-
puso implantar para el ejercicio 1973 el presupuesto por pro-
gramas. Pese a que en la provincia se contaba con un diagnós-
tico económico-social reciente, los elementos fundamentales del
mismo no fueron incorporados en la elaboración del primer pre-
supuesto por programas provincial. Evidentemente, lo reciente
de esta experiencia no permite extraer conclusiones generales
sobre la marcha del proceso de reforma presupuestaria. No obs-
tante ello, es posible extraer algunos elementos que permitan de-
tectar la orientación que tiene dicho proceso. En primer lugar, se
rediseñó el sistema contable de ejecución presupuestaria y duran-

38



te 1973 las informaciones financieras de ejecución se refirieron a
todas las categorías presupuestarias. En segundo lugar, y relacio•
nado con lo anterior, se promulgó una nueva ley de contabilidad
en la que, además de establecer la etapa del gasto devengado,
como aquélla que refleja la ejecución financiera del presupuesto,
se define a éste como un instrumento del sistema de pla-
nificación, cambiándose radicalmente la concepción de "expresión
financiera", vigente en la ley anterior. En tercer lugar, se han ini-
ciado los estudios tendientes a introducir un sistema de progra-
mación de la ejecución similar al de Tucumán. En cuarto lugar,
pese a que los créditos presupuestarios fueron calculados en for-
ma casi tradicional para el ejercicio 1973, debido a que no se cal-
cularon los requerimientos de recursos materiales y servicios de
terceros en términos reales, las discusiones del proyecto de pre-
supuesto a nivel del gabinete provincial se realizaron en función
de los objetivos y metas que se pretendían alcanzar durante el
período presupuestario y, de las acciones y recursos que se re-
querían para llevarlas a cabo; de esta manera se varió fundamen-
talmente el método de discusión política del proyecto de presu-
puesto.

En síntesis, si bien la experiencia en la Provincia de
Río Negro es aún limitada, es posible alentar fundadas esperan-
zas en cuanto a las posibilidades de éxito del proceso de refor-
ma presupuestaria.

4. Características de las distintas etapas del proceso presu-
puestario en las provincias que adoptaron el presupuesto
por programas a partir de 1970.

A efectos de visualizar más claramente las experiencias pro-
vinciales a partir de 1970, en este punto se examinan las carac-
terísticas fundamentales con que se llevaron a cabo cada una
de las etapas del proceso presupuestario, confrontándolas, a la
vez, con la concepción y metodología que se debería haber apli-
cado.

En el caso de la etapa de elaboración la metodología utili-
zada, especialmente en lo que se refiere a la política presupues-
taria previa, es la que debió emplearse en una situación en don-
de, como ya se mencionó, no existían en las tres provincias ins-
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trumentos del sistema de planificación. (En el caso de la pro-
vincia de Córdoba, pese a que se elaboró un plan a mediano
plazo, éste no fue utilizado como guía para la fijación de la po-
lítica presupuestaria por razones de tipo político).

Se efectúa un análisis pormenorizado de las tareas realizadas
en esta etapa, sin particularizar en las llevadas a cabo en cada
provincia pues, en términos generales, han sido similares; sólo
se produjeron disparidades en la profundidad con que se enca-
raron algunas de ellas.

La etapa de aprobación no amerita un mayor análisis debido
a que la situación política-institucional existente hasta mayo de
1973, trajo aparejado una situación irregular en su realización.

En el caso de la etapa de coordinación de la ejecución, co-
mo la provincia de Tucumán es la que más ha avanzado en el
tema, sólo se analizan las características fundamentales de las
acciones que se han desarrollado en esta provincia.

Por último, en la etapa de evaluación, se examinan los
avances alcanzados en el mejoramiento de los sistemas de in-
formación ya que éste ha sido el único aspecto de dicha etapa
que se ha encarado. En virtud de que la experiencia ha sido dis-
tinta en cada provincia, es conveniente analizar cada caso en
particular.

4.1. Elaboración (2)

La etapa de elaboración presupuestaria, también lla-
mada de formulación, es posible dividirla, a efectos metodológi-
cos, en tres pasos principales, a saber:

a. Elaboración de la política presupuestaria previa.

b. Elaboración de los anteproyectos de presupues-
to en cada institución.

(2) Para mayores referencias conceptuales sobre esta etapa, véase Con-
sejo Federal de Inversiones, "Manual de Elaboración del Presupues-
to por Programas", Capitulo 2, Buenos Aires, abril de 1973.
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c. Elaboración del proyecto de presupuesto.

Evidentemente, desde un punto de vista práctico, di-
chos pasos están absolutamente interrelacionados, pero se hace
su distinción a efectos de sistematizar la presentación de esta
etapa.

4. 1 . 1 . Elaboración de la política presupuestaria pre-
via. -

Debido a que en la época que se implantó
el presupuesto por programas los gobiernos provinciales esta-
ban intervenidos por el Poder Ejecutivo Nacional, las políticas
presupuestarias provinciales estaban condicionadas por directi-
vas de orden general que impartía dicho Gobierno.

A efectos de elaborar la política presupues-
taria previa, se siguió el criterio de constituir comisiones de
trabajo integradas, fundamentalmente, por funcionarios de las
áreas de planificación, presupuesto e ingresos. En algunos ca-
sos participaron funcionarios de otras áreas como, por ejemplo,
de personal.

En líneas generales, el plan de trabajo de
cada una de dichas comisiones abarcaba los siguientes tópicos:

a. Apertura programática preliminar. Des-
de el punto de vista de una correcta elaboración de la política
presupuestaria, la apertura programática preliminar, al implicar,
de hecho, una determinación tentativa de objetivos y acciones
previstas, debe ser la primera tarea a llevar a cabo en la etapa
de formulación, ya que los resultados que se obtengan a través
de dicha apertura permitirán disponer de una primera aproxima-
ción sobre la dirección cualitativa de la política presupuestaria.

Si bien esta tarea fue realizada a nivel pro-
vincial, no fue utilizada para la elaboración de la política presu-
puestaria previa. Se trató más bien de un ejercicio metodológi-
co que ayudó al proceso de capacitación interno, a la vez que
sirvió de marco de referencia para la configuración de la aper-
tura programática definitiva.
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Es necesario detenerse en el criterio que
se utilizó para la apertura programática. Se adoptó el enfoque
institucional para determinar la existencia de objetivos y me-
dios. Se consideró que éste era el único que se podía apli-
car en esta etapa, corno consecuencia de la ausencia de sis-
temas de planificación. La aplicación de este enfoque no im•
plica que, en la apertura programática, se siga fielmente la je-
rarquía administrativa vigente. Es decir, por ejemplo, que un
programa se corresponda a una dirección, un subprograma a un
departamento y una actividad a una división. Por el contrario, la
institución es el marco que permite determinar cuando la pro-
ducción de un bien o prestación de un servicio caracteriza un
objetivo, y cuando la existencia de un medio (3).

Ahora bien, como consecuencia del enfoque
institucional fue necesario definir "la institución" desde el punto
de vista programático.

Se entendió por "institución" aquella área
organizativa del sector público provincial que, a la vez que, en
su accionar respondía a políticas y objetivos definidos por una
única unidad de comando, dichas políticas y objetivos se mate-
rializaban para un área económica o social perfectamente defi-
nida.

Es asi que, se determinó que eran institucio-
nes desde dicho punto de vista: en la provincia de Córdoba, cada
uno de los Ministerios, en la provincia de Río Negro, cada una de
las Subsecretarías y en la provincia de Tucumán, cada una de
las Secretarías de Estado.

En los tres casos, el Gobernador con sus Se-
cretarías (4) y cada uno de los organismos descentralizados cons-
tituían también "institución" a efectos programáticos.

Corno se puede apreciar, para cada situación

(3) Para un análisis conceptual de este enfoque, así como de los enfoques
sectorial y regional, véase el Manual antes citado.

(4) Generalmente son las denominadas Secretaría General y Secretaría de
Prensa y Difusión.
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hubo que realizar un análisis en particular debido a que, las ca-
racterísticas organizativas disímiles que presentaban cada una
de las provincias, no permitía adoptar una fórmula única para la
determinación de "institución".

Por ejemplo, en el caso de la provincia de
Córdoba, el Ministerio de Agricultura y Ganadería constituía una
institución desde el punto de vista programático, mientras que
en la provincia de Tucumán la responsabilidad en esta misma
área estaba a cargo de la Secretaría del Estado de Agricultura
y Ganadería, organismo dependiente del Ministerio de Econo-
mía.

La importancia de definir claramente que es
lo que se entiende, en cada caso concreto, por institución está
dada porque, es a partir de ella, donde se determinan las cate-
gorías presupuestarias, bajo el enfoque institucional.

Una vez definidas las instituciones, las Di-
recciones de Presupuesto elaboraron una apertura programática
preliminar.

Esta determinación de institución desde el
punto de vista programático deberá ser sometida constantemen-
te, a efectos de mejorar la programación, a una verificación de
la realidad de funcionamiento del sector público.

b. Análisis de la política fiscal anterior.
Esta tarea implicó la realización de un examen, en términos fi-
nancieros, de las políticas seguidas en materia de ingresos, gas-
tos y resultados. Para ello se reclasificó una serie histórica
de gastos e ingresos utilizando las clasificaciones normalmente
empleadas. Se trataba con ello de determinar la existencia o no
de coherencias entre las políticas presupuestarias previstas y
las realmente ejecutadas, a la vez que establecer las rigideces
que sus efectos representaban para la adopción de una nueva
orientación del gasto e ingreso público. Las conclusiones que
se extrajeron fueron parciales, debido a que estos análisis se
efectuaban únicamente en términos financieros, ya que se ca-
recía de informaciones en términos reales.
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c. Política de Precios. Los gobiernos provin-
ciales no manejaban en esos momentos instrumentos de polí-
ticas de precios, sólo compartían con el gobierno nacional la
utilización de medidas de control de precios. Por lo tanto, las
tareas realizadas en esta materia se centraron en estudios so-
bre la probable evolución de los precios para el ano siguiente.
Esta tarea, a simple vista obvia, permitió sincerar notablemente
las estimaciones preliminares de gastos, aspecto sumamente
importante ya que Argentina sufría un agudo proceso inflacio-
nario. Era normal en años anteriores que, al no considerarse las
variaciones de los precios de los distintos insumos previstos a
adquirir por el Gobierno, las partidas presupuestarias se agota-
ban rápidamente, y no precisamente por una adquisición antici-
pada de dichos insumos.

d. Política de salarios. Como consecuencia
de que el Gobierno Nacional fijaba la política salarial que, en tér-
minos generales, debían llevar a cabo los gobiernos provinciales,
estos manejaban exclusivamente "aspectos de detalle". Por lo
tanto en esta materia, fundamental para estimar los gastos en per-
sonal, sólo se podía actuar una vez definida la política nacional
respectiva.

c. Elaboración de alternativas de ingresos.
Es necesario señalar que los ingresos provinciales están com-
puestos por dos grandes rubros, los provenientes del Gobierno
Nacional a través de los distintos regímenes de coparticipación,
y los generados a través del propio sistema impositivo provin-
cial y de la venta de bienes y servicios de organismos provin-
ciales.

En el caso de los recursos provenientes de
los distintos regímenes de coparticipación, los gobiernos pro-
vinciales no intervenían en la fijación de la política impositiva
nacional y, por otro lado, no se contaba en el ámbito provincial
con fuentes estadísticas que permitieran medir el impacto a ni-
vel de cada uno de los sectores económicos y sociales, de
cada una de las fuentes tributarias nacionales. Esto implicó
que, para este tipo de recursos, sólo se efectuaron estimaciones
en base a tendencias de años anteriores, siendo ajustadas al
contarse con informaciones del gobierno nacional.
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En lo que se refiere a los ingresos provin-
ciales, pese a que los mismos son de exclusivo resorte de dicho
nivel de Gobierno, mas que elaborarse alternativas de políticas
de ingresos, en las que se analizaran los posibles efectos econó-
micos y sociales de ellas a fin de confrontarlas con las respecti-
vas políticas sectoriales de gastos, lo que se hizo fue mejorar téc-
nicamente el cálculo de las proyecciones de ingresos.

Ahora bien, se han hecho investigaciones en
algunas provincias a fin de poder cuantificar, a través de un aná-
lisis histórico, cuáles habían sido realmente los efectos que, so-
bre el comportamiento de los sectores económicos y sociales,
tenía el sistema impositivo provincial. Aunque no fue posible
cuantificar dichos efectos, las investigaciones realizadas llega-
ron, en todos los casos, a la conclusión de la escasa magnitud
de ellos, a diferencia del sistema impositivo nacional, cuyos
efectos sobre el comportamiento del sector privado eran consi-
derables.

e. Elaboración de políticas alternativas de
gastos. Este trabajo se dividió en dos partes, la primera de ellas
era la determinación de los gastos fijos y de imprescindi-
ble erogación en el próximo ejercicio calculados a precios co-
rrientes, de acuerdo a la politica salarial prevista y a la estima-
ción del incremento de precios para el siguiente año. Además
se contemplaba, en esta primera parte, la estimación del incre-
mento de los gastos ocasionados por la atención del crecimien-
to vegetativo de la demanda. Todo ésto conformaba el llamado
"presupuesto de continuación".

La segunda parte de este trabajo implicó la
comparación de los ingresos previstos con los gastos emergen -
tes del "presupuesto de continuación".

El hecho de que, en las provincias donde se
implantó el presupuesto por programas, el sector público sufría
un déficit presupuestario crónico y, a la vez estructural, trajo apa-
rejado que la política presupuestaria en lo que se refiere a resul-
tados, fuera la de reducción de los déficits.

Por lo tanto, la rigidez y, a la vez, conside-
rable magnitud del "presupuesto de continuación", unido a la po-
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lítica de reducción del déficit, y a la inexistencia de instrumen-
tos del sistema de planificación, trajo aparejado que no se pu-
dieran elaborar políticas presupuestarias que implicaran una re-
orientación sustantiva de la actividad del Estado provincial.

f. Fijación de "techos financieros". Los lí-
mites financieros que conforman el capítulo final de la elabora-
ción de la política presupuestaria previa, llamados también "te-
chos financieros", se propusieron a los niveles políticos a nivel
de Ministerios y/o Secretarías de Estado y de cada uno de los
organismos descentralizados.

En síntesis, se puede afirrmar que la elabo-
ración de la política presupuestaria previa fue realizada bajo una
concepción tradicional debido a tres causas fundamentales. En
primer lugar, por la ausencia de sistemas de planificación,
en segundo lugar por el hecho de que al tratarse del primer año
de implantación del presupuesto por programas no se contaba
con informaciones en términos reales de años anteriores, y en
tercer lugar, por las directivas de tipo tradicional del Gobierno
Nacional. Esto afectó las restantes etapas del proceso presupues-
tario y aún la misma elaboración, ya que impidió una cabal apli-
cación del principio de programación en cuanto a su contenido (5).

No obstante es necesario resaltar el hecho
de que este método de trabajo permitió que, al fijarse previamen-
te los techos financieros, se introdujera más racionalidad a la
etapa de elaboración presupuestaria.

4.1.2. Elaboración de los anteproyectos de
presupuesto de cada institución.

En líneas generales, las tareas que
se debían desarrollar en este paso de la etapa de elaboración eran
las siguientes:

1. Nueva apertura programática

2. Diseño de formularios e instructivos metodo-
lógicos.

(5) Para un análisis de este principio, véase Manual antes citado.
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3. Distribución y discusión de formularios.

4. Elaboración, por parte de los responsables de
cada una de las unidades ejecutoras, de los
anteproyectos de presupuesto de las respecti-
vas categorías presupuestarias.

5. Asesoría y supervisión a las entidades y uni-
dades ejecutoras de programas, subprogra-
mas, actividades, proyectos y obras.

G. Análisis de coherencia y factibilidad a los ni-
veles de subprogramas, programas e institu-

	

ción, en los aspectos de funcionamiento e in- 	 la
versión, de objetivos y metas, de medios y
objetivos, todos ellos en función de la política
presupuestaria previa.

Las características con que se llevaron a cabo
las tareas arriba mencionadas han sido las siguientes.

le

	

La nueva apertura programática surgió como 	 Ic

	

consecuencia, en primer lugar, de una mayor precisión en la apli- 	 e
cación de  los conceptos teóricos que caracterizan a las catego-
rías presupuestarias y, en segundo lugar, de los elementos de

juicio aportados por los responsables de las unidades ejecutoras.

En lo que se refiere al diseño de formularios

	

e instructivos, en el primer año esta tarea fue de las de mayor 	 e
extensión, debido a que no eran utilizables la mayoría de los for-
mularios e instructivos que se venían empleando en el presupues-
to tradicional, salvo los exigidos por el gobierno nacional.

En cuanto a la distribución de formularios e
Instructivos se siguió un procedimiento práctico, no muy orto-
doxo, pero que ha dado buenos resultados para esta primera eta-
pa. En lugar de efectivarse su entrega masiva, se hizo una distri-
bución selectiva. Se puso a disposición de los responsables de
unidades ejecutoras, en primer término, los formularios e instruc-
tivos referidos a la descripción de las categorías presupuesta-
rias, así como los cuadros de metas y tareas. Una vez completa-
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da dicha información se distribuyó, para ser llenados, los formu-
larios referidos a recursos humanos, recursos materiales, servi-
cios de terceros y créditos presupuestarios. Esto impidió que los
funcionarios responsables de la elaboración de los anteproyec-
tos cayeran en la "tentación" de incluir sólo las necesidades fi-
nancieras, tarea que estaban acostumbrados a realizar con el sis-
tema presupuestario tradicional, y tuvieran que pensar, primero
en términos de objetivos previstos a alcanzar y acciones previs-
tas a realizar, y luego en los recursos reales y financieros que se
requerían para su materialización, teniendo en cuenta, lógicamen-
te, el marco de referencia que era el techo financiero asignado.

Conjuntamente con la distribución de formu-
larios se adiestro en su manejo a los responsables de su llenado.
Por otro lado, el hecho de que los instructivos contenían también
elementos conceptuales permitió, en muchos casos, volver a
efectuar tareas de adiestramiento.

En cuanto a la elaboración, por parte de los
responsables de cada una de las unidades ejecutoras, de los an-
teproyectos de presupuesto de sus respectivas categorías presu.
puestarias, en algunos casos se incurrió en la práctica  pernicio-
sa de transferir su realización a los funcionarios del Ministerio
o Secretaría de Estado que, tradicionalmente, intervenían en la
elaboración del presupuesto. Esto trajo aparejado que la calidad
de la programación fuera mucho menor, en estos casos, que cuan-
do participaban directamente los responsables de las unidades
ejecutoras. Felizmente, esta situación se presentó sólo en el pri-
mer año de implantación de la técnica de programación presu-
puestaria.

4.1.3. Elaboración del proyecto de presu-
puesto.

Este paso de la etapa de elaboración del pre-
supuesto implica, en términos generales, la realización de las
siguientes tareas:

1, Análisis de los anteproyectos de presu-
puesto por parte del órgano central del
sistema.
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2. Discusión con los funcionarios de las
distintas instituciones.

3. Elevación del proyecto de presupuesto
al Poder Ejecutivo.

4. Preparación de los documentos presu-
puestarios.

La primera tarea a realizar por parte del ór-
gano central de presupuesto es estudiar los distintos antepro-
yectos y analizar el grado de relación que tienen con la política
presupuestaria previa. En virtud de la característica que asumió
la elaboración de dicha política, la comparación se realizó, fun-
damentalmente, en términos financieros. Como elementos de aná-
lisis se utilizaron las clasificaciones sectorial, económica, ins-
titucional y por objeto del gasto. Además, y por razones legales,
se debió elaborar también la clasificación por finalidades y fun-
ciones. Como consecuencia de que la información producida por
las distintas unidades ejecutoras estaba codificada en función
de las clasificaciones presupuestarias que se venían utilizando,
fue sumamente sencillo la preparación en forma agregada de di-
chas clasificaciones, así como las que combinan dos criterios
distintos, es decir las llamadas "cruzadas".

En el caso de la provincia de Córdoba este
trabajo fue realizado a través de un sistema de computación, lo
que permitió aligerar notablemente la carga de trabajo del órgano
central de presupuesto. En cambio, en las provincias de Río Ne-
gro y Tucumán fue efectuado en forma manual.

Este examen de coherencia, entre la política
presupuestaria previa y los anteproyectos de presupuesto pre-
parados por las instituciones, implica la necesidad de efectuar
un proceso de análisis conjunto de éstas con el órgano central
del presupuesto, lo que trae aparejado, en muchos casos, la ne-
cesidad de modificar los anteproyectos presentados. Tal corno
lo señala Gonzalo Martner (6), "La preparación del proyecto de

(6) Martner, Gonzalo "Planificación y Presupuesto por Programas", Capítulo
9, pagina 360, Editorial Siglo XXI.
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ley del presupuesto se caracteriza por una corriente permanen-
te de informaciones desde las bases de la administración públi-
ca hacia la cúspide de la jerarquía administrativa y por una co-
rriente de decisiones en sentido inverso".

Lamentablemente, este proceso no se llevó
a cabo como lo aconseja la técnica presupuestaria ya que, en mu-
chos casos, se efectuaron reducciones de los créditos solicita-
dos sin consultar previamente a los responsables de las cate-
gorías presupuestarias. Esta situación se presentó en mayor me-
dida en el primer año de implantación del presupuesto por pro-
gramas.

Una vez finalizadas las tareas relativas a la
formulación técnica del presupuesto, el proyecto se debe elevar
al Poder Ejecutivo a fin de que éste adopte las decisiones "fi-
nales".

En este aspecto, es interesante señalar que,
al contar los niveles políticos con los elementos de juicio que
le brindaba la nueva técnica presupuestaria, se mejoró en al-
gunos casos, el proceso de adopción de decisiones, tal corno
se señaló al analizar la experiencia de Río Negro.

Adoptada la decisión "final" por parte del
Poder Ejecutivo, es necesario revisar el documento analítico y
preparar los documentos sintéticos y resumen (7)

Salvo el caso de la provincia de Córdoba, en
que sólo se preparó el analítico, en las provincias de Río Negro
y Tucumán, se prepararon el analítico y el sintético aunque, en
iodos los casos, el nivel de aprobación legal Fue el mismo, as-
pecto éste que se analizaré en el siguiente punto.

4.2. Aprobación del Presupuesto.

En la Argentina, en los años en que se im-
plantaron los presupuestos por programas en las tres provincias

(7) Para un mayor análisis de las características de estos tres documen-
tos, \aliase Manual antes citado, Cap. 3.
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mencionadas, no existía un gobierno constitucional. El Poder Eje-
cutivo Nacional tenía las facultades propias del Poder Legislativo.
En lo que se refiere a la situación vigente en el ámbito provin-
cial, los Gobernadores eran nombrados por el Presidente de la
República habiéndose, además, suprimido los poderes legislati-
vos provinciales, Ciertas facultades legislativas a nivel provincial
eran ejercidas por los respectivos gobernadores, aunque la ma-
yoría de ellas estaban reservadas al Poder Ejecutivo Nacio-
nal. Entre estas últimas se encontraba la de aprobación de los
presupuestos provinciales.

Por lo tanto, una vez finalizada la elaboración
del proyecto de presupuesto, las autoridades provinciales lo ele-
vaban al Poder Ejecutivo Nacional a través del Ministerio del In-
terior. El Ministerio de Hacienda de la Nación era el encargado
de realizar el análisis técnico respectivo y, en caso de merecer
su aprobación, sugerirla a la Presidencia de la Nación, quien uti-
lizaba como norma legal la emisión de un decreto.

El análisis técnico que realizaba el Ministe-
rio de Hacienda de la Nación era, fundamentalmente, de carác-
ter tradicional: es decir, verificaba el grado de cumplimiento de
sus directivas, a la vez que realizaba un examen minucioso
de los créditos presupuestarios previstos comparándolos con
los referidos al presupuesto del año en curso. Este análisis
era también utilizado para las tres provincias que habían im-
plantado la técnica de programación presupuestaria. Por lo tanto,
pese a que éstas habían avanzado en la utilización de la técnica
presupuestaria, el examen de sus proyectos no se diferenciaba
del que se realizaba para aquellas provincias que contaban con
presupuesto tradicional.

El nivel de aprobación legal era el de progra-
ma y partidas principales del clasificador por objeto del gasto
a excepción de la partida principal personal. En este último caso
el nivel legal era las partidas subparciales de dicha principal.

4.3. Coordinación de la ejecución (8)

En términos generales, la ejecución del pre-
supuesto implica la realización de aquellas acciones y procedi-

(8) Para un mayor análisis de las características conceptuales de esta eta.
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mientas que, durante un ejercicio presupuestario, deben llevar a
cabo todos y cada uno de los funcionarios públicos y que involu-
cran la utilización de recursos humanos, materiales y otros insu-
mos necesarios para la materialización de los objetivos previstos
así como la percepción de los medios monetarios que permitirán
la adquisición de dichos recursos reales.

La coordinación de la ejecución implica, a
su vez, la compatibilización temporal de dichas acciones y proce-
dimientos y, por lo tanto, de los recursos reales y financieros.
Es decir que involucra la realización de un proceso de progra-
mación, dirección y coordinación de todas las acciones que tien-
dan al logro de los objetivos, a la vez que de adopción de las
medidas necesarias para que éstos se cumplan al nivel previsto
y se logre la máxima racionalidad posible en el empleo de los
recursos humanos, materiales y financieros necesarios para rea-
lizar las acciones y alcanzar los fines establecidos.

Esta etapa del proceso presupuestario invo-
lucra, por lo tanto, la realización de:

1. Programación de la ejecución, que impli-
ca una previsión dinámica, para los distintos períodos del ejer-
cicio presupuestario, de realizaciones en términos de objetivos y
acciwes y de requerimientos de recursos reales y financieros así
como de los procedimientos necesarios para llevar a cabo dichas
realizaciones y contar en tiempo oportuno con tales requeri-
mientos. Por lo tanto, esta es una tarea que, si bien debe ser
efectuada durante todo el ejercicio presupuestario, es previa a
la ejecución misma.

2. Coordinación concomitante con la propia
ejecución del presupuesto de todas aquellas acciones y procedi-
mientos previstos de manera tal "que lo programado se cumpla
con un mínimo de alteraciones y con un grado aceptable de efi-

pa véase el "Manual de Ejecución del Presupuesto por Programas"
del Estado de Minas en Brasil, y los documentos de Antonio Amado
"Programación de la Ejecución" y Mario Fattor "Aspectos Generales de
la Coordinación Presupuestarla" presentados a las Segundas Jornadas
de Presupuesto por Programas - Tucumán, abril de 1973.
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ciencia, siempre y cuando problemas coyunturales no justifiquen
Introducir modificaciones a lo inicialmente programado" (9).

Como se puede apreciar, la ejecución del pre-
supuesto y, por lo tanto, la coordinación de la ejecución requiere
el concurso de una serie de técnicas, tales como las de adminis-
tración de personal, compras y suministros, organización admi-
nistrativa, etc.

Los avances logrados en materia de coordi-
nación de la ejecución, por las provincias que han implantado el
presupuesto por programas, han sido escasos. Quien más ha avan-
zado ha sido la provincia de Tucumán, donde se ha diseñado
un sistema de programación de ejecución de metas, tareas y
recursos financieros en el que se establece además, un régimen
de cuotas trimestrales para comprometer gastos.

Otro aspecto que es necesario resaltar, en
el caso de la provincia de Tucumán, es el hecho de haberse atri-
buido por vía legal (Decreto), un mínimo de derechos y obliga-
ciones a los jefes de las unidades ejecutoras en la etapa de eje-
cución. Esto, de hecho, consolida la existencia de la nueva figu-
ra administrativa —unidad ejecutora de categoría presupuesta-
ria— y permitirá que, a medida que se avance en la técnica de
programación presupuestaria, se vaya delimitando claramente el
área de responsabilidad que ella tiene en la realización de las ac-
ciones a su cargo, y por lo tanto, el tipo de atribuciones que le
deben ser otorgadas.

La deficiencia existente de los sistemas de
compras y suministros y de administración de personal, ha impe-
dido en esta provincia implementar en su totalidad la programa-
ción de la ejecución. Por lo tanto, deberá encararse en el corto
plazo, y como tarea prioritaria, el mejoramiento de dichos siste-
mas. Asimismo deberán iniciarse las tareas tendientes a la im-
plementación, en algunas áreas, de técnicas tales como PERT,
CPM, Programación Lineal, etc.

(9) Amado, Antonio - Obra citada.
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4.4. Evaluación.

Esta es la cuarta etapa del proceso presupues-
tario y "se refiere a la organización, criterios y labores encami-
nadas a juzgar el nivel de cumplimiento de los objetivos fijados
al aprobarse al presupuesto y sus modificaciones ocurridas du-
rante la ejecución; la eficiencia con que se realizan las acciones
necesarias para tales fines y el grado. de racionalidad en la uti-
lización de los recursos correspondientes" (10). Este examen
debe ser practicado de manera integrada, de tal suerte que no sólo
sea factible establecer indicadores para cada uno de los aspectos
mencionados, sino también para sus interrelaciones.

La evaluación debe ser un elemento funda-
mental para la toma de decisiones, tanto por parte de los niveles
responsables de la realización de objetivos y acciones, corno por
parte de los niveles políticos, tendientes a corregir desviaciones
perjudiciales e innecesarias a lo programado, durante la ejecu-
ción del presupuesto; por lo tanto, esta tarea debe ser realizada
en forma permanente, a lo largo de toda la ejecución del presu-
puesto y casi simultánea a dicha ejecución. Por otro lado, la eva-
luación suministra elementos de juicio para la etapa de elabora-
ción ya que brinda a ésta, elementos sobre las condiciones y ca-
racterísticas en que se desenvolvió la ejecución de años anterio-
res que, en algunos casos, condicionarán dicha etapa y, en otros
casos, permitirán que se adoptan las providencias necesarias para
eliminar las situaciones anormales anteriores.

Por último, a través de la evaluación se debe
lograr el control de tipo legal que, como es sabido, implica la ve-
rificación de la honestidad en el manejo de los fondos públicos,
así corno la observación de las normas legales vigentes.

Este tipo de control era prácticamente el úni-
co que se realizaba tradicionalmente. La nueva teoría presupues-
taria no lo deja de lado do ninguna manera, sino que considera
que, junto con los análisis de eficiencia y efectividad, todos con-
jugados adecuadamente, conforman los elementos que hacen a

(10) "Manual de Elaboración del Prvsupuesto por Programas" Estado de Mi-
nas Gerais, Brasil.
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la evaluación presupuestaria. Con esto se preconiza que la con-
tabilidad pública no debe ser sólo un instrumento que sirva para
evitar la distracción inmoral o ilegal de los fondos públicos, sino
que debe brindar también informaciones útiles, y en el tiempo
oportuno, para !a toma de decisiones.

Ahora bien, la evaluación puede ser realizada
a distintos niveles. Debe ser efectuada en forma continua al má-
ximo nivel de desagregación y, a medida que es analizada en ni-
veles superiores de la administración debe sufrir un proceso se-
lectivo de agregación. Por otro lado, al finalizar el ejercicio pre-
3upuestario debe realizarse, en base a las evaluaciones parciales
efectuadas durante la ejecución, una evaluación global y, a la vez
pormenorizada, del grado de cumplimiento del plan anual de go-
bierno aprobado por el Poder Legislativo.

Un primer aspecto que debe ser implemen.
tado, a fin de poder llevar a cabo esta etapa del proceso presu-
fuestario, es el referido a los sistemas de informaciones físicas y
financieras, que permitan reflejar la marcha de la ejecución pre-
f.upuestaria.

En las provincias argentinas se consideró
prioritario en los primeros años de implantación del presupuesto
por programas, contar con dichos sistemas de información. Se fi-
jaron dos etapas. En la primera de ellas, que debía ser llevada a
cabo en el primer año, se rediserió el sistema contable en función
de los requerimientos que le planteaba la nueva técnica presu-
puestaria. Ello era así en virtud de que el carácter legal del pre.
supuesto por programas, hacía imprescindible dicha redefinición.

El sistema legal contable argentino, tanto a
nivel nacional como provincial, establecía la etapa del compro
miso como la que en términos financieros reflejaba la ejecución
del presupuesto. Dicho concepto de compromiso era tomado de
la escuela italiana e implicaba que se consideraba como tal "El
acto mediante el cual el funcionario competente dispone que un
crédito del presupuesto de gastos, sea asignado total o parcial-
mente al pago de una cantidad de dinero por cosas, obras o tra-
bajos a proveer o provistos a la administración para el cumplí-
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miento de las funciones contempladas en dicho crédito" (11).
Como se puede apreciar, esta concepción de utilización definitiva
del crédito responde a un criterio exclusivamente jurídico, y a las
necesidades de control legal en un presupuesto tradicional. Por
lo tanto, era necesario modificar las normas legales a fin de in-
troducir la etapa contable del gasto devengado o, como también
se la denomina, la de obligaciones. No es objeto de este trabajo
analizar los motivos que inducen a adoptar este criterio. Existe
abundante bibliografía sobre el tema, que fundamenta con minu-
ciosidad.

La situación política argentina vigente en esos
momentos, unido al hecho de que el Gobierno Nacional no auto-
rizaba ninguna modificación legal que alterara dicho concepto de
compromiso, impidió la modificación de las leyes provinciales de
contabilidad a efectos de introducir la etapa del gasto devengado.

Esto ocasionó, en el caso de la Provincia de
Córdoba, que la contabilidad presupuestaria, si bien era refleja&
a nivel de programa y objeto del gasto, las cifras respondían sólc
en forma parcial a la recepción de bienes y servicios, por lo que
sólo eran útiles para el control de tipo legal. La situación se pre
sentó distinta en el caso de las provincias de Tucumán y Río Ne
gro. Debido a que sus respectivas leyes de contabilidad definíar
confusamente el concepto de compromiso, por vía reglamentaria
se lo interpretó mediante la introducción de todos los elementos
que hacen la definición del gasto devengado. Este artificio legal
permitió que las informaciones financieras de ejecución en estas
dos provincias, producidas a nivel de todas las categorías presu-
puestarlas y para todos los niveles de objeto de gasto, brinda-
ran mejores elementos de juicio para medir el avance de ejecu-
ción financiera de las distintas categorías presupuestarias, así
como su posterior comparación con los avances en términos rea-
les. Además, este momento del gasto será útil para una posterior
implantación de costos en las áreas que resulten convenientes
su utilización. En el caso de la Provincia de Río Negro, la nueva
Ley de Contabilidad, sancionada por la Legislatura provincial, in-
troduce definitivamente la etapa del gasto devengado.

(11) Ingrosso, Gustavo, "Diritto Finanziarlo", Ed. Jovene, Nápon 1954, Pág.
707, Cap.
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La segunda etapa contemplaba el estableci-
miento de informaciones de ejecución en términos reales, es
decir, nietas, tareas, recursos humanos y materiales y servicios
de terceros.

En el caso de la provincia de Córdoba exis-
tía, previo a la implantación del presupuesto por programas, un
sistema denominado de control de gestión, cuya responsabilidad
estaba a cargo de la Secretaría de Desarrollo. A través de este
sistema se producían una serie de informaciones de diversa na-
turaleza, no siendo las unidades de medida en que se expresaban
coincidentes con las que se utilizan en la técnica de progra-
mación presupuestaria. Al implantarse esta técnica, y mientras
estuvo vigente, se trató de que, si bien esta tarea siguiera bajo
la responsabilidad de dicha Secretaría, las unidades de medida
en cuanto a metas y tareas que se emplearan debían ser las que
surgían del documento presupuestario. Esta labor de coordina-
ción tuvo principio de ejecución pero, el corto plazo en que estu-
vo vigente el presupuesto por programas impidió obtener mayo-
res avances.

En la Provincia de Tucumán, por Decreto de
mayo de 1973 se introdujeron ciertas normas, en un Decreto en
el que se implantaba el Plan Anual de Ejecución Presupuestaria,
en cuanto a la obligación de los jefes de las unidades ejecutoras
de mantener registros de avance en términos físicos. Dichas in-
formaciones, en una primera etapa, se refieren a metas y tareas,
previéndose en una segunda etapa, la producción de informacio-
nes en términos reales de la utilización de los distintos tipos de
recursos.

Por último, en la provincia de Río Negro, se
diseñó un sistema parecido al de Tucumán que, debido a lo r e-
ciente de la implantación del presupuesto por programas, no ha
tenido comienzo de realización.

SINTESIS DE CONCLUSIONES RESPECTO A LA
EXPERIENCIA ARGENTINA

Si bien a lo largo de este documento se han ido presentando
conclusiones separadas sobre las distintas experiencias de im-
plantación del presupuesto por programas en Argentina, es ne-
cesario realizar una interpretación integrada del proceso de re-
forma presupuestaria, en su conjunto.
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La experiencia argentina en esta materia se inicia en 1963 a
través de los primeros estudios que lleva a cabo el gobierno na-
cional. En esos momentos se contaba con un amplio apoyo del
nivel político y, conjuntamente con los avances que se obtienen
a partir de ese año a nivel nacional, se consiguen logros en la
provincia de Misiones y en la Municipalidad de General Puey-
rredón, a través de una política coherente. Dicha política era,
en síntesis, la aplicación gradual del.presupuesto por progra-
mas; en una primera etapa a través de un documento paralelo
al presupuesto tradicional. Ese primer período se transformó
mas en un ejercicio metodológico que en una real reforma pre-
supuestaria ya que, como consecuencia de que el gobierno sur-
gido del golpe de estado del 28 de junio de 1966 abandonó abrup-
tamente los trabajos que se venían realizando, prácticamente no
se han podido percibir los efectos de dicha política. Probable-
mente, si no se hubiera adoptado como estrategia la implanta-
ción del presupuesto por programas en forma paralela al tradi-
cional y se hubiera decidido que, pese a todas las dificultades
que se presentaran, la nueva técnica presupuestaria reempla-
zara a la tradicional, es posible que el nuevo gobierno hubiera
continuado el proceso de reforma presupuestaria.

Durante el período 1966 - 1969, con el argumento bastante
cuestionable de que la implantación del presupuesto por pro-
gramas requería como a priori perfeccionar el presupuesto tra-
dicional, se introducen mejoras a éste. Recién en 1970 se ini-
cian nuevamente las tareas conducentes a la implantación de
la programación presupuestaria, tanto a nivel del gobierno na-
cional como de las provincias. Es decir que, en síntesis, la ex-
periencia real de aplicación del presupuesto por programas en
Argentina es sumamente breve ya que sólo tiene 5 años.

Actualmente se están llevando a cabo dos estrategias de
reforma presupuestarias, las que responden a concepciones y
metodologías distintas; la que está desarrollando el gobierno
nacional y la que están llevando a cabo las provincias con el ase-
soramiento del CFI. ¿Cuál de las dos es la más adecuada? Es
difícil decirlo ya que ambas son de reciente implementación.
Es necesario señalar la conveniencia de que, en aras de la uni-
dad conceptual que debe caracterizar a la técnica presupuestaria,
se unifiquen la concepción y metodología atendiendo a las parti-
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cularidades de cada nivel de gobierno, de tal manera que los
avances que se logren tanto a nivel nacional como provincial
respondan a un marco teórico similar.

En aras de sistematizar las principales conclusiones que el
autor considera emergen de la experiencia argentina, se pueden
señalar las siguientes:

a. El apoyo político es un aspecto fundamental con que
se debe contar al iniciar un proceso de reforma presupuestaria
Quizás por corto plazo, a falta de éste, se pueden lograr avances
en la aplicación de la nueva técnica presupuestaria si se cuenta
con el apoyo de los funcionarios públicos de nivel medio. Para
conseguir dicho sustento es necesario llevar a cabo un plan de
capacitación y de divulgación masiva de las características de
la nueva técnica, y que debe ser realizado de manera permanente.

b. No es conveniente volver a encarar la realización de ex-
periencia de tipo paralelo o piloto que, salvo el ejercicio me-
todológico que representaron, no condujeron a impulsar un proce-
so de reforma presupuestaria.

c. En cuanto a la estrategia de implantación, se considera
que, si bien en una primera etapa debe darse mayor énfasis a
la elaboración, no debe descuidarse las restantes etapas del
proceso presupuestario. Entre otras cosas, debido a que el
avance que se logre en dichas etapas permitirá mantener o,
aun incrementar el apoyo de los niveles políticos y medios, ya que
dichos niveles podrán contar con un instrumento adecuado para
la toma de decisiones a lo largo de todo el proceso presupues-
tario.

d. Si bien en una primera etapa el presupuesto por pro
gramos, ante la ausencia de instrumentos del sistema de pla-
nificación, tiene un alto contenido tradicional, es necesario, des-
de el comienzo, utilizar todos los elementos de la programación
Si no ocurre así, se continuará utilizando el método tradicional
para el cálculo de los recursos presupuestarios y, por lo tanto,
la adopción de objetivos y la determinación de las tareas —los
dos elementos básicos de la programación— no estarán susten-
tados en una real aplicación de este método. Como consecuen-



cia, cuando se implemente el sistema de planificación, el presu-
puesto no se podrá transformar en un instrumento de dicho sis-
tema.

En lo que se refiere concretamente a la experiencia provin-
cial, las principales conclusiones que se pueden extraer son las
siguientes:

a. Se han logrado avances sustanciales en la Provincia de
Tucumán, en cuanto hace a la aplicación concreta de las concep-
ciones teóricas y de los planteamientos metodológicos de la nue-
va técnica presupuestaria. Se lograrán mayores avances en su
utilización a medida que se implementen los distintos instru-
mentos del sistema de planificación y todos los requerimientos
que exige la realización de las etapas de coordinación de la eje-
cución y evaluación. Lógicamente, para que el presupuesto se
transforme en un instrumento del sistema de planificación, será
necesario que se adopte, en la medida que avance la implemen-
tación de los instrumentos de dicho sistema, los enfoques secto-
rial y regional.

b. Si bien, son sólo dos las provincias que cuentan actual-
mente con presupuesto por programas, no debe adoptarse corno
criterio implantar en poco tiempo dicha técnica a un número ma-
yor de provincias, si ello puede ir en desmedro de la correcta
aplicación de las categorías de análisis de la técnica presupues-
taria y si, por otro lado, no se cuenta con un amplio y explícito
apoyo político. Lo acaecido en las provincias de Córdoba y Tu-
cumán son sumamente elocuentes al respecto.

En cuanto a las perspectivas del proceso de reforma presu-
puestaria en Argentina, se considera que las mismas son ópti-
mas. El tiempo transcurrido desde que se iniciaron las primeras
tareas ha permitido lograr una amplia divulgación y conocimien-
to de esta técnica, se están implementando algunos instrumen-
tos de sistema de planificación tanto a nivel nacional como pro,
vincial y existen experiencias concretas de la aplicación del pre-
supuesto por programas que servirán de base para el desarrollo
del proceso de reforma. Por lo tanto, sólo se requiere que la
decisión política de encarar este proceso de reforma sea adop-
tada y materializada a la brevedad y que se coordinen las tareas
y metodologías que se están llevando a cabo a nivel nacional
y provincial.
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LA TOMA DE DECISIONES EN EL SECTOR PUBLICO
Y EL ANALISIS COSTO - BENEFICIO

Por Luis Rodríguez Mena

L INTRODUCCION

El tema tratado se refiere al Análisis Costo-Beneficio, visto
a través del proceso general de toma de decisiones en el sec-
tor público, destacando su importancia, ventajas y limitaciones
como herramienta analítica para los administradores públicos.
No se tratan aspectos referentes a procedimientos de cálculo,
por cuanto la finalidad del trabajo consiste fundamentalmente
en exponer los principios básicos de esta técnica de análisis, con
el objeto de que ello sirva de orientación para aquellos funcio-
narios latinoamericanos interesados en conocer dicha técnica y
estudiar sus posibilidades de aplicación.

La exposición esta dividida en cuatro partes. En la primera,
se enfocan las decisiones públicas desde el ángulo de sus impli-
caciones políticas y administrativas, con especial énfasis en los
aspectos fácticos y valorativos de tales decisiones. En la segun-
da, se abordan los principales elementos teóricos que desde el
punto de vista económico sustentan las decisiones públicas. En
tercer lugar, se expone el contenido básico del análisis de sis-
temas como fundamento del Análisis Costo-beneficio. Y por úl-

63



timo, se entra de lleno en la descripción de la técnica en sí, des-
tacando los rasgos básicos que la identifican, asi corno sus ven-
tajas y limitaciones.

II. LA TOMA DE DECISIONES EN EL SECTOR PUBLICO:
HECHOS Y VALORES

I . El ámbito de las decisiones públicas

Desde el mismo momento en que la esfera de las decisio-
nes individuales del hombre se amplió para abarcar la satisfac-
ción de necesidades de ámbito colectivo, el efecto y la comple-
jidad de sus escogencias sufrieron a su vez una notable varia-
ción. Ya la jerarquización de necesidades y la asignación de re-
cursos y esfuerzos para atender a las mismas, adquirieron con-
tornos que iban más allá del radio de acción de un solo indivi-
duo, para insertarse así en todo el contexto social. La adminis-
tración de recursos presentó así nuevas dimensiones, derivadas
de la mayor escala y las más profundas repercusiones de las
elecciones de ese conjunto social. Sobrevino de esta manera
un nuevo cuadro de necesidades de mayor alcance y compleji-
dad que imponían la aplicación de refinados criterios que per-
mitiesen atender con un grado razonable de eficiencia la distri-
bución del esfuerzo y recursos a disposición de la comunidad.

Pero a pesar de todo ello, el dilema básico que debía enfren-
tar el hombre cuando trataba de aplicar recursos con determina-
dos objetivos era, en esencia, el mismo: ¿sobre qué base deben
distribuirse los recursos y esfuerzos entre las distintas alterna-
tivas de empleo? En el fondo ello no es mas que la clásica inte-
rrogante que debe formularse todo aquél que va a tomar una
decisión y dispone de recursos en cantidades insuficientes como
para satisfacer todas las exigencias planteadas en determinado
momento. Aun cuando se disponga de medios en cantidades "ili-
mitadas" para su aplicación en la consecución de determinados
objetivos, la realidad siempre se expresa en términos de un des-
balance creciente entre lo deseado y lo que es posible lograr
con los recursos disponibles. No debe olvidarse que la sola exis-
tencia de recursos, por sí misma, es fuente de mayores y nue-
vas necesidades; que en la medida en que una necesidad es sa-
tisfecha en un momento dado, se prepara el terreno para nue-
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vas demandas del mismo bien o recurso utilizado para satisfa-
cerla, así como para la aparición de nuevas y más variadas ne-
cesidades.

La toma de decisiones, tanto públicas como privadas, se
convierte así en un proceso circular de relación causa-efecto-
causa en el cual los componentes y resultados de todas las de-
cisiones se eslabonan formando un complejo sistema de varia-
bles con una muy marcada tendencia hacia la complejidad mayor,
en un dinámico proceso en el que la acción de elegir se va tor-
nando difícil y por ello sujeta a un elevado número de variables
y situación de incertidumbre que exigen la aplicación muy cui-
dadosa de avanzados criterios y técnicas analíticos.

El sector público se enfrenta hoy día a un incremento nota-
ble en el número y variedad de los servicios que de él se deman-
dan, así como a la exigencia de mejores decisiones que facili-
ten la ejecución de programas y maximicen el empleo efectivo
de los recursos puestos a su disposición. Es indudable que uno
de los mayores retos planteados al Estado moderno lo consti-
tuye la imperiosa necesidad de transformar la maquinaria admi-
nistrativa en una herramienta útil de desarrollo, lo cual supone
la conducción de un proceso administrativo capaz de dar una
utilización óptima a los recursos disponibles.

Ya existe un acuerdo generalizado en el sentido de consi-
derar la incapacidad administrativa o gerencial del sector públi-
co como uno de los más serios obstáculos o impedimentos en
el desarrollo de los países, especialmente si se toma en cuenta
el que por lo general todo programa de desarrollo supone una
amplia participación del Estado bajo distintas modalidades, ya
sea en su papel de tradicional guardián del orden público, o a
través de una ingerencia directa en el campo industrial, agríco-
la, minero, etc., actuando en calidad de empresario o mediante
la aplicación de medidas regulatorias o de fomento de la activi-
dad económica.

Lo cierto es que con el tiempo la administración pública ha
venido asumiendo mayores responsabilidades, sin que ello por
lo común conlleve un desarrollo paralelo de su capacidad geren-
cial para la toma de decisiones en situaciones de alta comple-
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jidad. Se ha tendido a ver el proceso administrativo del sector
público como un mecanismo cuya eficiencia funciona a base
de simples agregaciones que van sumando eficacia al sistema
en la medida en que éste lo va requiriendo. Bajo este supuesto,
a través de modificaciones cuantitativas en los componentes bá-
sicos del aparato administrativo (funcionarios, equipos, espacio,
etc.) se ha pretendido muchas veces aumentar el nivel de efi-
ciencia, sin tomar en cuenta los cambios cualitativos que dentro
del sistema es necesario introducir una vez llegado el punto des-
pués del cual solo una transformación profunda del "orden de
cosas" de todo el proceso puede generar aumentos en la produc-
tividad.

Es así como se van insumiendo recursos a una maquinaria
cuya obsolescencia llega a veces a niveles de insuficiencia total,
y en la cual sólo una nueva "cultura administrativa" puede hacer
frente en forma efectiva a la magnitud y dificultad de los proble-
mas gerenciales planteados.

Este proceso "incremental" o de simple agregación ha dado
lugar en muchos países a una administración pública pesada e
ineficiente, en la cual el más promisor de los programas de go-
bierno tiene una elevada propensión al fracaso. Las soluciones,
como ya se dijo, por lo general toman la forma de sucesivas
agregaciones de recursos para combatir la ineficiencia, lo cual
a su vez se torna en contra del mismo objetivo de mejoramiento
por cuanto crea una complejidad artificial producto de un incre-
mento innecesario en la magnitud de los insumos. Es así corno,
al no entender la necesidad de un cambio en los perfiles de la
burocracia pública, en los modelos de toma de decisiones, en
los patrones del liderazgo y motivación del funcionario y, en fin,
en las distintas tecnologías utilizadas, el proceso administrativo
agudiza su fase de deterioro, en condiciones tales que el proceso
de recuperación resulta lento y difícil.

2. Administración y política

Los problemas sobre cómo tomar mejores decisiones en la
administración pública han llevado a plantear diferentes enfo-
ques acerca de la relación entre los distintos niveles jerárqui-
cos dentro de la maquinaria estatal, especialmente aquéllos a
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cuyo cargo están las decisiones de cierta importancia dentro
de la administración. Uno de los criterios más sujetos a contro-
versia lo es sin duda el de la "dicotomía política-administración",
el cual asume que en la administración pública existen dos gran-
des niveles de acción perfectamente diferenciados y sujetos a
tratamiento y modelos de acción diferentes: por una parte, el
nivel "político" o de "gobierno", integrado por altos funciona-
rios en cuyas manos está la toma de decisiones de alto nivel
referentes a objetivos, fines y metas del gobierno; y por otra
parte, el "nivel técnico" o "administración pública" propiamen-
te dicho, según algunos autores, en el cual se encuentran los
funcionarios técnicos no vinculados a la administración pública
en razón de nexos políticos sino en función de su trabajo "neu-
tro" o de carácter puramente administrativo o analítico.

De acuerdo a esta concepción, ambos niveles poseen carac-
terísticas propias que los distinguen, por lo cual cumplen funcio-
nes diferentes dentro de un mismo proceso global representado
por la toma de decisiones en el sector público. Esta demarca-
ción de áreas de decisión ha estado sujeta a no pocas contro-
versias, pues si bien desde el punto de vista descriptivo tales
denominaciones constituyen un instrumento útil para la compren-
sión de todo el proceso administrativo, no es menos cierto que
el intento de identificar claramente dos áreas de tal naturaleza
tropieza con dificultades conceptuales que penetran en la propia
raíz de la dinámica gerencia l en la administración pública (1).

De acuerdo a la "dicotomía", el llamado "nivel político" o
"nivel de las decisiones mayores" tendría a su cargo la determi-
nación de objetivos y metas y la formulación de políticas y di-
rectrices de acción referidas a la conducción de programas de
acción pública. Vendría con posterioridad a esta etapa inicial nor-
mativa, una fase de "ejecución" o de simple cumplimiento de lo
pautado con anterioridad, quedando ello a cargo del "nivel ope-
rativo o técnico". Este nivel técnico se limitaría —de acuerdo

(1) Para una amplia discusión de la dicotomía política.administración, véase
Frederick C. Mosher y Salvatore Cimmino, Ciencia de la Administración
(Trad. José A. Escalante y Francisco Anson; Madrid: Ediciones Rialp
S. A. 1961), pp. 32 y as. También, Marshall E. Dimock y Gladys 0. Di-
mock, Administración Pública (1a. edición en espahol; México: UTEHA,
1967), Cap. 8.
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al modelo en cuestión— a fungir de simple brazo ejecutor sin
casi ninguna participación en la toma de decisiones del nivel po-
lítico.

Los llamados niveles técnicos operarían entonces mediante
un proceso de ejecución casi mecánico, con participación casi
nula en la toma de decisiones de importancia.

Se establecerían de esta manera dos esferas perfectamente
diferenciadas dentro del proceso administrativo general, exis-
tiendo así un nivel técnico completamente pasivo y divorciado
del proceso que se llevaría a cabo en el llamado nivel político.
Asumiría así el profesional de la administración pública un pa-
pel "neutro" que le permitiría considerarse "aséptico" con rela-
ción al juego de fuerzas políticas circundantes, al mismo tiempo
que quedaría "relevado" de toda responsabilidad por los resulta-
dos obtenidos como producto de la aplicación de las directrices
fundamentales.

Es indudable que la dicotomía política-administración adole-
ce de serias imperfecciones, aun cuando es necesario reconocer
la validez de algunos de sus supuestos, sobre todo los referidos
a las distintas etapas de análisis por las cuales atraviesa deter-
minada materia pública antes de ser objeto de decisión final en
los más altos niveles.

La principal debilidad de dicho modelo radica en la separa-
ción artificial del fenómeno político y el fenómeno administra-
tivo, partes indivisibles de un mismo proceso. Si bien a los fines
de explicar la mecánica de la toma de decisiones, puede hablar-
se de un tipo de labor "más técnica que política", en el sentido
del apoyo analítico que el técnico profesional aporta como ingre-
diente informativo para la toma de una decisión por parte de un
ejecutivo de nivel político, ello no puede llevar a considerarlas
como dos esferas perfectamente separadas, con deslinde preci-
so y tajante de su campo de acción.

La realidad del proceso sitúa con bastante frecuencia al téc-
nico profesional en el terreno político, en la medida en que su
labor analítica prepara o identifica los elementos básicos de una
decisión determinada. Por otra parte, también frecuentemente,



el análisis técnico requiere de un profundo conocimientos de
las variables socio-políticas, a objeto de fundamentar las alter-
nativas de acción sobre una viabilidad cierta y en función de
todas las variables en juego en determinada situación. La "asep-
sia política" del técnico ha cedido paso a su "inmersión políti-
ca", en un broces() administrativo en el cual la eficiencia no es
sólo cuestión exclusiva del manejo de variables puramente eco-
nómicas o administrativas, sino que se relaciona por igual con
una realidad socio-política condicionadora en última instancia de
la aplicabilidad del esquema racionalista del técnico. Es así como
la función técnica y la función política se integran como varia-
bles dentro de un sistema total en el cual inter-actúan condicio.
nándose mutuamente.

En el caso del nivel político de decisión, es indudable tam-
bién que con el transcurrir del tiempo, en la medida en que la
complejidad del sector público se ha ido agudizando, la decisión
política ha venido requiriendo de más y mejores aportes técni.
cos en los cuales fundamentarse. El elevado grado de comple.
jidad de los sistemas administrativos de hoy en día va obligando
al nivel político, quiéralo o no, a depender cada vez más del téc•
nico para poder auscultar a cabalidad la realidad y circunstancias
implícitas en las decisiones que debe tomar. Ya las variables
socio-políticas en la administración pública sólo pueden ser ma-
nejadas con eficiencia cuando se toma en cuenta su transfondo
técnico, lo cual exige el análisis detenido de todas las implica-
ciones que dentro del proceso administrativo interno de las
organizaciones públicas tienen las decisiones políticas. De igual
manera, no es posible concebir la viabilidad de determinado
proyecto técnico sin considerar debidamente su adecuación
al sistema de valores permanentes y circunstanciales del medio
político. Ya el valor tecnológico o la eficiencia económico-admi-
nistrativa de un determinado proyecto de decisión de los niveles
"de carrera" dentro de la administración, tiene necesariamente
que extenderse a la consideración de las variables socio-políti-
cas, determinantes en última instancia de la viabilidad de las ini-
ciativas técnicas. Es necesario comprender muy claramente que
la "factibilidad técnica" no supone de por sí una "vialidad po-
lítica", pieza fundamental del proceso de toma de decisiones,
en el cual el modelo de racionalidad del político por lo general
difiere de los esquemas racionales del técnico profesional.
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3. Hechos y valores en las decisiones

Todas estas realidades del sistema administrativo guberna-
mental nos llevan al planteamiento de las características básicas
que reviste la toma de una decisión en el sector público.

Toda decisión tiene por lo general dos componentes o in-
gredientes fundamentales en los cuales se basa: elementos de
hecho y elementos de valor (2). Los elementos de hecho repre-
sentan los aspectos reales o "verdaderos" de una decisión, esto
es, aquellas evidencias de hechos irrebatibles que no admiten
discusión por cuanto se fundamentan en una realidad consciente
y percibida. Por el contrario, los llamados "valores" pertenecen
a la escala de juicios personales y están representados por to-
das aquellas opiniones o criterios vinculados con la escala de
valoración personal de cada individuo, no perteneciendo por
tanto al terreno de los "hechos ciertos". De los valores se puede
discrepar, mas no de las realidades plenamente identificadas
como tales.

En este sentido, es de mucha conveniencia para quienes to-
man decisiones de importancia en el sector público, el poder
determinar en cada caso los elementos de hecho y los de valor
Implícitos en un problema o situación específica, a objeto de
dar el debido tratamiento a ambos tipos de variables. No siem-
pre es fácil hacer tal distinción, especialmente en los casos de
situaciones complejas en las cuales entran en juego un sin-
número de variables de alcances a corto, mediano y largo plazo
y en condiciones tales que obligan a utilizar un refinado instru-
mental analítico capaz de sacar a la luz todos los hechos, cir-
cunstancias y aspectos relativos a un caso específico.

La escala de valores establece la trayectoria que deberán
seguir los hechos pasados y se expresa a través de decisiones
de naturaleza política. En tanto que los hechos, por constituir
realidades, no son suceptibles de escogencia mediante juicios
de valoración. De allí la importancia de identificar a cabalidad
la naturaleza de los hechos vinculados con situaciones sobre

(2) Vease Herbert Simon, El Comportamiento Administrativo (Madrid: Agui-
lar, 1962), pp. 6 y as.
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las cuales se tomarán decisiones, lo que con frecuencia resulta
complejo si se considera los múltiples atributos o caracterís-
ticas que pueden ser identificados en un determinado hecho.
Uno de los problemas más difíciles de enfrentar por parte del
científico social lo constituye precisamente el cómo lograr una
"totalidad analítica" en el fenómeno objeto de estudio. La detec-
ción de características o atributos de una situación dada puede
resultar un proceso infinito en el cual se haga interminable la
identificación de variables y aspectos propios de ella, obligando
a seleccionar entonces el punto en el cual se considere "raw-
nable" el volumen acumulado de datos, y pueda procederse en-
tonces a su tratamiento científico y técnico a fin de derivar
de ellos las verdades implícitas en la realidad percibida. Se
dice entonces que se obtiene la "información significativa"
acerca de ese fenómeno.

Como podrá observarse, aún en el caso de los "hechos",
la percepción de los mismos ofrece un amplio campo a la dis-
crecionalidad y el buen juicio, siempre tan variables de una
persona a otra. Sin embargo, tal circunstancia no debe llevar
a pensar en que siempre el "buen juicio" debe prevalecer en
toda decisión, si tomamos por buen juicio el ejercicio libre,
inorgánico y asistemático de la intuición. Si bien la "informa-
ción significativa" puede variar en términos cualitativos y cuan-
titativos de una persona a otra, un aporte analítico válido re-
quiere de cierto nivel de sistematicidad, coherencia y amplitud
sin el cual las inducciones no tendrán la seriedad analítica
necesaria.

El análisis técnico y científico, en su evaluación creadora,
va paulatinamente abriéndose campo a través de nuevas y más
complejas áreas de las decisiones públicas, "invadiendo" así
terrenos reservados antes con exclusividad a la intuición y dis-
crecionalidad políticas. Si bien todavía queda mucho campo para
el ejercicio de la discrecionalidad política —y sería ilógico pen-
sar que la misma pudiera llegar a desaparecer—, el análisis téc-
nico es un requisito cada vez más exigido y más exigente en
todo proceso de toma de decisiones.

III. LA TEORIA ECONOMICA DE LA OBTENCION Y DE LA
ASIGNACION DE RECURSOS EN EL SECTOR PUBLICO

Cuando el sector público obtiene recursos y cuando dispone
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de ellos para financiar la ejecución de los programas públicos,
no hace sino tomar decisiones en base a determinados criterios
que en el fondo no son otra cosa que el resultado del esquema
de racionalidad elegido, en el cual el aspecto económico juega
un papel de vital importancia.

Si se consideran como escasos los recursos susceptibles
de ser absorbidos o adquiridos por el sector público, así como
los que realmente llega a obtener, indudablemente que se está
ante una situación típicamente económica, como lo es la "ad-
ministración de recursos escasos". De allí la necesidad de desa-
rrollar conceptos básicos sobre los cuales tomar decisiones
acerca de la obtención y disposición de recursos públicos, lo
cual básicamente consiste en la búsqueda de una teoría econó-
mica para las finanzas públicas.

El principio básico más generalizado cuando se trata de
dar justificación a la percepción de un cierto tipo de ingreso por
parte del sector público, o a la realización de determinado gasto,
se expresa en función del "máximo beneficio social", que viene
a ser el objetivo básico de la función estatal.

Pero no resulta fácil determinar, para cada una de las accio-
nes gubernamentales, qué constituye o cómo se logra ese má-
ximo beneficio social, por cuanto los elementos o factores im-
plícitos en cada situación, por ser tan numerosos y variados.
dificultan enormemente el enjuiciar las bondades de una de-
cisión pública. Si a ello se agrega el amplio campo que abarcan
los juicios de valor, así como la variación de los mismos de
una persona a otra, se tendrá noción de lo dificil que resulta
la evaluación de un curso de acción en función del máximo
beneficio social.

No obstante, existen ciertas reglas o normas de carácter
general cuya aplicación sirve de guía de pensamiento en la bús-
queda de ese máximo beneficio. Si bien dichas normas no
resuelven totalmente el problema de cómo determinar con exac-
titud cuándo ello se logra, al menos representan un instrumento
útil que debe siempre tenerse presente a la hora de tomar
decisiones públicas. (3)

(3) Véase Robert Haveman, El Sector Público (Trad. Alicia Calubuig; Buenos
Aires: Amorrortu Editores, 1970), p. 76.
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La primera pregunta que debe responderse cuando se tra-
baja en el ámbito de las finanzas públicas es la siguiente: ¿Qué
clase de contribuciones o impuestos debe establecer el Estado
y qué cantidad debe obtener por concepto de cada uno de ellos?

Cuando el Estado detrae recursos de la colectividad, se dice
que transitoriamente da origen a una "desutilidad social" en el
sentido de sustraer dinero de manos privadas, cuya utilización
en una u otra forma -se encuentra ligada al proceso productivo
general. Posteriormente, a través del mecanismo del gasto pú-
blico, se genera una "nueva utilidad social" desde el momento
en que tales recursos sustraídos son empleados a través de
los distintos programas públicos. En esta forma se reorienta
el empleo de recursos de la economía sobre la base de las
prioridades públicas sustitutivas de los esquemas privados de
gastos.

Aplicando la Teoría de la Utilidad Marginal puede llegarse
a establecer un principio mediante el cual se "optimice" la impo-
sición de tributos a la colectividad. Como se sabe, el concepto
marginal permite conocer el estado de satisfacción de una ne-
cesidad o el grado de utilidad o desutilidad marginal de deter-
minada acción o decisión, con lo cual el primer principio podría
enunciarse de la siguiente manera:

"El Estado debe distribuir el dinero a recaudar entre los
distintos tipos de impuestos de tal modo que la desutilidad so-
cial de la última unidad monetaria recaudada con cada tipo de
impuesto sea igual a la desutilidad social de la última unidad
monetaria recaudada mediante los otros tipos de impuestos".

De esta manera se igualan las utilidades ("desutilidades",
en este caso) sociales marginales de los distintos tipos de im-
puesto, con lo cual se produce el "equilibrio" del sistema. La uti-
lización de determinado tipo de impuesto como fuente de re-
cursos, se haría entonces preferencial con respecto a otro, en
la proporción en que su "desutilidad social marginal" sea infe-
rior a la de los demás. En la medida en que una fuente de in-
gresos sea utilizada, su desutilidad social marginal tenderá a
crecer y llegar inclusive a un nivel en el cual la obtención de
un mayor volumen de recursos produciría una desutilidad de
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tal magnitud, que haría desaconsejable su empleo. A su vez,
aquellos rubros impositivos con menor o más bajo grado de
desutilidad marginal constituirían una buena fuente de recursos
a utilizar.

Situándonos ya en el lado de los gastos públicos, surgirán
dos preguntas conceptuales básicas: una, referente a cuánto
debe gastar el sector público, y otra, telativa a en qué progra-
mas debe gastar y cuánto en cada uno de ellos.

Con respecto a la primera pregunta, a través de la misma
noción de utilidad marginal pueden llegarse a establecer los
requisitos básicos a ser llenados por las decisiones públicas
concernientes a gastos. En este sentido, las bondades de un de-
terminado rubro deben ser evaluadas tomando también en con-
sideración los ingresos públicos, por cuanto, como ya se dijo,
la utilidad de un gasto no puede valorarse atendiendo única-
mente a su destino, sino también tomando en cuenta la "desuti-
lidad" causada por el recursos (o ingreso) con el cual va a
financiarse.

Podría entonces anunciarse el concepto de la siguiente ma-
nera: "El sector público debe continuar recaudando impuestos
y efectuando gastos hasta el punto en que la utilidad social
producida por la última unidad monetaria gastada (utilidad mar-
ginal social), sea igual a la desutilidad social causada por la
extracción de esa unidad ("desutilidad social marginal") del
sector privado, a través de los impuestos". Es indudable que
cuando la utilidad social marginal de un gasto supera a la des-
utilidad social que originaría una sustracción de los fondos nece-
sarios de manos del sector privado, dicho gasto se justifica
plenamente por cuanto los recursos serían en tal caso más
productivos en poder del sector público que del sector privado.
El "equilibrio" del sistema se produciría cuando una magnitud
dada de recursos produce en manos privadas una utilidad igual
a la que produciría en poder del sector público, en cuyo caso no
procedería la movilización de recursos de un sujeto a otro.

Por último, para responder a la pregunta de en qué progra-
mas debe gastar el sector público y cuánto en cada uno de ellos,
de nuevo se aplicaría el concepto marginal, lográndose la opti-
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mización mediante la igualación de las utilidades marginales
del dinero (gasto público) a emplearse en cada uno de los dis-
tintos destinos del gasto (programas). El principio se enunciaría
así: "El sector público debe asignar gastos entre los distintos
programas, de modo tal que la utilidad social de la última uni-
dad monetaria ("utilidad social marginal") gastada en cada
uno de tales programas, sea igual a la utilidad social de la última
unidad monetaria gastada en cada uno de los otros programas".
De aquí se desprende el mismo concepto expuesto con respecto
a los ingresos o impuestos, sólo que en este caso se Igualan
utilidades sociales marginales de tipos de gastos y no de tipos
de ingresos. Lógicamente, en el caso de existir un determinado
programa en el cual la utilidad marginal sea mayor que la de otros
programas, procederá entonces invertir en dicho programa, lo
cual irá paulatinamente haciendo descender su utilidad mar-
ginal (como consecuencia de la tendencia a satisfacer la nece-
sidad correspondiente, debido al mayor empleo de recursos en
esa finalidad), hasta el punto en el cual se iguale a la de los
otros programas, llegándose así al punto de equilibrio.

IV. EL ANALISIS DE SISTEMAS EN LA TOMA DE DECISIONES

1. Los conceptos básicos

La noción de "sistema", así corno la de "análisis de siste-
mas", han estado sujetas a un extendido uso en casi todas
las disciplinas científicas, y hoy día constituyen herramientas
casi obligadas de análisis en el estudio de los fenómenos escruta-
dos por el hombre.

En ciertos casos al análisis de sistemas ha llegado a atri-
buírsele características de panacea; en otras ocasiones ha sido
objeto de fuertes reacciones por parte de los altos niveles de
decisión de organizaciones privadas e instituciones del sector
público en algunos países, por cuanto se le ha considerado co-
mo un "arma peligrosa utilizada por la tecnocracia para asumir
enteramente la toma de decisiones en todos los niveles".

En otros casos, al análisis de sistemas se le ha visto como
una herramienta altamente sofisticada, de poca aplicación prác-
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tica. cuya utilidad sólo se da en muy reducidas ocasiones y que
sólo es aplicable en países de avanzado desarrollo.

Es indudable que tales opiniones constituyen posiciones ex-
tremas poco representativas del contenido, posibilidades y limi-
taciones del análisis de sistemas.

En primer lugar por "sistema" puede entenderse: el conjun-
to de elementos interrelacionados entre sí que forman una uni-
dad (4). Este concepto, de naturaleza bastante general, en cier-
to modo representa a la mayor parte de las cosas que existen
en el universo, comenzando por el hombre mismo.

Bajo ese punto de vista, el rasgo más resaltante de un sis-
tema lo constituye el hecho de ser un conjunto de partes vincu-
ladas entre sí por medio de una red de interacción a través de la
cual el comportamiento de una variable o componente está en
relación de causa-efecto con el comportamiento de las otras va-
riables. De esta forma el sistema adquiere su carácter de uni-
dad dinámica. Todo sistema está integrado, básicamente, por
cuatro elementos, a saber: el objetivo o meta de todo el siste-
ma; el entorno o ámbito exterior del sistema, con el cual for-
ma un "macro-sistema"; los recursos, o elementos que le dan
existencia u operatividad (en el caso de las organizaciones, se-
rían de tres tipos: humanos, materiales y tecnológicos); las in-
terrelaciones, o vinculaciones existentes entre todos los facto-
res inherentes al sistema total (objetivos, recursos y entor-
no) (5).

Bajo este punto de vista, por "análisis de sistemas" puede
entenderse: la aplicación de la noción de sistema en la compren.
sión de un fenómeno o situación dada, o en la solución de un
problema determinado. Mediante la utilización del concepto de
sistema como herramienta de análisis, se llega • a conocer un
fenómeno o una situación dada en toda la amplitud de su con-
texto y a través del complejo intercambio de conductas que las
distintas variables que lo integran experimentan en el espacio
y en el tiempo.

(4) Véase Luis Rodríguez Mena, Introducción al Estudio del Presupuesto por
Programas (Caracas, abril de 1972) p. 51.

(5) Op. cit., p. 61 y as.
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Cuando se trata de la toma de decisiones, la gran utilidad
del análisis de sistema radica en que a través de él se incorpo-
ran en forma sistemática, orgánica y eficiente un gran número
de variables inherentes al problema en cuestión, y se estable-
cen además, en forma clara y explícita, las vinculaciones exis-
tentes entre ellas. De esta manera se da debida consideración
a todos los factores participantes en la materia u objeto de la
decisión.

Es así como llega a construirse el llamado "modelo" de la
situación, el cual representa la abstracción conceptual de la
situación real objeto de análisis. El modelo permite la manipula-
ción y tratamiento del sistema a objeto de observar y medir el
comportamiento de las variables ante distintos tipos de situa-
ciones alternativas, lo cual permitirá prever los efectos que las
distintas decisiones o acciones puedan originar en la situación
real del presente.

Es conveniente aclarar que, contrariamente a lo que con fre-
cuencia se suele suponer, la construcción de un modelo no ne-
cesariamente adquiere la forma de ecuaciones o representacio-
nes matemáticas, aunque, bueno es reconocerlo, en situaciones
de alta complejidad la utilización del instrumental matemático
se hace imprescindible para poder conocer el comportamiento
resultante de las distintas variables, y con ello, del sistema total.

2. Los elementos del análisis de sistemas

El análisis de sistemas supone la existencia de cinco ele-
mentos básicos que integran la esencia del análisis, los cuales
deben ser identificados explícitamente y con toda claridad:

a) Los Objetivos

Toda decisión se adopta con la finalidad de alcanzar uno o
varios objetivos. De allí que el análisis correspondiente a tal de-
cisión tenga a su vez como objetivo básico aquél de la decisión
a la cual se refiere. Los objetivos deben quedar explícitamente
expuestos, identificados con toda claridad y mantenidos siem-
pre en mente durante todo el proceso del análisis. Sólo median-
te objetivos claros y precisos es como puede evaluarse la capa-
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cidad de las alternativas, políticas, costos y otras acciones, para
alcanzar dichos objetivos. Los objetivos son la prueba última
y definitiva por la cual debe pasar toda alternativa antes de ser
evaluada.

b) Las Alternativas

Las alternativas constituyen las diferentes soluciones su-
ceptibles de ser aplicadas a una situación o problema determi-
nado y se construyen en base a las distintas combinaciones de
recursos y estrategias de posible concurrencia en el logro de
los objetivos fijados. Un buen criterio analítico recomienda la
identificación o determinación del mayor número de alternativas
posibles, a objeto de contar con una rica variedad de probables
soluciones que permitan ampliar lo más posible las probabilida-
des de alcanzar más eficientemente los objetivos preestableci-
dos.

c) Los Costos

Los costos de una alternativa indudablemente representan
un factor de vital importancia a la hora de evaluar su efectivi-
dad para alcanzar un objetivo dado, aun cuando el costo no es
la única ni a veces es la variable principal o de mayor impor-
tancia. En cuanto al costo, es conveniente destacar el concepto
de "oportunidad" en el mismo, haciendo hincapié en el valor re-
presentado por la circunstancia de que la realización de un gas-
to en determinado destino implica el privar a otro destino o al-
ternativa de ese mismo gasto. Asociadas al empleo de recursos
en una determinada actividad, pueden existir factores conyun-
turales cuya presencia sea de excepcional ocurrencia, razón por
la cual su no aprovechamiento constituye en sí un elemento im-
portante del costo total.

cl) El Modelo

Como ya se mencionó, el modelo es la representación con-
ceptual de una realidad o sistema. A través del modelo se re-
presentan explícitamente las interrelaciones existentes entre las
variables integrantes de la situación y se determinan los costos
de cada alternativa así como el grado en que cada una de ellas
permite alcanzar los objetivos.
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e) El Criterio de Selección de Alternativas

El criterio de selección permite jerarquizar las alternativas
mediante la valoración del costo de cada alternativa, en relación
a su efectividad para alcanzar los objetivos.

Estos cinco elementos básicos integrantes de la concepción
de sistemas en el proceso de análisis, dan lugar a una secuen-
cia compuesta de las sigiáentes etapas: (6)

—Formulación del problema
— Fijación de Objetivos
— Determinación de Alternativas
—Acopio de Información
— Construcción del modelo
— Comparación entre costos y efectividad
— Pruebas de "sensibilidad" de las variables

En efecto, en primer término debe formularse con toda cla-
ridad el problema o situación que desea resolverse, describiendo
su naturaleza en forma explícita.

Posteriormente, se establecen los objetivos a lograr con la
toma de una decisión o la realización de ciertas acciones. Tales
objetivos afectan directamente al problema bajo consideración
y señalan el rumbo a tomar en la solución de aquél.

Luego se pasa a la etapa de compilación de toda la informa-
ción necesaria acerca de objetivos y alternativas, y en lo refe-
rente a la capacidad de cada una de ellas para cumplir con los
objetivos fijados.

Esta información obtenida permitirá construir el modelo re-
presentativo de las relaciones de causa - efecto entre alternati-
vas y objetivos, especialmente cuando se refiere a su costo y
capacidad de consecución de los objetivos.

(6) Véase E. S. Ouade, Systems Analysis Tecniques for Planning-Program-
ming-Budgeting, en Fremont J. Lyden and Ernest G. Miller (ed.), Plan-
ningProgramming-Budgeting (2d. edition; Chicago. Markham Publishing
Company, 1972), p. 251.
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Mediante la comparación entre el costo de cada alternativa
y su grado de consecución de los objetivos se llega a la quinta
etapa, la parte culminante del análisis, en la cual cada posibili-
dad de solución es vista, no solo a través de su mayor o menor
contribución a las metas perseguidas, sino también a través de
sus respectivos costos.

En último lugar se realiza el "análisis de sensibilidad" para
conocer la forma cómo cada alternativa fluctúa en relación a va-
riaciones en los costos, y la manera cómo se alteran los costos
ante modificaciones en las alternativas.

Si como resultado de las etapas anteriores, quién debe tomar
una decisión no está satisfecho con los resultados del análisis,
esto es, no se considera en condiciones de decidir respecto a lo
planteado, en razón de la insuficiente evidencia de que va a obte-
ner los mejores resultados, procederá entonces a desarrollar un
proceso inverso o regresivo de revisión de la secuencia de l análi-
sis, tratando de encontrar en cada paso un posible error, o la po-
sibilidad de introducción de mayor información o de modifica-
ciones en los supuestos.

De llegar en uno de los puntos o etapas a introducir modifi-
caciones sustanciales, se reiniclará el proceso normal a partir
de ese punto; si por el contrario, se considera necesario conti-
nuar evaluando etapas, podrá incluso llegarse a reformular ob-
jetivos y hasta a redefinir el problema en cuestión. Todo este
proceso, de naturaleza iterativa, responde a la necesidad de re-
elaborar y reevaluar, cuantas veces sea necesario, toda la estruc-
tura de deducción del análisis, hasta llegar a conclusiones basa-
das en los mejores criterios analíticos.

Conviene dejar muy claro que el análisis basado en el con-
cepto de sistema tiene por finalidad básica organizar el pensa-
miento y el proceso de deducción, sin sustituir la intuición o el
llamado "buen juicio", sino más bien disciplinario o sistemati-
zarlo dentro de un proceso racional de derivación de conclusio-
nes. Si bien es cierto que el análisis de sistemas para ser pro-
ductivo requiere de buenas dosis de intuición, no es menos cier-
to que la intuición libre y desordenada está muy lejos de rendir
beneficios sin antes haber pasado por el filtro del análisis siste-
mático.
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V. PRINCIPIOS BASICOS DEL ANALISIS COSTO-BENEFICIO

1. El planteamiento de las decisiones gubernamentales

Ya se ha mencionado el hecho de que el gobierno moderno
se enfrenta a la difícil tarea de atender a un gran cúmulo de ne-
cesidades públicas cuya satisfacción demanda un volumen de
recursos casi siempre disponibles en magnitudes inferiores a las
requeridas por tales necesidades.

De allí la permanente interrogante que debe resolver el eje-
cutivo público, en el sentido de elegir la forma y cuantía de em-
pleo de recursos a los fines de la prestación de servicios pú-
blicos, y responder con ello a las crecientes demandas de la co-
munidad.

Expresado en términos económico-administrativos, dicha in-
terrogante puede plantearse en términos de:

a) Qué objetivos fijar a la actividad desarrollada por el
sector público.

b) Cuáles programas desarrollar para alcanzar dichos ob-
jetivos.

c) Cuánto desarrollar cada programa y cuál sería su costo

Los anteriores elementos constituyen la guía primaria para
la toma de decisiones públicas, la cual se concretará tomando
como base las siguientes circunstancias:

a) Necesidades públicas en creciente aumento.

b) Recursos públicos en cantidades casi siempre crecien-
tes, pero en proporción inferior al incremento en las
necesidades.

c) Necesidad de crear programas y actividades tendientes
a satisfacer tales necesidades en una magnitud dada, y

d) Ejecución de tales programas de manera tal de obtener
la máxima satisfacción con el empleo óptimo de los
recursos humanos, materiales y tecnológicos.
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Todo lo anterior, una vez definido para una sociedad deter-
minada pasaría a constituir el marco conceptual básico dentro
del cual se tomarían las decisiones públicas. En términos gene-
rales, una vez fijados los objetivos para cada sociedad, el proble-
ma puede sintetizarse de la siguiente manera: ¿Cuánto nos cues-
ta obtener una magnitud "X" del beneficio "Y"?, o, ¿Cuál es el
mayor beneficio "Y" que podemos obtener de una magnitud "X"
de costo "Z"? Estas relaciones podrían expresarse mejor en tér-
minos conceptuales, de la siguiente manera:

a) Maximizar el beneficio con una magnitud dada de recur-
sos (gasto), o,

b) Minimizar el empleo de recursos (costo), para una mag-
nitud dada de beneficio.

En el primer caso se trata de sacar el mayor provecho posi-
ble (obtención del máximo beneficio) a una cantidad fija de re-
cursos (costo). Estaríamos ante esta situación cuando, por ejem-
plo, se desea realizar el mayor número posible de inspecciones
sanitarias a través de una cantidad fija de inspectores, lo cual
sitúa el problema en términos de un input constante y un output
"abierto", que sería la magnitud o beneficio a maximizar.

En el segundo caso, la situación es inversa, pues se trata
ahora de llevar a un mínimo la cantidad de recursos a insumir-
se, en función de una determinada magnitud de beneficio que
se desea obtener, como sería la situación planteada cuando se
quiere, por ejemplo, dotar de servicio de agua (beneficio) a una
determinada población, utilizando el mínimo posible de recursos
(costo) variables.

Algunos señalan una tercera situación, la caracterizada por
un input "abierto" y un output también "abierto", como sería el
caso de costos y beneficios variables (7), en el que se maxi •

mizaría el beneficio y se minimizaría el empleo de recursos. Co-
mo podrá notarse, esta tercera situación plantea complejos pro.

(7) Véase Harley H. Hinrichs, "Government Decision - Making and the
Theory of Benefit-cost Analysis: A Primer", en Harley H. Hinrichs and
Graeme M. Taylor, Program Budgeting and Benefit-cost Analysis (Ca-
lifornia: Goodyear Publishing Co., Inc., 1969), p. 9.
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blemas conceptuales por cuanto la maximización del beneficio
es casi ilimitada cuando no se fija un límite al empleo de recur-
sos, y por su parte la minimización de recursos es cero cuando
no se fija un límite al beneficio. Asimismo, se plantearía el pro-
blema —tratarido de resolver el dilema— de la dimensión óptima
del sector público, con la cual se tendría necesariamente que
caer en la segunda posición o alternativa.

2. El Costo-Efectividad

El análisis de costo-efectividad constituye algo así como la
"antesala" del análisis costo-beneficio.

Como su nombre lo indica, este tipo de análisis trata de
medir los distintos grados de "efectividad" que pueden lograrse
mediante el empleo de magnitudes variables de recursos (cos-
tos). No se incluye la palabra "beneficio" por cuanto la cuan-
tificación de variables no llega hasta la valoración numérica de
los beneficios de cada una de las decisiones alternativas pre-
sentadas en el modelo de decisión construido. De esta forma
se cuantificarían, por ejemplo, los insumos necesarios (en tér-
minos reales y monetarios) para impartir educación escolar, así
como el número de alumnos a ser atendidos en el proceso, pero
no se le fijaría orden de magnitud a los beneficios (sociales,
culturales económicos, etc.) derivados de tal decisión, aun cuan-
do implícitamente, por lo general se reconocen como tales, pero
no se explicitan en forma cuantitativa. Ello se hace cuando se
aplica el Análisis Costo-beneficio, acerca del cual se tratara en
el epígrafe siguiente.

Siguiendo la metodología básica del Análisis de Sistemas
(8), una vez identificado el problema o situación y fijados los
objetivos que desean alcanzarse, se plantearían entonces las so-
luciones alternativas y se calcularían sus respectivos costos,
a los fines de la construcción del modelo correspondiente. En
forma bastante sintética y simplificada, el procedimiento sería
de la siguiente manera:

Tomemos por caso el patrullaje de carreteras y caminos de

(a) Véase Capítulo IV, p. 75 y SS.
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una determinada área geográfica, con la finalidad de prevenir
accidentes de tránsito. La relación existente entre el número de
patrullas en operación y el número de accidentes puede ser lle-
vada a términos de un modelo en el cual se muestre, para cada
una de las alternativas posibles referentes a varias cantidades
de patrullas disponibles, el número de accidentes que podrían
evitarse. Nótese que de esta manera el modelo a construir re-
sultará bastante simplificado, dado dl hecho de haberse estable-
cido una relación de causa-efecto solamente entre dos variables.
Pero aun así, con bastante frecuencia resulta un tanto difícil
determinar cuantitativamente cómo se comporta la variable
"accidentes" ante las modificaciones cuantitativas en la varia-
ble "patrullas en operación".

De igual manera pueden construirse modelos simplificados
en los cuales se relacionen por ejemplo, toneladas de fertilizan-
tes como toneladas de cosechas; número de médicos o facili-
dades hospitalarias, con número de vidas salvadas, etc. Lo fun-
damental en todo esto es el tipo de variables que se elijan, así
como su número, y la relación de dependencia entre las mis-
mas; de ello, básicamente, dependerá la validez del modelo.

Continuando con el caso de las patrullas de tránsito, si la
variable "patrullas en operación" se expresa en términos mo-
netarios o de costo, esto es, indicando, no las unidades reales
sino su costo, tendremos entonces el modelo operando en fun-
ción de la efectividad obtenida por cada alternativa de recursos,
expresada en términos de costo. Ello significa el que ya se cuen-
ta con un conjunto de indicadores representativos de lo "posi-
ble de lograr" con el empleo de ciertas magnitudes monetarias,
situando de esta manera a quien debe tomar la decisión, ante un
cuadro analítico contentivo de las diversas alternativas plantea-
das, sus distintos niveles de efectividad y sus respectivos cos-
tos.

Pero el análisis costo-efectividad quedaría incompleto si
no se introdujera en el mismo el concepto marginal. Tal como se
explicó en párrafos anteriores, este concepto se refiere a la me-
dición del comportamiento diferencial resultante en una variable,
como consecuencia del comportamiento igualmente diferencial
en otra variable, es decir, cómo se modifica una variable ante
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la modificación en la otra variable. Tomando el mismo ejemplo
de las patrullas de transito, a quien va a tomar decisiones le in-
teresa saber cuál sería el incremento en la efectividad (reduc-
ción adicional en el número de accidentes de tránsito) que se
lograría con un determinado incremento en los costos. Como po-
drá observarse, en este caso se habla de "incrementos" o "adi-
ciones" y no de Cantidades totales.

Este análisis marginal es de gran utilidad pues mediante él
es posible conocer, a partir de un punto o situación determina-
da, cuál sería el aumento en la efectividad que podría lograrse
invirtiendo cierta magnitud adicional de recursos. De igual ma-
nera, viéndola a la inversa: cuánto nos costaría, adicionalmente,
elevar en determinada magnitud el nivel de efectividad. Toman-
do el ejemplo en cuestión, las preguntas que podrían responder-
se serían: a) cuántos accidentes adicionales se evitarían si gas-
tamos cien mil unidades monetarias adicionales (bolívares, pe-
sos, dólares, etc.); y b) cuánto nos costaría el evitar 200 nuevos
accidentes.

El análisis marginal tiene importancia fundamental debido
al hecho de que en la medida en que se va satisfaciendo deter-
minada necesidad (pública o privada), lo cual equivale a decir
que se va produciendo más y más "beneficio", en igual forma
la utilidad, efectividad, o beneficio, tiende a variar, con tenden-
cia a la disminución. Este fenómeno es el llamado "utilidad mar-
ginal decreciente", o "rendimientos decrecientes", cuando se
refiere a producción. Lo cierto es que de acuerdo a este concep-
to, los agregados sucesivos de igual magnitud de costo tienden
a producir un nivel diferente de efectividad, lo cual equivale a
decir que cien mil unidades monetarias invertidas en la preven-
ción de accidentes de tránsito no lograrían evitar un número
igual de accidentes en todas las oportunidades en que sean in-
vertidas, por cuanto, en líneas generales, resultará más fácil evi-
tar accidentes partiendo de una situación de poca vigilancia vial,
que partiendo de una situación de amplia vigilancia y control.
Estas relaciones marginales formarían también parte, como es
lógico, del universo analítico del modelo.

Dentro de este orden de ideas, podría darse perfectamente
el caso en que el nivel de protección vial sea tan amplio, que

85



para evitar un reducido número adicional de accidentes será
necesario gastar una magnitud bastante elevada de recursos, en
comparación, digamos, con el monto de las posibles pérdidas de-
rivadas de esos probables accidentes que se evitarían (se exclu-
ye, para facilitar por los momentos el análisis, las posibles pér-
didas humanas). Ello podría inducir a quien debe tornar la de-
cisión, a aplicar dichos recursos a otros fines en los cuales la
relación marginal pueda ser más favorable. Como se verá más
adelante, ya una decisión de este tipo dependerá de los juicios
de valor de los ejecutivos públicos.

3. El Costo-Beneficio

Tal como se vio anteriormente, el análisis costo-efectividad
nos muestra la relación entre insumos y productos, es decir, en-
tre recursos empleados y resultados obtenidos, para lo cual los
insumos se convierten en costos utilizando en su lugar unidades
monetarias. De esta forma se llega a conocer el nivel de ejecu-
ción que es posible lograr a través de la aplicación de determi-
nadas cantidades de dinero.

El análisis costo-beneficio trata de ir más allá. Tomando en
consideración el hecho de que en el análisis costo-efectividad
una de las variables se expresa en unidades monetarias (costo),
mientras que la otra se expresa en unidades reales (accidentes,
toneladas de cosechas, etc.), se trata ahora de expresar en tér-
minos monetarios ambas variables, con lo cual se tendrá un de-
nominador común para los dos componentes básicos del modelo
simplificado. Al trabajar con unidades monetarias a través de todo
el modelo, desde el punto de vista técnico los cálculos se sim-
plifican, reduciéndose la decisión a una simple operación aritmé-
tica: dividir el beneficio entre el costo.

El darle un valor monetario a los probables beneficios pro-
ductos de una decisión, para poder compararlos así en igualdad
de condiciones con los beneficios de otras decisiones, repre-
senta el constante empeño del técnico en someter a análisis sis-
temático el mayor número de elementos posibles de una deci-
sión.

Expresado en su forma más abstracta, el análisis costo-
beneficio —consistente en comparar los beneficios de una ac-
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ción con lo que cuesta llevarla a cabo—, ha sido siempre una
labor realizada por el hombre, en una u otra forma. No sin ra-
zón, varios de los miembros de un Comité del Congreso Norte-
americano, cuando fueron informados acerca de los elementos
básicos que comprenden esta técnica de análisis, manifestaron
que esa forma de tomar decisiones había comenzado con Adán
y Eva en el Paraíso ("to eat or not to eat the apple"). (9).

Sin duda alguna la 'evaluación de los costos y los beneficios
siempre la realiza el ser humano, de una u otra manera. Lo que
con frecuencia el hombre no realiza es un análisis sistemático,
explícito y total de las situaciones planteadas. Es en estos aspec-
tos en los cuales se desarrolla todo el potencial técnico del costo-
efectividad y del costo-beneficio.

Cuando se aplica el costo-efectividad —con lo cual el resul-
tado o producto se deja expresado en términos reales y no mo-
netarios—, la escogencia resultante (decisión) se expresaría,
por ejemplo, en términos de seleccionar la alternativa que al me-
nor costo permita evitar el mayor número de accidentes de trán-
sito, o evitar determinado número de muertes por enfermedades,
o lograr el mayor rendimiento por hectárea cultivada. Pero tal
tipo de decisión no nos dice si debemos invertir en uno u otro
destino y cuánto. En otras palabras, a través del análisis costo-
efectividad no podemos saber si los insumos producen más be-
neficio en evitar accidentes que en cultivar hectáreas o en edu-
car profesionales. Y ello en virtud de que los productos finales
de tales actividades, al estar expresados en unidades heterogé-
neas (accidentes, hectáreas, graduados, etc.) y no en una uni-
dad común (bolívar, por ejemplo), dificultan la comparación di-
recta entre las alternativas de empleo de recursos.

Ya podrá imaginarse lo elevadamente difícil que debe resul-
tar el darle un valor monetario a beneficios tales como "muertes
evitadas", "alumnos graduados", "accidentes evitados", etc. Es
aquí precisamente donde se encuentra la esencia del análisis
costo-beneficio y es también en estos aspectos en los que se

(9) Citado por Harold A. Hovey, en The Planning Programming Budgeting.
Approach Govermment Decision Making (New York: Frederick A. Prae-
ger, 1970), p. xl.
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presentan los más complejos problemas filosóficos, conceptua-
les y metodológicos y donde más duramente atacada ha sido esta
técnica.

Al tratar de darle un valor numérico de orden monetario a
los probables beneficios de una decisión pública, casi siempre
se entra, en todo o en parte, en el terreno político-filosófico. Cuan-
do, por ejemplo, se va a valorar la prevención de accidentes de
tránsito, los cálculos relativos al monto probable de los daños
materiales, así como la magnitud de los costos sociales que se
evitarían por concepto de asistencia médica a posibles lesiona-
dos y de los días de labor interrumpidos, serían de cálculo rela-
tivamente sencillo; pero cuando se llega al caso de considerar
dentro de las probabilidades el evitar la pérdida de una vida hu-
mana, así como su valoración en términos monetarios, ya el pro-
blema se complica considerablemente. En igual situación nos en-
contraríamos cuando, al tratar de evaluar los beneficios de la
construcción de una obra para recreación pública —un parque,
por ejemplo—, nos enfrentáramos a la necesidad de asignar un
valor monetario el grado de satisfacción obtenida por el público
en sus visitas al parque. Así podrían mencionarse muchos otros
casos en los cuales la medición del beneficio resulta bastante
compleja.

Indudablemente que al considerar casos como los anteriores
nos situamos ante un problema típico de elementos de "valor" en
la toma de decisiones (10), por lo cual la evaluación cuantitativa
—si es que puede llevarse a efecto en términos razonables— di-
fiere notablemente de una persona a otra, introduciendo de esta
manera una seria interrogante acerca de la naturaleza objetiva
del análisis costo-beneficio.

Como se mencion6 en el Capítulo II, en el proceso de toma
de decisiones corresponde al político o ejecutivo de alto nivel,
la fijación de los objetivos de las decisiones y la escogencia fi-
nal del curso de acción a seguir, lo cual debe realizar lógicamen-
te en base a su escala de valoración personal, pero tomando ade-
más en consideración los criterios analíticos puestos a su dispo-
sición por los técnicos. El análisis-costo-beneficio no pretende

(l0) Véase Capítulo II, p. 70 y as.
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violentar este principio fundamental de la toma de decisiones pú-
blicas, sino más bien incorporar, dentro del análisis sistemático
de variables, los juicios de valor de quienes deben tomar en últi-
ma instancia las decisiones. Sólo en esta forma podrán darse va-
lores monetarios "razonables" a aspectos tales como los men-
cionados anteriormente.

Procediendo de esta manera, los criterios de valoración son
introducidos, debidamente cuantificados, dentro del modelo ana-
lítico, habiendo sido formulados previamente por quienes están
facultados para ello dentro de la secuencia del proceso de toma
de decisiones. Con ello el método y el procedimiento de análi-
sis respetan las "reglas de juego" del sistema, pero obligan a una
explícita formulación y análisis de los criterios subyacentes en
las decisiones.

Veamos ahora, en forma bastante sintética, algunos de los
principales criterios para valorar monetariamente los beneficios
de una decisión pública. (11).

En el caso de evaluar los beneficios de decisiones referentes
a la prevención de acccidentes de tránsito, se cuantificarían fac-
tores tales como:

a) Valor monetario del ahorro por concepto de gastos de
asistencia médica que se hubieren causado de haber
ocurrido el accidente.

b) Pérdida en la producción de bienes y servicios en razón
de la desocupación temporal (o permanente) originada
por la separación del individuo de su trabajo como con-
secuencia del accidente.

c) Monto de las pérdidas materiales que puedan ocurrir.

d) La incomodidad y dolor físico del paciente (de muy di-
fícil —o imposible— cuantificación monetaria), etc.

Los factores variarían en su monto y naturaleza si, por ejem-
plo, en las estimaciones sobre accidentes se prevén colisiones

(ti) Véase Harold A. Hovey, op. cit., p. 58 y ss.
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de vehículos con pérdida de vidas humanas y casos de invalidez
parcial o total, en cuyo caso se incrementarán los factores "im-
ponderables", tales como: dolor familiar, pérdida cultural para la
comunidad en razón de la posible muerte de personajes promi-
nentes, etc.

En los casos en que los beneficios se manifiestan a través
de determinado producto o servicio producido por el mercado a
determinado precio, los cálculos se facilitarían, como sería el
caso del servicio de reproducción e imprenta, utilización de espa-
cio de oficinas, etc.

En cuanto a la construcción de obras viales, los cálculos de
los posibles beneficios resultan bastante complicados, pues se
cuantificarían en términos monetarios factores tales como:

a) Mejor fluidez en el transito automotor

b) Mayor tranquilidad del ciudadano durante el tiempo de
manejo.

c) Mayor puntualidad en el cumplimiento de los compromi-
sos de los conductores.

d) Mayor facilidad en el traslado de mercancías, con su in-
fluencia en los costos de transporte.

Y así podrían seguirse enumerando las posibles ventajas o
beneficios de una decisión, muchos de ellos de muy difícil cuan-
tificación monetaria.

En el caso de graduados universitarios, se acostumbra calcu-
lar como beneficio el potencial de ingresos que el individuo de-
vengaría por el resto de su vida, una vez egresado. Dentro de
este mismo criterio, cuando se calcula el número probable de
muertes por accidentes de tránsito, éstas se clasifican por eda-
des y luego se computa como beneficio, de acuerdo a la edad,
el potencial de ingresos que dejaría de producirle a la socie-
dad determinado individuo, como resultado de su muerte. Como
podrá imaginarse, esta cuantificación en dinero del significado
de una muerte humana ha dado origen a no pocos ataques con-
tra esta técnica de análisis.
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En el caso de obras hidráulicas, podrían cuantificarse as-
pectos tales como: posible aumento en la producción agrícola,
ventajas en la navegación, posibilidades de explotar recursos de
pesca, etc.

El criterio más generalizado para valorar monetariamente un
beneficio es el que se basa en la predisposición de los individuos
a pagar por algo, criterio éste muy utilizado en los Estados Uni-
dos. Cuando un bien o servicio público no tiene precio de mer-
cado surgen entonces los problemas más difíciles de cuantifica-
ción. Se acostumbra en ciertos casos hacer un sondeo de opinión
a fin de conocer el probable precio límite que los individuos es-
tarían dispuestos a pagar por determinado servicio en el caso
de que para su obtención tuviesen que erogar alguna cantidad de
dinero.

Uno de los aspectos sujetos a mayor controversia cuando se
trata de determinar el probable beneficio de una decisión públi-
ca, se refiere a la cuantificación en términos monetarios de be-
neficio tales como "vidas salvadas", "enfermos curados", "alum-
nos graduados", etc., por cuanto, ademas de los aspectos de re-
lativamente fácil cuantificación, como lo sería el probable volu-
men de ingresos que produciría un egresado universitario, exis-
ten, como se vió, aspectos de otra índole cuya expresión numé-
rica se dificulta enormemente y se cuestiona además el que deba
realizarse.

Desde el punto de vista teórico, cuando de un conjunto de
varias alternativas se elige una de ellas, se supone que la alter-
nativa seleccionada se considera mejor a las demás y por ello
más idónea para la consecución de los objetivos propuestos. Asi
mismo, cuando un ejecutivo público se enfrenta a las distintas
posibilidades de empleo de un determinado volumen de recur-
sos públicos, como lo serian por ejemplo la de realizar un gasto
en educar niños, o en adquirir buques mercantes, o en evitar muer-
tes por accidentes o por enfermedades, la selección final de una
de esas alternativas (asumiendo el caso que no decida gastar
el dinero disponible repartiéndolo entre todas las alternativas,
supone una mayor valoración de una de ellas (la elegida) en re-
lación con las demás, lo cual significa el considerar una de las
alternativas como la productora de un mayor beneficio. Lógica-
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mente, cuando una de las alternativas en juego es la de "evitar
muertes por accidentes", u otra de naturaleza similar, casi siem-
pre resulta bastante incómodo o desagradable para quien va to-
mar la decisión, razonar abierta, explícita y cuantitativamente su
decisión. Ello resulta perfectamente comprensible. Lo que sí debe
quedar muy claro es que cuando toma una decisión de esta na-
turaleza, el ejecutivo en cuestión, quiéralo o no, implícita o explí-
citamente, realiza una elección y con ello valora mas o menos
una alternativa en función de las otras, lo cual significa que no
puede "escapar" al necesario proceso de valoración de las dis-
tintas alternativas en el empleo de recursos y, con ello, a la im-
putación de beneficios a las mismas.

Lo importante sería entonces el determinar el procedimiento
a través del cual el ejecutivo calcula beneficio para cada alter-
nativa: si lo hace a través de un proceso implícito mental, de co-
nocimiento puramente individual, o si, por el contrario, lo exterio-
riza y lo somete al análisis sistemático a objeto de que se conoz-
ca el proceso analítico a través del cual llega a sus conclusiones,
pudiéndose verificar entonces si su análisis mental no adolece
de contradicciones o inconsistencias de orden lógico.

4. Los factores a tomar en cuenta en el análisis
costo-beneficio

El modelo que se construye para analizar el comportamien-
to de las distintas variables integrantes de una situación o pro-
blema determinado, deberá tomar en cuenta una serie de facto-
res adicionales a objeto de presentar una imagen verdaderamen-
te representativa de todos los elementos que en una forma u otra
afectan, directa o indirectamente, el comportamiento de dicho
modelo. Tales factores son los siguientes:

a) Los efectos externos

Se mencionó en párrafos anteriores que uno de los proble-
mas básicos a ser resueltos por quienes van a analizar un fenó-
meno, lo constituye el decidir qué volumen y tipo de información
debe recabarse acerca de dicho fenómeno. Se habló entonces
de la necesidad de seleccionar la "información significativa" en
base a la cual entender y hacer predicciones acerca del fenó-
meno en cuestión.
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Cuando se construye un modelo para la toma de decisiones,
debe procederse igualmente en el sentido de determinar aque-
llas variables cuya alteración es producto directo del comporta-
miento de otra variable. Ello significa que la alteración resultante
en un elemento puede relacionarse total y directamente con la
modificación de otro elemento. En este caso, se dice que ambos
elementos forman parte integrante del modelo básico, por cuanto
determinado beneficio se produce como resultado de un costo a
él atribuible. Pero puede darse el caso de beneficios de orden
indirecto, para los cuales no existe un costo directamente asig-
nado; y a su vez pueden presentarse costos adicionales e indi-
rectos vinculados a la obtención directa de determinado benefi-
cio. Podría citarse como ejemplo del primer caso, la construcción
de una represa para la generación de electricidad. La electricidad
producida por la represa (beneficio) tendría como costo los
gastos correspondientes a su construcción y mantenimiento; pero
corno beneficio secundario o indirecto ("factores externos") ten-
dríamos, por ejemplo, el embellecimiento del paisaje como re-
sultado de la construcción del embalse, lo cual permitiría dotar
a la localidad de parques y otros sitios de recreación. Estos efec-
tos o factores externos, como es el caso de este beneficio in-
directo, no tendrían un costo directo, sino que se desprenden de
una decisión de costo en función de fines primarios.

El segundo caso sería, por ejemplo, cuando, como resultado
de la construcción de obras (costos) para un oleoducto (bene-
ficio), se origina como "costo social" o costo indirecto o secun-
dario, la destrucción del ambiente natural en los sitios donde ha
de ser tirada la línea de tal oleoducto.

b) Los factores limitantes

Las limitaciones impuestas a la toma de una decisión y a
la plena puesta en práctica de todos sus efectos, deben ser to-
mados muy en cuenta a la hora de diseñar y evaluar la validez
y posibilidades de un modelo analítico. En efecto, la mejor inten-
cionada decisión puede no plasmarse en realidades si no se tiene
pleno conocimiento y control de aquellos factores que en mayor
o menor grado restringen la viabilidad de una decisión. Tales fac.
tores son los siguientes:
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i) La capacidad gerencial o administrativa del sistema. Es
uno de los elementos limitantes que más comúnmente se igno-
ran a la hora de tomar decisiones. Tal como se mencionó en pá-
rrafos anteriores, hoy día se considera que uno de los obstácu-
los principales en el desarrollo de los países lo constituye su
incapacidad para administrar eficientemente grandes magnitu-
des de variados recursos. Es muy común ver como a una institu-
ción se le van fijando metas crecientes, ante la imposibilidad
de la misma para poder cumplir los más modestos objetivos. Se
tiende a ver la capacidad administrativa de una organización co-
mo un problema de simple agregación de recursos o de "darle
más dinero".

ii) Factores físicos. Problemas tales como la oferta fija de
equipos e instalaciones, o de tierra para cultivo, representan li-
mitaciones de importancia cuando se toman decisiones sobre
costos y beneficios.

iii) Aspectos Legales. Otro de los elementos obstaculi-
zantes en el desarrollo institucional público, lo constituyen las
reglamentaciones y leyes arcaicas que impiden la adopción de
modernos y eficientes criterios de ejecución administrativa. Asi-
mismo, también es una grave limitante del desarrollo la produc-
ción masiva de instrumentos legales destinados a "regularizar"
el funcionamiento de la actividad gubernamental, bajo el falso
supuesto de que la eficiencia o productividad son una función
de las normas reglamentarias. Es muy común ver el caso de paises
en los cuales, cuando se legisla en materia de ese complejo pro-
ceso socio-técnico que es la Administración Pública, lamentable-
mente se deja en manos de funcionarios sin la debida formación
económico-administrativa, la decisión sobre el contenido defini-
tivo de los textos legales, repitiéndose luego la histórica secuen-
cia de leyes promulgadas sin aplicación en la práctica.

iv) También pueden señalarse limitantes de orden públi-
co, financieras, culturales, etc.

c) El riesgo y la incertidumbre

En casi todos o en la totalidad de los proyectos de decisión
pública existen factores que representan un riesgo o constituyen
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una incertidumbre de difícil apreciación. Se utiliza en estos casos
la teoría de probabilidad para predecir los futuros acontecimien-
tos. A través del análisis de la "incertidumbre" se permite co-
nocer algunos elementos vinculados con los hechos que podrían
ocurrir o no en el futuro y cuya predicción se haya sujeta a in-
terrogantes de consideración.

d) El tiempo y la tasa de interés

Cuando se va a tomar una decisión es indudable la impor-
tancia que tiene el factor tiempo en cuanto a la oportunidad y
efectos resultantes de seleccionar un determinado curso de ac-
ción. Es evidente que en algunos casos más que en otros, el tiem-
po representa una variable de obligatoria inclusión en los mode-
los de análisis.

De acuerdo a la teoría financiera, el dinero posee determina-
do valor a una fecha determinada, lo cual sitúa las decisiones
sobre la inversión de recursos ante la necesidad de ponderar la
forma como dicho elemento influye sobre las variables en consi-
deración. Basado en estos aspectos se habla entonces de "valor
actual" y "valor futuro" del dinero, de que "consumir ahora es
mejor que consumir después", etc.

Surge entonces la pregunta acerca de cuál sería la tasa a
aplicar en el caso de calcular el valor de los ingresos a obtener-
se en el futuro, o el caso del valor futuro de ingresos obtenidos
en el presente. Hay quienes hablan de la "tasa normal del mer•
cado", otros, de una "tasa social", o de una "tasa mixta", etc.
Algunos de los factores que señala Hinrichs como de importan-
cia cuando se va a fijar la tasa de interés, son los siguientes: (12)

a) La cantidad de beneficios presentes y futuros.

b) La tasa de crecimiento de esos beneficios.

c) Las perspectivas de vida de los individuos y de la socie-
dad que recibe los beneficios.

d) ¿Existe realmente alguna diferencia significativa entre la

(12) Véase Harley H. Hinrichs, op. cit., p. 16 y ss.
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magnitud de beneficios y costos calculados en base a
determinada tasa de interés en determinado momento?
Algunos consideran que cuando la tasa está entre los
márgenes de 4 al 8% los resultados no ofrecen altera-
ciones sensibles.

e) Debe tenerse especial cuidado en no olvidar el que una
fuente importante de error bs, no solamente la posibi-
lidad de utilizar una muy alta o muy baja tasa de interés,
sino también en dejar fuera de toda consideración algu-
nas variables de importancia en el problema.

5 Ventajas y limitaciones del análisis costo-beneficio

Las ventajas atribuidas al análisis costo-beneficio son, en
buena medida, las derivadas de la aplicación del Análisis de Sis-
temas, dada la aplicación extensiva de esta técnica en el cálculo
de los costos y beneficios de las decisiones. La aplicación del
análisis sistemático permite el tratamiento ordenado y riguroso
de la información y la aplicación de secuencias lógicas en el pro-
ceso inductivo o deductivo. Permite además la consideración ex-
plícita de todos los elementos contenidos o influyentes en deter-
minado problema, con lo cual no se trata de eliminar toda la sub-
jetividad inherente a la toma de una decisión, sino de separar
adecuadamente los aspectos objetivos de los subjetivos, evitan-
do confusiones y otorgándole a cada uno un tratamiento adecua-
do a su propia naturaleza.

Por otra parte, el análisis costo-beneficio .se centra en el
"output" o beneficio de las decisiones, diferenciando muy clara-
mente entre lo que son medios y lo que son fines en una situa-
ción dada, poniendo siempre énfasis en la consecución de los
objetivos predeterminados.

Se toma también muy en cuenta, a través de la noción de
"modelo", el sinnúmero de variables que entran en juego en de-
terminado problema y se tratan de identificar de la manera más
precisa posible, las interrelaciones existentes entre ellas así
como su grado de variabilidad e intensidad de su influencia. Se
toma igualmente en consideración el factor tiempo, al igual qu3
los factores limitantes de la eficiencia de una determinada deci-
sión.
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En cuanto a las limitaciones, es conveniente señalar algunos
aspectos que permitan situar en sus justos términos al análisis
costo-beneficio, a fin de evitar la posibilidad de llegar a conside-
rarlo, o bien una panacea para resolver todos los problemas ad-
ministrativo-económicos existentes, o bien una herramienta ex-
cesivamente sofisticada o "teórica" sin ninguna aplicación prác-
tica.

a) En primer lugar, es bueno destacar que el análisis cos-
to-beneficio parte de unos objetivos preestablecidos, por lo cual
el proceso de estimación de los probables beneficios de cada
alternativa se realiza en función de tales fines y no en base a los
juicios personales de quien lleva a cabo la labor de análisis. Los
objetivos vendrían fijados por el ejecutivo o el nivel jerárquico
a cargo de tomar la decisión en cuestión. En tal sentido, las bon-
dades del proceso analítico deberán verse en razón de tales
objetivos y no de otros criterios o finalidades.

b) Es necesario tener muy en cuenta el hecho de que una
vez tomada una decisión se inicia un proceso administrativo o
gerencial a cuyo cargo está la aplicación práctica o culminación
de la decisión. Los resultados analíticos obtenidos en el papel
no aseguran por sí mismos la feliz conclusión o culminación
de las decisiones. Con mucha frecuencia se tiende a ver la capa-
cidad gerencial de un sistema como algo "secundario" o "mera-
mente administrativo", que no requiere mayor atención o es ma-
teria de "técnica menor". América Latina ha presenciado con
mucha frecuencia la elaboración de hermosos proyectos de desa-
rrollo plasmados en el papel a través de refinado instrumental
de análisis económico, que no encuentran aplicación práctica por
carecerse de la capacidad institucional necesaria para llevarlos
a la realidad. Tan importante es concebir una buena idea o pro-
yecto de decisión, como percatarse de que el manejo de insti-
tuciones públicas no es un simple problema de "manos a la
obra", y que la conducción eficiente de las organizaciones com-
plejas de hoy día no es ya posible sin la sólida formación geren-
cial de los ejecutivos públicos.

c) Conviene también señalar la necesidad de enfocar co-
rrectamente el problema a analizar, a objeto de tener muy clara-
mente establecido su perfil. De nada sirve un buen análisis si no
se ha identificado adecuadamente la situación a resolver.
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d) Al análisis costo-beneficio no elimina los juicios de
valor en la toma de decisiones sino que los introduce dentro
del análisis. Por tanto, aun cuando el resultado del análisis se
exprese en un coeficiente indicativo de la relación entre bene-
ficios y costos, ello no indica que la toma de decisiones se trans-
forma en un simple proceso mecánico de cálculo numérico del
cual quedarían excluidos los juicios de carácter político. Por el
contrario, se dice a veces que este .tipo de análisis ayuda al
político a "afinar" su intuición.

e) Aun cuando el análisis costo-beneficio utiliza criterios
científicos en sus análisis, ello no lo identifica plenamente con
la "investigación científica" en su sentido usual (13). Esta,
como se sabe, tiene por finalidad el descubrimiento de verdades
científicas, extraídas del estudio de los fenómenos; mientras que
el análisis costo-beneficio sólo pretende evaluar alternativas
para adoptar la mejor decisión en función de los costos y bene-
ficios de ellas, en cuyo caso tal decisión no sería una "verdad"
en términos científicos, sino el curso recomendable de acción
de acuerdo a ciertos fines que se persiguen.

f) Como ya se mencionó, el número de variables incluidas
en Un modelo, por muy amplio que éste pueda ser, siempre
será una aproximación a la realidad. No debe tomarse por tanto
dicho modelo como una representación exacta de la situación
real. Su validez estará entonces en el grado de aproximación
al fenómeno real por él representado.

g) Al igual que en el caso anterior, la medición de los be-
neficios es casi siempre una magnitud aproximada, dado lo difícil
de calcular con precisión la totalidad del beneficio aportado por
una decisión. Existen casos en los cuales intentar una cuantifi-
cación del beneficio puede resultar una simple pérdida de tiem-
po (al trabajo de calcular los beneficios también es necesario
aplicarle el análisis costo-beneficio), como lo sería, por ejem-
plo, el calcular numéricamente los beneficios que reporta la
defensa de la soberanía nacional, o el mantenimiento del orden
público. En situaciones tales como la valoración cuantitativa
del beneficio que reporta evitar una muerte humana por enfer-

(13) Véase E. S. Quede, op. cit., p. 257.
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medad o accidente, se pueden aportar elementos cuantitativos
destinados a brindar información sobre algunos de los aspectos
sociales y económicos que acompañan una pérdida humana,
como lo serían, por ejemplo, la privación sufrida por la sociedad
del aporte productivo de un individuo durante cierto número de
años; los gastos inherentes al sostenimiento familiar, etc., sin
pretender asignar a tales magnitudes la representación total de
lo que significa la pérdida de la vida de un ser humano. Queda
a juicio de quien va a tomar las decisiones, valorar el peso rela-
tivo de tales factores.

h) Cuando se emplean modelos complejos cuya manipu-
lación exige la utilización avanzada de las matemáticas, no debe
perderse de vista que las deducciones numéricas se realizan a
partir de supuestos representativos de una abstracción de la
realidad, por lo cual la precisión matemática opera "por encima"
de dichos supuestos. Esto ha hecho hablar a algunos técnicos
de "precisión superficial", para distinguir claramente el campo
en el cual "se asumen realidades", del campo de las deducciones
precisas o exactas.

i) Y por último, la aplicación extensiva de modelos com-
plejos para la toma de decisiones exige de un gran cúmulo de
información fidedigna y oportuna, sin la cual las conclusiones
tendrán muy poco valor. De nada vale diseñar un refinado
modelo analítico si no cuenta con datos confiables y suficientes
que permitan utilizar todo su potencial.
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REFORMA DEL SISTEMA PRESUPUESTARIO

IDEAS PARA UNA ESTRATEGIA

Por José Vicente Rodríguez Aznar

I. NOTA INTRODUCTORIA DEL AUTOR

El comité de Redacción de la Revista de la Asociación
Interamericana de Presupuesto Público, me honra al haber se-
leccionado para el presente número la publicación de unas notas
que escribí hace algún tiempo sobre la Reforma del Sistema
Presupuestario en Venezuela, insertas como apéndice del libro
que me publicó el año pasado el Ministerio de Hacienda intitulado
"Elementos de Economía Presupuestaria".

Este libro pretende alcanzar los siguientes propósitos: Por
una parte da relevancia al presupuesto público en sus aspectos
económicos como un instrumento decisivo de política de desa-
rrollo, ya que generalmente al presupuesto se le ha estudiado
en sus aspectos jurídicos y administrativos y no tanto a la reper-
cusión que sobre la economía nacional tiene su formulación
y ejecución. En segundo lugar, recopilar —y a veces actualizar—
numerosos documentos de alta calidad técnica de muy reducida
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circulación y difícil obtención para la mayoría de las personas
interesadas en la materia, tales como documentos elaborados
por experto de organismos internacionales o asistentes a semi-
narios, coingresos y demás eventos similares cuya difusión
raras veces va más allá del área interna y restringida de tales
organismos o eventos. En tercer término, atender las sugeren-
cias que se hicieron en repetidas oportunidades de dejar por
escrito el acopio de experiencia acumulada durante el ejercicio
de funciones presupuestarias desde diversas responsabilidades
del campo de la asesoría nacional e internacional, la investiga-
ción, la docencia y las posiciones ejecutivas de dirección admi-
nistrativa lo cual permite, en forma natural más que por esfuerzo
propio, tener una concepción integral de la compleja problemá-
tica presupuestaria.

En el referido apéndice de ese libro, se incluyó un capítulo
denominado "La reforma del Sistema Presupuestario en Vene-
zuela. Ideas para una estrategia". En su primera parte, describo
y pretendo evaluar el proceso de reforma presupuestaria ocu-
rrido en Venezuela desde 1961 hasta 1973. En su segunda parte,
me permito señalar algunas orientaciones sobre el futuro de
dicha reforma y las acciones que deberían emprenderse para
acelerarla y hacerla más compatible con una reforma estruc-
tural de los diversos sistemas de la Administración Pública. En
este sentido la primera sugerencia se refiere a la necesidad
de definir y decidir una estrategia para la reforma y la progre-
sividad en su implantación, pues personalmente considero que
tanto en mi país como en los demás países latinoamericanos
ha habido una falla en el proceso de reforma, cual ha sido la
de considerar que ésta se cumple al publicar en algún mo-
mento la ley de presupuesto bajo la clasificación programática,
sin haber definido los alcances de la reforma ni la manera
como avanzar progresivamente en los años futuros.

He concordado con el Comité de Redacción de la Revista
ASIP que era innecesario publicar en este número el texto del
Apéndice en su versión completa, por cuanto la descripción
y evaluación de lo ocurrido hasta la fecha en Venezuela poco
aporte nuevo significaría a los estudiosos de la materia, por
tenerse una experiencia similar en casi todos los países. Por
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ello, la trascripción que a continuación se inserta corresponde
a las sugerencias para continuar en el futuro el proceso de re-
forma del sistema presupuestario venezolano, redactadas con
la única finalidad de aportar modestamente algunas ideas que
puedan considerarse de interés para la racionalidad de la Admi-
nistración presupuestaria en su sentido más amplio.

Consideramos que es imprescindible definir una estrategia,
en la cual deben participar activamente los organismos compe-
tentes del Ejecutivo Nacional y el Congreso, ya que sin esta
labor conjunta no se garantiza la prosecución del proceso. MI
propósito con las anotaciones que siguen es presentar algún
aporte personal a dicha tarea, refiriéndome únicamente a los
aspectos de técnica presupuestaria y de organización. Delibe-
radamente excluyo en estas sugerencias lo atinente a reformas
jurídicas y de control presupuestario, pues considero que ello
debe supeditarse a dicha técnica. Definida la concepción que
se le quiera dar al presupuesto del Estado, la normativa jurídica,
el control y los procedimientos administrativos deberán ajustar-
se a ella.

I. LA UNIDAD DEL PRESUPUESTO O LA LEY
DE PRESUPUESTO DEL SECTOR PUBLICO

Desde el punto de vista de la economía presupuestaria, al
sector público lo consideramos como un solo ente económico
con unos objetivos definidos de carácter nacional, los cuales
deben responder a las más caras aspiraciones del desarrollo,
para lo cual es indispensable una programación "de conjunto" de
todo el sector y un planteamiento financiero que represente cri-
terios y decisiones homogéneas.

Para que el presupuesto cumpla con el propósito de ser un
instrumento de decisiones de política económica y de coordina-
ción de las actividades del sector público, no puede ser formu-
lado "por partes" sin establecerce adecuadamente las relaciones
intersectoriales o interinstitucionales que garanticen el cumpli-
miento eficaz de tales decisiones. Como ilustración observamos
que el presupuesto del sector público venezolano está disperso
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entre la Ley de Presupuesto, 86 presupuestos de igual número
de organismos descentralizados y 23 entidades regionales, sin
incluir a las municipalidades.

Esta situación no sólo dificulta las relaciones entre el pre-
supuesto y el plan, sino que prácticamente hace imposible que
el Ejecutivo Nacional y el Congreso tengan clara conciencia del
destino y efectividad de los recursos que administran y autori-
zan, respectivamente.

El Ejecutivo Nacional y el Congreso de la República centran
toda su atención en la formulación y sanción de la Ley de Presu-
puesto, no obstante que ella significa una fracción menor de
todos los recursos movilizados por el sector público. En la mayo-
ría de los casos los presupuestos de los Institutos Autónomos
no son analizados por el Congreso, ni aún aquellos que tienen
aportes del Presupuesto Nacional. Inclusive a nivel del Ejecutivo,
no se analizan suficientemente para su aprobación, la cual se
hace a veces para cumplir una formalidad, pero sin una evalua-
ción profunda que permita detectar posibles inconsecuencias
con propósitos superiores que escapan a las autoridades del res-
pectivo organismo. Tampoco en los presupuestos de las entida-
des regionales se coordinan las actividades estadales con las
nacionales, si bien debe reconocerse en este sentido algunos
avances logrados en los últimos años, especialmente en lo con-
cerniente a obras públicas, educación y salud.

El cuadro siguiente muestra los recursos administrados
por los diferentes niveles del sector público venezolano, según
información suministrada por la Dirección Nacional del Presu-
puesto correspondiente al presupuesto del año 1972.
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Millones de bolívares

	Ley de	 Presupuestos 	 Total
Niveles de Gobierno 	 Presupuesto 	 propios 	 recursos

1. Gobierno General

Gobierno Central 	 8.266 	 8.266

Organismos descentra-

lizados 	 3.158 	 8.718 	 11.876

2. Gobierno Estadal	 1.730 	 18 	 1.748

3. 	 Gobierno Municipal 	 258 	 520 	 778

Total 	 13.412 	 9.256 	 22.668

En el cuadro se observa que si bien el Ejecutivo Nacional
y el Congreso de la República centran toda su atención en la
preparación y discusión del Proyecto de Ley de Presupuesto, en
buena parte sus decisiones apenas se refieren exclusivamente
al Goblei.no Central, que significa sólo el 36 por ciento de los
recursos administrados por todo el sector público.

Algunas de las inconsecuencias de nuestro régimen presu-
puestario, se expresan en la Ley de Presupuesto, a través de
los siguientes casos, entre muchos otros que pudieran
mencionarse:

a) En la Ley de Presupuesto, aparece un gasto denomina-
do "Situado Constitucional", que es el aporte del Go-
bieno Central a las entidades regionales. Este aporte
representa el financiamiento de los presupuestos de
los Estados, mas en la Ley de Presupuesto no se espe-
cifican la utilización y destino de ese aporte, pues ello
únicamente aparece a través de cada uno de los 23 pre-
supuestos correspondientes a igual número de entidades.
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b) En la Ley de Presupuesto se incluyen los aportes a los
Institutos Autónomos, mas no se indican los gastos que
efectúan esos organismos. Para algunos organismos
autónomos, dichos aportes representan la totalidad de
sus recursos, pero para otros esas asignaciones apenas
son una fracción de sus recursos totales.

c) Hay empresas del Estado que reciben aportes por Ley
de Presupuesto y otras no. 'Tanto en uno como en otro
caso, para cumplir con el principio de unidad presupues-
taria debería incluirse en la Ley de Presupuesto los re-
sultados estimados de la gestión empresarial de cada
una de ellas, o sea los valores netos del ejercicio eco-
nómico respectivo.

d) Hay organismos que aún perteneciendo a la Adminis-
tración Central, por el hecho de no recibir aporte de la
Ley de Presupuesto, están excluidos del presupuesto.

Por ejemplo, la Comisión para el Financiamiento de la
Pequeña y Mediana Industria (CONAFIN) en los años
1972 y 1973.

El sector público venezolano está integrado por el Gobierno
General (Gobierno Central e Institutos Descentralizados) Go-
bierno Estadal y Gobierno Municipal. Cada uno de ellos tiene
o puede tener un régimen jurídico y administrativo propio, con
semejanza con los demás, o ser totalmente diferente. La legis-
lación sobre la materia impide la visión global y centralizada del
sector, pudiendo presentarse en la practica serias discrepancias
de criterios en diferentes niveles de Gobierno o tomarse decisio-
nes que anulen los esfuerzos particulares, en vez de sumarlos.
Ello es así, porque en la legislación presupuestaria siempre han
primado criterios institucionales, jurídicos y administrativos, por
ser ellos los que más se avienen con la legalidad y honestidad
como principios supremos de la administración presupuestaria
estimándose la función económica del presupuesto moderno.

Esta formulación y sanción "parceladas" del presupuesto
público propicia casos como el de que se construyan hospitales
y no se prevea su funcionamiento; que por un lado, se restrinja
la concesión de créditos a determinado producto industrial, por-
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que quiera desestimularse su producción y, por otro, algún or-
ganismo público financie estudios o proyectos para nuevas in-
versiones en él; que se estimule una política industrial por una
parte y por la otra se reduzcan los programas de capacitación
de recursos humanos; y así se puede enumerar muchos ejem-
plos cuya existencia se ve facilitada al no tener un presupuesto
del sector público, que muestre una visión global del área gu-
bernamental, con la correspondiente clasificación sectorial y
coordine las actividades públicas.

Los planteamientos anteriores nos conducen a desempol-
var el enterrado principio de la unidad del presupuesto, uno de
los más antiguos y de los más olvidados principios presupues-
tarios que nos enseñan los tratadistas de las finanzas públicas.
Pero al darle actualidad, lo hacemos adaptándolo a las realidades
existentes y a las exigencias de una administración pública ex-
tensa y compleja.

En forma resumida, podemos anotar que el principio de la
unidad del presupuesto pretende agrupar todos los gastos y re-
cursos del Estado en un documento único. La mayoría de los tra-
tadiStas de la ciencia financiera le dan a este principio un carác-
ter "formal"; particularmente creemos que él va mucho más allá
en su concepción, siendo esencial en la economía presupuesta-
ria, ya que su aplicación facilita la toma de decisiones del presu-
puesto, coordinadas con los objetivos de los planes, al mostrar
en un solo documento todas las actividades a realizar en el sec-
tor público.

Además, consideramos que este principio no se refiere úni-
camente a la presentación del presupuesto en un solo documen-
to. Se refiere fundamentalmente a la programación y ejecución
del presupuesto con una visión integral del sector público, en
contraposición a la ejecución de presupuestos aislados, indivi-
dualizados y particulares para cada fracción o segmento del área
gubernamental, sea gobierno central, organismos autónomos o
entidades regionales.

Cuando se expresa la necesidad de aplicar el principio de
la unidad del presupuesto, inmediatamente se piensa en lo vo-
luminoso que resultaría un documento que agrupara los presu-

109



puestos de todos los organismos públicos; indudablemente, todo
depende de la concepción que se tenga del presupuesto en sí y
del propio documento presupuestario.

Generalmente se considera al presupuesto como un instru-
mento de administración y en verdad que lo es. Más, a nuestro
juicio, consideramos que en Venezuela se ha deformado la con-
cepción administrativa del presupuesto al creer que en él deben
incorporarse todos los elementos de obligatorio cumplimiento
por parte de los organismos públicos y que lo que no aparezca
en el presupuesto no tiene necesariamente que hacerse. Perso-
nalmente considero que el presupuesto-ley debería ser aproba-
do en conceptos referentes a la programación, es decir circuns-
cribir la sanción legislativa a los responsables de cada uno de
ellos y estableciendo las metas, autorizaciones de gastos por
sectores, subsectores, programas y actividades, con indicación
de las unidades administrativas que deben alcanzarse en cada
actividad y programa. En esta forma, el documento presupues-
tario del sector público sería claro, concreto y preciso, permiti-
ría su identificación con el Plan de la Nación, facilitaría la pro-
gramación presupuestaria del sector público y daría al Congreso
mejores elementos de juicio para la discusión y sanción legis-
lativa.

Por supuesto, una Ley de Presupuesto para el Sector Públi-
co requiere una exposición de motivos amplia y detallada,
que no sólo sirva a los legisladores para la mejor comprensión
y análisis del Proyecto de Ley, sino que posteriormente —con
las modificaciones hechas por el Congreso— fuera vinculante
con la Ley; es decir, que las unidades ejecutoras estuvieran
obligadas a actuar en función del mandato legal y de la exposi-
ción de motivos que justificó la sanción legislativa. Para hacer
un símil, podríamos decir que una vez aprobada la Ley de Pre-
supuesto del Sector Público, la exposición de motivos se con-
vertiría en "el espíritu e intención del legislador", presente y
vinculante en la ejecución del Presupuesto.

Además, una vez sancionada la Ley, deberían existir "dis-
tribuciones administrativas" del presupuesto en cada organis-
mo, de obligatorio cumplimiento por las unidades ejecutoras y
de estricta vigilancia a través del control ejercido por la Contra-
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loría General de la República y/o por el propio Ejecutivo Na-
cional. Tales distribuciones administrativas deberían estar cons-
tituidas por una desagregación de las autorizaciones de la Ley
de Presupuesto del Sector Público, con los necesarios niveles
de detalle por unidades administrativas, objeto del gasto, etc.

La aplicación del principio de la unidad del presupuesto,
conlleva también el de la unidad del Tesoro. Pero no sólo con
el criterio actual que hace que en Venezuela alardeemos de ser
uno de los pocos países latinoamericanos que lo practicamos,
por no tener fondos especializados para gastos predetermina-
dos, sino concebido en su mas amplia extensión, cual es dispo-
ner de un Sistema Nacional de Tesorería que permite dotar al
Estado de un verdadero instrumento de planificación financiera.
Sobre este aspecto nos referimos con más detalle en páginas
siguientes.

Por otra parte hay que establecer la diferencia entre el
"presupuesto consolidado del sector público" y la "Ley de Pre-
supuesto del Sector Público", tal como la estamos proponiendo,
En efecto, el presupuesto consolidado se puede obtener con el
régimen actual a través de una agregación de todos los presu-
puestos de los organismos públicos, eliminando las transferen-
cias intergubernamentales y haciendo otros ajustes técnicos,
cias intergubernaemntales y haciendo otros ajustes técnicos,
independientemente de que la formulación de cada uno de ellos
se haya hecho con criterios institucionales. Ello nos permitiría
conocer el volumen total del gasto público y su financiamiento,
pero no se obtendrían los propósitos que pretendemos alcanzar
con el Presupuesto del Sector Público, como son la vinculación
del presupuesto con los planes, tomar las decisiones en forma
mas racional y coherente, y coordinar las actividades públicas,
cosas que se logran con la consolidación del presupuesto, una
vez éstos han sido ya formulados y sancionados con criterios
institucionales.

Naturalmente, no se nos escapan las transformaciones que
se requieren en el régimen jurídico vigente. Probablemente haya
que efectuar inclusive reformas constitucionales, pues las Leyes
de Presupuesto que hoy aprueban las Asambleas Legislativas
del Sector Público, sancionada por el Congreso Nacional, lo cual
del Sector Público, sancionadas por el Congreso Nacional, lo cual
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debería supeditarse a los dictados de la Ley de Presupuesto
política e institucionalmente —además de los argumentos téc-
nicos— también parece razonable, por cuanto la responsabili-
dad del Ejecutivo Nacional abarca todo el país, y no sólo la es-
fera Ministerial, porque el Congreso de la República está inte-
grado proporcionalmente por representantes de todos los Estados
de nuestra división político-territorial.

•
Respecto a las Municipalidades, habría que pensar deteni-

damente su incorporación a la Ley de Presupuesto del Sector
Público, pues salvo el Distrito Federal, administran una porción
ínfima de los recursos públicos y quizás seria conveniente, en
principio, su exclusión, restringiendo sus actividades a aspectos
estrictamente comunales.

Estamos seguros que la Ley de Presupuesto del Sector Pú-
blico, como ya dijimos, sería altamente provechosa para la ef
caz programación del sector público, a través del presupuesto,
y para la coordinación de sus actividades. No obstante es una
meta a largo plazo cuya consecución en el tiempo dependerá
de la rapidez con que se tomen las medidas necesarias para ello.

Conclusión

I. Se propone la unidad del presupuesto del sector públi-
co, bajo las siguientes consideraciones:

a) El documento presupuestario debe estar constitui-
do únicamente por el listado de sectores, progra-
mas, subprogramas y actividades, con sus corres-
pondientes asignaciones y metas. Ademas deberá
incluir las unidades administrativas responsables
y la participación de cada una de ellas en la con-
secución de las metas, así como una breve descrip-
ción del sector, con un resumen del diagnóstico y
sus objetivos a nivel de programa.

b) Anexo a la Ley de Presupuesto del Sector Público,
deberá incluirse un tomo para cada sector en el
que se especifique con mayor detalle la distribu-
ción institucional de los recursos asignados, la des-
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cripción de las actividades y cualquier otra infor-
mación de interés.

2. Las empresas del Estado deberán estar incorporadas
a la Ley de Presupuesto, en los valores netos estima-
dos al cierre del ejercicio: en caso de que reciban
aporte del Fisco Nacional deberá especificarse su mon-
to. Los detalles de la forma como se obtienen dichos
resultados neto's —ventas, producción, costos, etc.—
aparecerán en los documentos anexos.

3. Deberá modificarse el régimen anual de autorizaciones
presupuestarias, en la forma como se indica más ade-
lante al tratar este asunto.

4. Deberá modificarse el criterio sobre equilibrio del pre-
supuesto en cuanto a igualdad de ingresos y egresos.

5. Habrá que crear un marco jurídico adecuado del régi-
men presupuestario. Mientras tanto, los pasos que pu-
dieran darse hasta lograr la finalidad propuesta serían:

a) Sancionar la ley de inversión del situado, prevista
en la Constitución, para condicionar los presupues-
tos de las entidades regionales a los propósitos
nacionales de la planificación, por la vía presupues-
taria.

b) Elaborar anualmente el presupuesto consolidado
del sector público, perfeccionando la tarea que des-
de hace dos años se cumple en la Dirección Na-
cional del Presupuesto. Este documento deberá ser
considerado especialmente por Cordiplán y la Co-
misión de Administración Pública, pues él debe
llegar a ser la guía para una futura estrecha coor-
dinación entre la estructura presupuestaria y la del
Plan de la Nación y para la reforma administrativa.

c) Modificar progresivamente la forma de programar
los presupuestos, introduciendo anualmente crite-
rios sectoriales en sustitución a los institucionales.
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II. PRESUPUESTOS SECTORIALES

La necesidad de la programación de los presupuestos secto-
riales quedó ampliamente demostrada en el texto "Elementos
de Economía Presupuestaria". En el presente trabajo, anotába-
mos anteriormente que una de las principales causas que difi-
cultan la coordinación del presupuesto con el Plan de la Nación
corresponde a la formulación institucional del presupuesto fis-
cal y de los demás presupuestos gubernamentales, frente a los
criterios globales y sectoriales que se utilizan en la planifica-
ción. De hecho, cuando planteamos la conveniencia de una Ley
de Presupuesto del Sector Público, nos referimos a la sectoria-
lización del presupuesto público. A continuación nos referimos
a ello con más precisión.

La Ley Orgánica de la Hacienda Pública Nacional vigente
que regula la administración presupuestaria en Venezuela, esta-
blece que el presupuesto de gastos se dividirá por Departamen-
tos , se distribuirá en Capitulos, convenientemente clasificados,
los cuales a su vez se subdividirán en Partidas, con la corres-
pondiente especificación de los gastos acordados a cada Parti.
da. Cada Departamento comprenderá todos los créditos de que
puede hacer uso el respectivo Ministerio, de acuerdo a los ser-
vicios que sean de su competencia (Artículo 179, Parágrafo
Segundo).

La anterior disposición es prácticamente la única que existe
en nuestro régimen jurídico en cuanto a ordenamiento y clasi-
ficación de los gastos en el Presupuesto. Sin embargo, no exis-
te alguna norma en la Ley Orgánica, ni en leyes especiales ni
en reglamentos, que defina los conceptos "Departamentos",
"Capítulos" y "Partidas". Quizás el término "Departamento"
pueda ser correspondiente al "Ministerio", como parece dedu-
cirse de las últimas líneas del párrafo anterior de esta página,
si bien la identificación del "Departamento" con el "Ministerio"
es bastante discutible.

Los Capítulos son subdivisiones de los Departamentos y
las Partidas subdivisiones de los Capítulos. Esto es todo lo que
señala la Ley Orgánica sobre ambos términos.

Tradicionalmente, el Presupuesto de Gastos se ha presen-
tado clasificado por Ministerios. Sin haber hecho una investi-
gación de la evolución histórica de la presentación del Presu-
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puesto Fiscal, podríamos afirmar que al menos en los últimos
veinte años no han aparecido los Departamentos en los Presu-
puestos.

Los gastos de cada Ministerio se han clasificado en Capí-
tulos, tal como ordena la Ley Orgánica respectiva. Los Capítulos,
en su gran mayoría, se han hecho corresponder con las unida-
des administrativas de alto nivel en la forma como están orga-
nizados los respectivos Ministerios; es decir, cada Capítulo
corresponde a cada Dirección General y a cada Dirección de
cada Ministerio. Además, también se han abierto Capítulos en
cada Ministerio para determinados conceptos de gastos, que
por su naturaleza especial, se prefirió identificarlos por separa-
do. Así, se abre un Capítulo en el Ministerio correspondiente
para cada uno de los aportes a institutos autónomos; para gas-
tos de previsión y protección social; para gastos originados por
la contratación colectiva; para pagos de deuda administrativa;
etc. O sea que no ha existido una uniformidad de criterios en
lo que debe constituir un Capítulo en el Presupuesto de Gastos.

Las Partidas del Presupuesto, según la Ley Orgánica, son
subdivisiones de los Capítulos que deben tener la correspon-
diente especificación de los gastos acordados a cada una de
ellas. Hasta el año 1961 no existían criterios definidos sobre el
concepto de Partida. A partir del año 1962, las Partidas corres-
ponden a objetos de gastos de acuerdo a las recomendaciones
de Naciones Unidas sobre esta materia. Se establece un Clasi-
ficador de Partidas Presupuestarias en los siguientes términos:

Código 	 Denominación

11 	 Sueldos para cargos fijos
12 	 Otros gastos de personal
20 	 Materiales
30 	 Servicios no personales
40 	 Reparación de maquinaria y equipo
50 	 Adquisición de maquinaria y equipo
60 	 Adquisición de inmuebles y semovientes
70 	 Obras
80 	 Transferencias
90 	 Desembolsos financieros
00 	 Asignaciones globales
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Cada uno de estos conceptos presenta un detalle a nivel
de subpartidas genéricas y subpartidas especificas. Esta clasi-
ficación de gastos en el Presupuesto, con algunas modificacio-
nes, se ha mantenido vigente desde el año 1962. Recién en 1971
se modifica este criterio y se define a la partida como progra-
ma o actividad, en la forma que expusimos en la parte corres-
pondiente al proceso de implantación del presupuesto por pro-
gramas en Venezuela.

En cuanto a los Institutos Autónomos, en la Ley de Presu-
puesto únicamente aparecen cifras globales de aportes para
cada uno de ellos. Estos aportes presupuestarios en algunos
casos representan la totalidad de los recursos que dispondrá
el respectivo organismo autónomo durante todo el año; en otros
casos, los aportes que aparecen en la Ley de Presupuesto para
algunos Institutos Autónomos, apenas constituyen una fracción
de los recursos totales disponibles por ellos, ya que cuentan a
su vez con ingresos propios provenientes de sus operaciones
comerciales, industriales, etc. Sin embargo, en ninguno de los
dos casos aparece en la Ley de Presupuesto el detalle de los
gastos de los Institutos Autónomos, ni tampoco las modifica-
ciones previstas.

Las entidades regionales reciben un aporte de la Ley de
Presupuesto equivalente al 15 por ciento de los ingresos ordi-
narios previstos en ella. La cantidad correspondiente aparece
en la Ley de Presupuesto en forma global en un Capítulo creado
para ello en el Ministerio de Relaciones Interiores. Tampoco en
este caso la Ley de Presupuesto da la mas mínima indicación
de lo que se hará en el ejercicio fiscal con una cantidad tan
considerable como es aproximadamente el 15 por ciento del Pre-
supuesto.

Frecuentemente se confunde la clasificación sectorial del
presupuesto con la programación del presupuesto sectorial.

La clasificación sectorial de los gastos es un instrumento
importante orientado hacia el análisis del desarrollo y de la pro-
gramación presupuestaria, aunque como se dijo anteriormente,
se puede obtener una clasificación sectorial del gasto sin que
existan presupuestos sectoriales. En consecuencia, la progre-
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mación de presupuestos sectoriales es una técnica de mucho
mayor alcance que la simple clasificación sectorial, si bien ésta
es indispensable para llegar a aquella.

En efecto, para programar sectorialmente el presupuesto
debe utilizarse la clasificación sectorial del gasto, pero así
como esta última se puede obtener reagrupando los gastos de
un presupuesto formulado bajo cualquier modalidad, la progra-
mación de presupuestos sectoriales es una técnica de mucho
mayor alcance, a través de la cual se asignan recursos para el
cumplimiento de metas concretas establecidas a cada uno de
los programas que conforman un sector, en vinculación con
los planes de desarrollo y en función de los objetivos fijados
para el respectivo sector.

La programación sectorial del presupuesto se refiere fun-
damentalmente a la concreción de las acciones a realizar en
determinado sector, estableciendo la armonía y coordinación
necesarias para obtener los resultados más favorables; dichas
acciones se programan en función de sus metas y relaciones
complementarias, independientemente de cuales sean los orga-
nismos públicos encargados de su ejecución; es decir, se esta-
blecen las metas y recursos necesarios para ello a nivel de los
distintos programas en que se clasifica un sector y, posterior-
mente, se asignan las respectivas responsabilidades a los or-
ganismos públicos correspondientes. En esta forma, la formu-
lación presupuestaria insiste mas en la programación del desa •
rrollo quedando relegada a un segundo plano la clasificación
institucional.

A través de la programación de los presupuestos sectoria-
les se fijan metas y se asignan recursos bajo el mismo esque-
ma sectorial existente en el plan; se establecen acciones cohe-
rentes para los respectivos programas que conforman un sector
y. en definitiva, se logra la adecuación necesaria entre la plani-
ficación y la programación presupuestaria.

No obstante, el planteamiento teórico de la formulación y
ejecución de presupuestos sectoriales tiene algunas limitacio-
nes administrativas que, en principio, impediría la ejecución ad-
ministrativa del presupuesto, debido a que el esquema sectorial
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no coincide con la estructura organizativa. Algunos comentarios
sobre estas limitaciones y posibles soluciones alternativas se
presentan a continuación.

Anteriormente dijimos que los esquemas de programas
actualmente utilizados en los presupuestos surgen de la adap-
tación, con bastante fidelidad, a la estructura institucional vi-
gente, la cual, por los muchos defectos que posee, origina una
estructura programática viciada e inconsistente con las normas
técnicas de la programación presupuestaria. En efecto, al su-
peditar la apertura de programas presupuestarios a la inadecua-
da organización administrativa existente, se distorsiona el con-
cepto técnico de "programa", impidiendo la utilización adecuada
del presupuesto como instrumento eficiente para la ejecución
de los planes. Actualmente, la clasificación del presupuesto en
programas apenas significa la presentación de una lista de los
programas de cada institución, desvirtuando lo que en realidad
constituye la expresión de un programa presupuestario.

Por ejemplo, de acuerdo a la técnica de la programación
presupuestaria en lo que a apertura de programas se refiere,
dentro del sector agrícola debería existir un "Programa de Re-
forma Agraria", cuyas principales actividades serían las de "do-
tación de tierras", "asentamientos campesinos", "construcción
de obras de regadío", "asistencia técnica al campesinado", "con-
cesión de créditos", etc., y así debería aparecer en el presupues-
to. Sin embargo, en la práctica resulta que existen tres, cinco o
más instituciones con responsabilidad en dicho programa: el
MAC, el IAN, el BAP, el MOP, el Instituto de Investigaciones
Agronómicas, Corporación de Mercadeo Agrícola, etc.

En consecuencia, según el procedimiento actualmente se-
guido para la apertura de programas, al condicionar éstos a la
organización institucional, en el presupuesto no aparece el pro-
grama de reforma agraria como un todo integrado con sus res-
pectivas actividades, sino que, por ejemplo, en el MAC se in-
cluye un programa de extensión agrícola; en el BAP aparece un
programa de concesión de créditos; en el IAN hay el programa
de dotación de tierras; y así en cada una de las instituciones
aparecen como programas lo que en realidad constituyen activi-
dades de un programa del sector agrícola. Ello origina que para
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encontrar en el documento presupuestario las metas y recur-
sos del programa Reforma Agraria sea necesario, primero, co-
nocer de antemano las diversas instituciones que participan en
el mismo y, en segundo lugar, analizar sus respectivos presu-
puestos, lo cual dificulta la programación, ejecución coordina-
da, control y evaluación del programa, cosa que no sucedería
con la formulación de presupuestos sectoriales.

Por otra parte, es unánimemente aceptada la necesidad de
transformar las estructuras institucionales y los procedimientos
administrativos actualmente en vigencia para que respondan a
las exigencias de la planificación y permitan una administración
ágil y eficiente que esté en concordancia con los requerimien-
tos de un Estado moderno.

En casi todos los paises latinoamericanos, y Venezuela no
es la excepción, se inició hace algunos años el proceso de re-
forma administrativa, lográndose considerables adelantos en
cuanto a la creación del sistema institucional de planificación (a
nivel central, sectorial y regional), a la capacitación técnica de los
empleados públicos, etc. Sin embargo, la reforma administrati-
va se ha desarrollado de manera un tanto tímida, insistiéndose
en los aspectos parciales y de resultados Inmediatos más que
en la concepción global de la transformación institucional que
requiere el sistema de planificación. En este sentido, la refor-
ma administrativa debe responder a un esquema global que adap-
te las estructuras institucionales y los mecanismos operativos a
las exigencias de la planificación.

En términos elementales podría decirse que la planificación
señala lo que debe hacerse para alcanzar el grado de desarrollo
previsto y que la organización y los procedimientos administra-
tivos representan cómo debe hacerse lo que la planificación dice,
o sea, cuáles son los medios institucionales que se utilizarán.

El proceso de reforma administrativa en Venezuela ha de-
dicado casi toda su atención a la clasificación de personal y
establecimiento de escalas de sueldos, así como también a me-
jorar algunos aspectos administrativos internos de algunas ins-
tituciones públicas, aspectos que si bien son importantes, no
siempre han respondido a un esquema global de planificación
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administrativa previamente concebido. Ello ha traído como con-
secuencia que las técnicas de planificación, dinámica y de rá-
pida adaptación, no dispongan oportunamente de los mecanis-
mos administrativos que permitan su aplicación y ejecución efi-
ciente.

Ante esta situación, la planificación económica y social se
encuentra ante la disyuntiva de supeditarse a la estructura ad-
ministrativa e institucional —arcaica e inadecuada— o avanzar
independientemente de aquélla y presionar, a través de sus pro-
pias técnicas, para lograr una rápida transformación de los me-
canismos a utilizarse en la administración pública.

Los planteamientos anteriores tienen también plena validez
en la materia que estamos desarrollando referente a la progra-
mación de los presupuestos sectoriales. La técnica de la pro-
gramación presupuestaria como instrumento operativo de la pla-
nificación a mediano plazo, tiene un basamento teórico conce-
bido en estrecha armonización con los planes de desarrollo. La
vinculación entre los planes y el presupuesto está claramente
establecida a distintos niveles. No obstante, la traducción del
plan de los mecanismos administrativos y de la organización ade-
cuada para ello.

La implantación del presupuesto-programa en casi todos los
países latinoamericanos ha seguido una metodología similar en
cuanto a la total identificación de la estructura de los progra-
mas presupuestarios con la organización administrativa existen-
te. Con ello se siguió un criterio práctico con la finalidad de im-
plantar la técnica del presupuesto por programas, aún abando-
nando temporalmente ciertos principios teóricos en la apertura
de programas. Pero, en contraposición a ello, se pensó que este
sistema de por sí obligaría a la transformación administrativa,
tan necesaria para el desarrollo eficiente de las actividades pú-
blicas. No obstante, parece ser que los resultados en este sen-
tido no han sido tan acelerados como se pensó en un principio,
pues los esquemas de programas presupuestarios no han logra-
do transformar lo suficiente la organización administrativa.

Por el contrario, más bien parece que los esquemas de pro-
gramas presupuestarios, en vez de promover la reforma institu-
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dona!, se han "institucionalizado" ellos como una copia fiel
de la estructura administrativa, pudiendo afirmarse además
que esta situación puede conducir a la "tradicionalización" del
presupuesto-programas, ya que los recursos no tanto se asignan
actualmente en función de metas de los programas sino en fun-
ción de tareas a desarrollar por una serie de unidades adminis-
trativas que reciben artificiosamente la incorrecta denominación
de "programas".

Por más que se ha adelantado considerablemente en los
métodos de formulación y control del presupuesto y los efectos
de la nueva técnica se dejan sentir favorablemente en la admi-
nistración presupuestaria de nuestros países, las reformas ad-
ministrativas no han logrado andar al paso rápido que exigen los
mecanismos de planificación, quedando rezagadas ante éstos.

Sin embargo, el problema no es tanto de identificación
total entre los esquemas de programas presupuestarios y la
estructura organizativa sino más bien de contar con una orga-
nización administrativa adecuada y capaz de coordinar y ejecu-
tar armoniosamente los distintos programas. Sería exagerado
pretender que a corto plazo se instituyera una organización
que respondiera perfectamente a la estructura programática
sectorial de los presupuestos. Necesariamente, a nivel institu-
cional deben existir unidades de comando responsables por la
ejecución de los programas; pero la complejidad de muchos
programas no aconseja que los mismos sean ejecutados por un
solo organismo, ya que ello podría originar innumerables com-
plicaciones técnicas, administrativas, legales, etc. que impe-
dirían la ejecución ágil, flexible y oportuna que requieren los
programas de desarrollo. La complejidad de estos programas,
así como el rígido sistema juridico al que está sometida la admi-
nistración pública, ha hecho necesaria la creación de organismos
autónomos, aunque en muchos casos en forma bastante desor-
denada.

Cuando se trate de implantar los presupuestos sectoriales,
a pesar de su necesidad y las ventajas antes señaladas, es im-
prescindible considerar las limitaciones administrativas existen-
tes antes indicadas, pero no con el fin de supeditar la apertura
de programas a los esquemas organizativos vigentes, sino con
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el propósito de indicar a los organismos y autoridades compe-
tentes la orientación que debe tener una reforma administrativa
para el desarrollo.

En definitiva, la organización institucional, politica y admi-
nistrativa vigente plantea la necesidad de la reforma con el fin
de evitar el desperdicio de esfuerzos y recursos, ubicar adecua-
damente los centros de decisión y control y eliminar la irracio-
nalidad existente. En Venezuela hace varios años que se inició
el proceso de reforma administrativa, aunque —como ya se
dijo— en muchos casos esa reforma se ha orientado a obje-
tivos particularistas, descuidando los objetivos globales; se ha
dedicado tiempo y recursos a la reorganización interna de una
institución en particular antes de enmarcar dicha institución en
el contexto general de una planificación administrativa, en la que
esté claramente definida la organización, funciones, interrela-
ciones institucionales, etc., adecuado todo ello a las exigencias
de un Estado moderno orientado hacia la promoción directa e
indirecta del desarrollo, más que a las funciones clásicas fisca-
listas.

En este sentido, debemos reconocer el valioso aporte de la
Comisión de Administración Pública con la publicación en 1972
de su "informe sobre la Administración Pública Nacional" donde
por primera vez se presenta la reforma administrativa en su
concepción global y particular.

En los párrafos anteriores expusimos la importancia y con-
veniencia de que el presupuesto venezolano sea formulado,
ejecutado y evaluado en forma sectorial, así como las limita-
ciones que surgen para ello de nuestra actual organización
administrativa.

Debemos reconocer que una transformación tan radical en
la concepción presupuestaria en Venezuela, no puede efectuarse
en forma repentina y precipitada. Utilizando una frase de Gon-
zalo Martner, diríamos que dicha transformación debe cumplirse
"a través de un proceso de aproximaciones sucesivas" hasta
conseguir el fin propuesto.

Por ello, creemos conveniente señalar en estas recomenda-
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ciones cual es el fin que se persigue y los pasos a dar para
alcanzarlo.

La finalidad que se persigue es que el presupuesto vene-
zolano se formule, se apruebe, se ejecute, se controle y se eva-
lúe por programas, dándole a cada programa la verdadera con-
cepción que le corresponde dentro de cada sector de la plani-
ficación. Esto significa una total reagrupación de actividades y
redistribución de recursos, notoriamente diferentes al esquema
actual.

A continuación presentamos algunos ejemplos:

En el Plan de la Nación existe un sector "Vivienda" en el
cual se indican los objetivos, las metas y los recursos reque-
ridos para cumplir el propósito perseguido. Se indentifica la
responsabilidad y participación del sector público en este cam-
po. Lo lógico sería que en el Presupuesto apareciera también
un sector "Vivienda" con sus correspondientes programas, en
los que se fijaran las metas y los recursos necesarios. Que el
Ejecutivo Nacional y el Congreso de la República, al formular y
sancionar, respectivamente, la Ley de Presupuesto, tuviera la
visión de conjunto necesaria para tomar las decisiones de ma-
nera más racional y tener mejores elementos de juicio.

Sin embargo, la Ley de Presupuesto se prepara y aprueba
por organismos. Se elabora el presupuesto del Ministerio de
Obras Públicas, en el cual existe un aporte al Banco Obrero
para construcción de viviendas. Se elabora el presupuesto del
Ministerio de Sanidad, en el cual existen gastos para construc-
ción de viviendas rurales. Se elabora el presupuesto del Minis-
terio de Relaciones Interiores en el cual existe un aporte a Fun-
dacomún que probablemente una parte del mismo se dedica tam-
bién a viviendas. Con el sistema actual, se toman decisiones
particulares sobre los gastos de cada organismo, sin tomar en
consideración en muchos casos, el conjunto sectorial ni la com-
plementariedad de los diferentes programas que integran el
sector.

Por otra parte, en el Presupuesto Fiscal apenas se incluye
una fracción (más o menos importante según los casos) del
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esfuerzo total desarrollado por el Gobierno en determinado sec-
tor. Siguiendo el mismo ejemplo del sector "vivienda", en el
presupuesto aparece un aporte al Banco Obrero que tan solo
significa el 45 por ciento de los recursos totales que moviliza
este organismo. El Centro Simón Bolívar, que en la actualidad
está haciendo fuertes inversiones en vivienda, no aparece en la
Ley de Presupuesto.

De establecerse los presupuestos sectoriales, nuestra Ley
de Presupuesto incluiría un sector "vivienda", con sus corres-
pondientes programas, que a título de ejemplo podrían ser los
siguientes:

Sector Vivienda:

Programas 	 Unidades ejecutoras

1. Dirección y Coordinación 	 Organismo Central de Coordina-
Sectorial 	 ción 	 (Ministerio 	 o 	 Instituto 	 de

la Vivienda)

2. Construcción 	 de 	 Vivien- 	 Empresa Nacional 	 de Construc-
das 	cones Públicas (o el MOP)

3. Administración de Vivien- 	 Empresa 	 Nacional 	 do 	 Mminis-
das 	 tración Inmobiliaria

4. Regulación 	 y control 	 de 	 Dirección 	 o 	 departamento 	 co-
la 	 propiedad 	 inmobiliaria 	 rrespondiente 	 del 	 Ministerio 	 o

Instituto de la Vivienda

5. 	 Financiamiento 	 para 	 la 	 Organismo crediticio del Estado
adquisición 	 o 	 construc-
ción de viviendas

En cada programa se incluiría la totalidad de los recursos
presupuestarios que administre; cada programa estaría clasi-
ficado en sus correspondientes actividades. De acuerdo a la
naturaleza de cada programa, se decidiría si la unidad adminis-
trativa responsable debe estar ubicada en un instituto autó-
nomo o en un ministerio. Inclusive debería estudiarse la con-
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veniencia de que todos los programas estuvieran o no bajo la
responsabilidad de un solo organismo, si bien en principio parece
más recomendable la especialización de funciones.

Ejemplos similares tenemos en casi todos los sectores del
área gubernamental. La "promoción industrial" que lógicamente
debería ser un programa del sector "desarrollo industrial" ac-
tualmente es ejercida por la CVF, Banco Industrial, Comisión
Nacional de Financiamiento a la Pequeña y Mediana Industria,
Ministerio de Hacienda y de Fomento (exoneraciones impositi-
vas), Corporaciones regionales de desarrollo, etc. etc. ¿No sería
más lógico, más técnico y más eficaz la centralización de acti-
vidades similares bajo un mismo programa desarrollado especí-
ficamente por una sola unidad administrativa? ¿Independiente-
mente del número de departamentos y de agencias regionales
que ella debiera tener?

La "atención hospitalaria" en el país también puede servir
de ejemplo a lo que queremos demostrar. Actualmente el Minis-
terio de Sanidad y Asistencia Social, el Instituto Venezolano
de los Seguros Sociales, los Estados y las Municipalidades admi-
nistran hospitales, cuando debería programarse totalmente el
programa hospitalario del sector público, y no por parcelas
institucionales.

Los sectores educación, agrícola, transporte, comunicacio-
nes y quizás todos los demás que puedan mencionarse reúnen
las características antes descritas y en todos ellos es posible
aplicar las ideas expuestas sobre presupuestos sectoriales y
programas presupuestarios correspondientes a cada sector.

Proceso de implantación

Con las limitaciones que surgen de la actual organización
administrativa, cabría preguntarse en qué forma se puede es-
tablecer la programación sectorial de los presupuestos, sin que
esta programación se convierta en un esquema ideal sin ninguna
aplicación práctica.

Creemos que ha quedado suficientemente demostrado que
la técnica de programación de presupuestos sectoriales no po-
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dría aplicarse en toda su extensión, si no se cuenta con una
organización administrativa que permita la formulación y eje-
cución de esos presupuestos. Por eso, consideramos que el pri-
mer paso debería ser la creación de un comité de trabajo inte-
grado por funcionarios de Cordiplán, de la Comisión de Admi-
nistración Pública y de la Dirección Nacional del Presupuesto
cuya tarea sería la de elaborar un esquema sectorial, con los
correspondientes programas y actividatles de cada sector. La
orientación fundamental de este esquema la daría las exigen-
cias de la planificación y del presupuesto. La reforma adminis-
trativa en este sentido, o sea la reagrupación, creación o elimi-
nación de organismos, vendría dada por el esquema sectorial
que resultare de dicho trabajo. En esta forma se lograría un
esquema institucional totalmente adaptado a las necesidades
de la planificación y del presupuesto. En este sentido la Direc-
ción Nacional del Presupuesto elaboró en 1971 un documento
que puede servir de gura para ella, junto con el Informe men-
cionado de la Comisión de Administración Pública.

El Congreso Nacional debería tener también una activa
participación en este trabajo, pues indudablemente una reor-
ganización como la que surgiría de él, debería contar previa-
mente con su aprobación.

Considerando que la realización de este trabajo y la co-
rrespondiente reorganización institucional requiere de cierto
tiempo, pudiera pensarse que mientras tanto se fuera experi-
mentando con los presupuestos sectoriales en la formulación
de los próximos presupuestos. Ello consistiría en elaborar un
esquema presupuestario sectorial que permitiera tomar las de-
cisiones sobre el gasto público bajo esta concepción técnica
y que al Congreso se le presentara un documento anexo al
proyecto de ley de presupuesto, donde se le informe sectorial-
mente de los recursos solicitados y las metas, aunque la Ley
de Presupuesto se aprobara en la forma actual hasta tanto
se modifique la ley orgánica respectiva y se efectúe la refor-
ma administrativa, reforma que muy bien puede iniciarse sector
por sector, por "aproximaciones sucesivas".

No obstante, siempre debe tenerse presente que el proce-
dimiento sugerido debe ser transitorio y no debe anquilosarse,
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pues el mismo debe utilizarse en verdad corno instrumento
de transformación de los esquemas organizativos existentes,
transformación que será lenta o acelerada según la lentitud o
rapidez con que se tomen las decisiones y la capacidad de las
técnicas de planificación en promover dichas reformas.

Indudablemente las unidades administrativas con responsa-
bilidad en la programación presupuestaria —a nivel central, sec-
torial e institucional— deben tener bien clara la orientación
de este sistema mixto sectorial-institucional tendiente siempre
a darle al presupuesto la función que le corresponde como
principal instrumento de ejecución de los planes de desarrollo
en cuanto al sector público se refiere.

Asimismo, los organismos responsables de la reforma ad-
ministrativa deberán tener estrecha vinculación con las uni-
dades planificadoras y de presupuesto para que los trabajos
que se realicen al respecto tengan una orientación común en
función de una organización adecuada para el desarrollo de las
actividades estatales.

En relación a ello debe considerarse de transcendental
importancia la orientación que se le dé a la reforma adminis-
trativa. En los dos últimos años se ha hecho un esfuerzo sig-
nificativo para establecer un marco general de la reforma, donde
no sólo se introducen reorganizaciones particularistas a dife-
rentes instituciones, sino también se expresa el contexto global
de una administración para el desarrollo. Numerosos y califi-
cados documentos se han publicado últimamente al respecto.
Sin embargo, parece ser que tanto la reforma integral tal como
hasta ahora se ha planteado, como las reformas particulares
de cada institución, no están siguiendo las orientaciones pro-
gramáticas y sectoriales a las que nos estamos refiriendo en
estas notas y que han sido preocupación permanente de los
organismos y funcionarios con responsabilidad en la adminis-
tración presupuestaria.

III. MODIFICACIONES DEL PRINCIPIO DE LA ANUALIDAD PARA
LAS AUTORIZACIONES DE GASTOS EN LA LEY DE
PRESUPUESTO

Uno de los aspectos más controvertidos del régimen pre-
supuestario es el que se refiere a su periodicidad. En Venezuela
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la periodicidad de nuestro presupuesto es anual. Hasta el año
1961 inclusive, el ejercicio fiscal era julio-junio; a partir de 1962
se hace coincidente con el año calendario.

La Ley Orgánica vigente establece en su artículo 180: ''El
año económico comienza el primero (1º ) de enero de cada
año y termina el 31 de diciembre del mismo año". El artículo
196 indica: "El período de ejecución de los pagos legalmente
autorizados por el Presupuesto de Gastos de un año Económico
comprende además del año mismo al cual se aplica el Presu-
puesto, los seis meses siguientes a dicho año, pudiéndose en
consecuencia durante ese lapso, liquidar, ordenar y pagar los
gastos causados durante el año fiscal conforme al régimen
del Presupuesto, en virtud de que constituyen obligaciones ya
contraídas por el Estado hasta el 31 de diciembre inclusive,
del año respectivo. Terminado este período fenece el Presu-
puesto; no podrán librarse nuevas órdenes con cargo a los cré-
ditos restantes y quedan anuladas las ya expedidas y no pa-
gadas, debiendo los acreedores en ambos casos, para conser-
var sus derechos, pedir nuevo reconocimiento y liquidación de
sus créditos con vista del expediente en que fundan sus dere-
chos. Una vez reconocidos y liquidados estos créditos, el Eje-
cutivo Nacional presentará al Congreso una relación de ellos
acompañada de una exposición motivada que para cada crédito
exprese el año en que fue causado el gasto, la naturaleza de
éste, su legitimidad y la fecha en que se introdujo el reclamo
al Ministerio respectivo, a fin de que se incluya en el Presupuesto
la partida que deba cubrir tales créditos. Los créditos que para
los Departamentos del Ejecutivo acuerde el Congreso por este
respecto, se comprenderán bajo la denominación de "Acreen-
cias no prescritas correspondientes a Presupuestos fenecidos".

Este lapso anual, junto con el semestre complementario,
constituye uno de los principales inconvenientes para progra-
mar racionalmente los presupuestos fiscales. Estos inconve-
nientes se observan de manera fundamental en tres aspectos:
la formulación del presupuesto; la discusión y sanción legis-
lativa; los sistemas contables y administrativos de ejecución
presupuestaria.

En cuanto a la formulación del presupuesto, el calendario
establecido en el actual ordenamiento jurídico obliga a que
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el proyecto de presupuesto debe ser entregado al Congreso
en los primeros días de octubre; el mes de septiembre debe
dedicarse a las tareas de imprenta, redacción de exposición
de motivos, elaboración de cuadros estadísticos, etc.; los me-
ses de julio y agosto se destina a la elaboración de los proyectos
en cada organismo; y los meses de abril, mayo y junio se utilizan
en la elaboración de normas, estimaciones preliminares de in-
gresos, determinación de cuotas de gastos para los diferentes
organismos, etc.

Ello significa que, por ejemplo, el presupuesto para el año
1971 se empieza a formular en abril de 1970. Para esa fecha
apenas se conocen preliminarmente los resultados de la eje-
cución presupuestaria de los dos primeros meses del año. Los
resultados del presupuesto de 1969 tampoco se tienen definitiva-
mente, ya que el período de pagos de ese presupuesto fenece
en junio de 1970. 0 sea que se formula el presupuesto de 1971
sin tener todavía los resultados definitivos del año 1969.

Por lo tanto, si al conocerse los resultados definitivos
de 1969 o, lo que es más probable, si en el transcurso de 1970
se presenta alguna situación imprevista de importancia en la
ejecución de algunos programas relevantes, es poco menos
que imposible introducir los correctivos necesarios en el pre-
supuesto de 1971 sin afectar —probablemente en forma sensi-
ble— dicho presupuesto, ya que debe encontrarse elaborado
en el tercer trimestre del año 1970.

En cuanto a la discusión y sanción legislativa del Proyecto
de Ley de Presupuesto, el Congreso inicia su segundo período
de sesiones ordinarias el día dos de octubre y termina el 30
de noviembre. En apenas dos meses debe analizar los presupues-
tos completos de trece ministerios y de más de ochenta orga-
nismos autónomos, así como efectuar el análisis del presu-
puesto de ingresos. La experiencia venezolana demuestra que
tan solo esta tarea es suficiente para absorber totalmente dicho
período de sesiones. Pero lo más probable es que en ese lapso
se presenten otras materias legislativas de importancia que
deben quedar resueltas en ese mismo período, y que si por
coincidencia se refieren a temas financieros o económicos, el
peso de la tarea parlamentaria recae sobre las mismas comisio-
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nes de trabajo que deben analizar conjuntamente varias mate-
rias. Ello impide que el Congreso le pueda prestar la debida
atención a cada uno de los temas bajo su consideración.

En cuanto a los sistemas contables y administrativos de
ejecución del presupuesto, se observa varios inconvenientes
con la anualidad presupuestaria. En primer lugar es tradicio-
nal que el Congreso —por falta de tiempo— prorrogue sus
sesiones ordinarias hasta fines de diciembre; la Ley de Presu-
puesto es aprobada aproximadamente en la tercera semana
de diciembre; ello obliga a que la publicación de la Ley deba
hacerse en forma bastante precipitada, con las consecuencias
que ello puede originar. Además, las unidades administrativas
de los Ministerios y la Contraloría General de la República
disponen de muy escaso tiempo para la apertura de las cuentas
presupuestarias, que permitan iniciar la ejecución del presupuesto
desde el mismo primero de enero.

Por otra parte, debido al semestre complementario, se hace
obligatorio que durante los primeros seis meses de cada año,
tanto los Ministerios y la Tesorería Nacional como la Contra-
loría General de la República, lleven dos sistemas de conta-
bilidad presupuestaria. Uno, que se conoce como "créditos
restantes", que corresponde al presupuesto del año anterior.
Otro, que corresponde a la contabilidad del presupuesto del año
en curso.

Pero, además de los inconvenientes antes señalados origi-
nados por la anualidad presupuestaria, hay otro aspecto sobre
ésta que es de mayor importancia y es el que en verdad reclama
una transformación sustancial. Es el que se refiere al régimen
de autorización legislativa de los gastos.

Nuestro actual sistema de autorizaciones presupuestarias
no concuerda ni con técnicas legislativas modernas ni con pro-
cedimientos presupuestarios eficientes. El Congreso anualmente
autoriza la totalidad de los gastos del Presupuesto, aunque gran
parte de ellos se repitan año tras año. O también sucede que,
por ejemplo, en el presupuesto de un año determinado autoriza
un gasto que necesariamente compromete presupuestos futu-
ros y sin embargo la autorización únicamente se circunscribe al
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año en referencia y, posteriormente, en cada año sucesivo debe
volver a analizar el mencionado gasto.

Para una mayor claridad, veamos algunos ejemplos del
sistema actual de autorizaciones de gastos, para de inmediato
hacer las recomendaciones que consideramos convenientes para
su modificación.

El 32% del Presupuesto para el año 1971 corresponde a
gastos de personal. La mayor parte de este concepto de gastos
se refiere a las remuneraciones del personal fijo, el cual se
relaciona cargo por cargo todos los años. Esta relación incluye
aproximadamente 70.000 cargos. Probablemente más del 90%
de esos cargos no tienen modificación con respecto al año
anterior, mas, sin embargo, el Proyecto de Presupuesto y pos-
teriormente la Ley se publica con la totalidad de los cargos.
Esta tarea, por el contrario, es la que más tiempo absorbe al
personal con responsabilidad en la formulación presupuestaria.

Los gastos corrientes del Presupuesto de un año con res-
pecto a los del presupuesto del año anterior, probablemente
permanezcan sin modificación en más de un 90%. Esto es apli-
cable a gastos de personal, bienes y servicios no personales,
pensiones y jubilaciones, subsidios sociales, becas, aportes a
institutos autónomos de servicios, transferencias internaciona-
les, pagos de deuda administrativa, etc. Sin embargo en cada
año, tanto en el Proyecto como en la Ley de Presupuesto se repi-
ten la totalidad de estos gastos, a pesar de su comprobada
recurrencia.

Si analizamos el caso de las obras públicas, se observa
que una obra autorizada por el Congreso apenas si tiene la
autorización correspondiente a un año, cuando por el contra-
rio debiera autorizarse el costo total de la obra y no única-
mente la erogación anual, si bien periódicamente debe revi-
sarse en función del ritmo de ejecución del proyecto y de las
modificaciones de precios.

Por lo antes expuesto, a pesar de que pudieran enume-
rarse muchos ejemplos más, consideramos que el régimen de
autorización legislativa de gastos debe ser modificado sustan-
cialmente.
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Pudiera pensarse en una autorización permanente para gas-
tos permanentes: sueldos, viáticos, aguinaldos, becas, pensio-
nes, subsidios, aportes a determinados institutos autónomos,
etc. En los gastos de inversión debieran autorizarse la totalidad
de recursos necesarios para cada proyecto específico, indepen-
dientemente de que se señalaran el plazo de su ejecución y la
forma de pago. De acuerdo con el régimen actual, una obra
que tenga un costo total de 50 millones de bolívares, en el Pre-
supuesto del primer año sólo se autoriza el gasto de ese año

• y en cada uno de los ejercicios futuros, debe el Ejecutivo soli-
citar los recursos respectivos. Así, el Congreso autoriza anual-
mente los recursos sin conocer el costo total. Por otra parte,
el Ejecutivo inicia la obra sin tener la certeza de los recursos
que se le autorizarán en el futuro para su continuación. Con la
modificación propuesta el Congreso autorizaría de una sola vez
los 50 millones de bolívares, indicando su plazo de ejecución
y forma de pago. Pero dicha obra no volvería a ser planteada
ante el Congreso, a no ser que fuera para fines de control y
evaluación de su ejecución.

En definitiva, la idea en conjunto sería la de un régimen
permanente de autorizaciones presupuestarias, donde no hiciera
falta presentar todos los años al Congreso el Proyecto de Pre-
supuesto de Gastos totales para un año. Al Congreso se le
presentaría periódicamente, de acuerdo al comportamiento y las
espectativas de ingresos, modificaciones parciales al volumen
de gastos autorizados. Ello inclusive tendría la ventaja de iden-
tificar el destino específico que se le daría al incremento de los
ingresos. E indudablemente en los gastos corrientes se operaría
una economía considerable, o al menos se frenaría su creci-
miento, ya que los aumentos que solicitara el Ejecutivo para
ellos, por su presentación específica, deberían tener una sólida
argumentación, cosa que no siempre sucede en la actualidad,
donde muchos incrementos de gastos corrientes pasan desaper-
cibidos o disimulados dentro de magnitudes financieras tan
considerables como las de nuestros presupuestos anuales.

Condición indispensable para poner en práctica este siste-
ma es la de contar con programas financieros de ejecución de
cada proyecto, el cronograma de pagos, etc.

Para aclarar mejor la idea que queremos expresar, compa-
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rándola con el sistema vigente, podríamos afirmar que después
de aprobado un presupuesto permanente las modificaciones a
gastos existentes se harían en forma parecida a la figura actual
del crédito adicional y de la insubsistencia.

En estas páginas únicamente hemos pretendido esbozar
nuestra opinión personal sobre esta materia. Con toda seguri-
dad es necesario profundizar mucho más sobre todos sus al-
cances.

Este régimen de autorizaciones presupuestarias es mucho
más necesario ante la presencia de una Ley de Presupuesto
del Sector Público, pues facilitaría enormemente su implemen-
tación y realización, ya que no sería necesario anualmente mo-
dificar las autorizaciones y propósitos de numerosas actividades
que no tienen por qué sufrir alteración de un año para otro.

En la actualidad, ya existe en nuestra legislación un régi-
men que permite el establecimiento de compromisos de gastos
para varios ejercicios, inclusive sin autorización del Congreso;
es el que se refiere a los contratos de gestión ordinaria pagade-
ros en varios ejercicios, previsto en la Ley de Crédito Público.
A título de ejemplo, pudiéramos señalar que el régimen pro-
puesto se asemeja a ello, pero con autorización legislativa y
no sólo para determinadas adquisiciones o servicios, sino que
pudiera ser para el funcionamiento total de ciertas actividades
o de determinados proyectos de inversión.

IV. EL FLUJO FINANCIERO DEL TESORO PUBLICO.
EL BANCO DEL TESORO

La Ley Orgánica de la Hacienda Pública Nacional asigna
la responsabilidad de efectuar los pagos del presupuesto a la
Tesorería Nacional; pero también permite que los Habilitados
o los administradores debidamente autorizados —funcionarios de
los respectivos Ministerios— dispongan de numerario para efec-
tuar pagos directamente. Ello significa que la responsabilidad
por el manejo directo de los fondos no está centralizada en la
Tesorería Nacional, sino que aparece dispersa entre este orga-
nismo y numerosos funcionarios de los Ministerios que no tie-
nen ninguna dependencia jerárquica ni funcional con la Tesorería.
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Sobre esta materia, la Ley Orgánica vigente establece:

"Artículo 82.—La Tesorería Nacional comprende el servi-
cio de percibir por sí o por medio de sus agencias u otras
entidades auxiliares, los productos en numerario de los ingre-
sos nacionales, custodiar dichos fondos y demás valores perte-
necientes al Tesoro, hacer los pagos autorizados por el Presu-
puesto conforme a la Ley, recibir y custodiar las especies fis-
cales y entregarlas a las Oficinas administradoras, conforme
lo determinen las disposiciones legales respectivas. La recep-
ción y custodia de dichos fondos, valores y especies fiscales,
podrá también encomendarse a otras Oficinas o Institutos, cuando
así lo disponga el Ejecutivo Nacional.

Artículo 83.— Todas las Oficinas Públicas y entidades auxi-
liares que tengan a su cargo la recepción o inversión de fondos
nacionales formarán parte del Servicio de Tesorería, el cual
dependerá del Ministerio de Hacienda salvo las que hacen in-
versión definitiva de avances o asignaciones conforme a los
artículos 198 y 202 de esta Ley y que responderán de ellos al
respectivo Ministro ordenador de quien dependen.

Artículo 84.— El Servicio de Tesoreria se hará por me-
dio de una Oficina Central en Caracas, por las Agencias y Re-
ceptorias que establezca el Ejecutivo Nacional dentro y fuera
de la República, y por Entidades auxiliares, a quienes se les
confíen atribuciones relacionadas con dichos servicios, de acuer-
do con la Ley.

Artículo 198.— Ningún pago autorizado puede ordenarse
por cuenta del Tesoro Nacional, sino para satisfacer un ser-
vicio o gasto ya efectuado y comprobado, de acuerdo con su
naturaleza, salvo los avances que autorice el Ejecutivo Nacio-
nal, conforme a los reglamentos, para el pago de raciones y
asignaciones del servicio militar, naval, de resguardo maríti-
mo, de hospitales, penitenciarías, instituciones de beneficen-
cia e internados; los viáticos y gastos de viaje de los emplea-
dos en servicio ordinario o en comisión; los adelantos a los
administradores, contratistas o empresarios de trabajos u obras
que se ejecutan por cuenta de la Nación y las cuotas que se
entreguen con destino a servicios que conforme a la Ley son
administrados por oficinas extrañas a la Administración Nacional.
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El Ejecutivo Nacional podrá ordenar, con sujeción al Re-
glamento que se dictara al efecto, la erogación de determina-
das cantidades, en calidad de avances, a favor de los Habilita-
dos de los Ministerios para atender a aquellas inversiones que
por su naturaleza requieren inaplazable atención. El monto de
estos avances se fijará en el Consejo de Ministros, de acuerdo
con las circunstancias que los justifiquen y oída la opinión
de la Contraloría de la Nación.

En ningún caso podrán hacerse avances a cuenta de un
Presupuesto que no haya sido aprobado por el Congreso.

Artículo 202.— Las órdenes de pago se expedirán a favor
del acreedor que directamente haya adquirido la acreencia con-
tra el Tesoro Nacional, excepto las que se expidan a favor de
administradores legalmente autorizados y las que autoricen el
pago de presupuestos de oficinas o de asignaciones de servi-
cios, las cuales se girarán a favor del Jefe de la oficina o de
la persona habilitada expresamente para recibir y distribuir el
presupuesto o la asignación.

Del contenido de los artículos transcritos, debemos resal-
tar los siguientes aspectos por ser sobre ellos que vamos a
centrar nuestros comentarios y recomendaciones:

a) El servicio de percepción de ingresos y de erogaciones
presupuestarias le corresponde a la Tesorería Nacional, la cual
depende del Ministerio de Hacienda.

b) La Ley permite que en cada Ministerio existan fun-
cionarios (Habilitados y Administradores de fondos) que tie-
nen la responsabilidad de manejar fondos del Tesoro, sin ser
empleados de la Tesorería Nacional.

c) Esos funcionarios (Habilitados y Administradores de
fondos) disponen del numerario, bien sea en efectivo, o bien en
depósitos bancarios.

Si consideramos que un alto porcentaje del Presupuesto
fiscal se maneja por el sistema de avances a favor de los
Habilitados de los Ministerios o a favor de Administradores
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legalmente autorizados, es fácil que se presente la posibilidad
de que no siempre los Habilitados o los Administradores de
fondos destinen éstos a los fines específicos para los cuales
se les entregó, sino para atender otras necesidades inmediatas
del organismo, bien sea por propia decisión o por instrucciones
de sus superiores jerárquicos.

El sistema actual permite:

a) Que los Habilitados o Administradores de fondos reci-
ban cuantiosas cantidades de dinero, que son depositadas en
cuentas bancarias; la selección del banco comercial en el cual
se efectúe el depósito responde a criterios de comodidad perso-
nal o de interés particular del organismo.

b) Es posible, y la experiencia así lo demuestra, que es-
tos fondos en manos de los Habilitados o de los Administra-
dores autorizados, no siempre se utilizan para atender los fines
especificos autorizados en la Ley de Presupuesto o en la orden
de pago respectiva.

C) Las rendiciones de cuentas sobre la utilización de di-
chos fondos de avance se retardan excesivamente en el tiempo,
con la natural inconveniencia para el conocimiento real de los
resultados de la ejecución presupuestaria y para la claridad que
siempre debe existir en los Ministerios, en la Tesorería Nacio-
nal y en la Contraloría General de la República sobre la utiliza-
ción de los dineros públicos.

El sistema actual de pagos de hecho establece una dupli-
cidad de funciones y de responsabilidad que deberían estar cen-
tralizadas exclusivamente en la Tesorería Nacional. El hecho de
que en cada Ministerio exista lo que pudiéramos llamar "peque-
ñas tesorerías" particulares, sin una relación jerárquica ni fun-
cional con la Tesorería Nacional y sin tener la responsabilidad
total debieran tomar como agentes del Tesoro, origina muchas
inconveniencias de carácter financiero y administrativo.

El hecho de que un Habilitado o un Administrador autoriza-
do maneje directamente y en efectivo varios millones de bolí-
vares en forma permanente, estando supeditada su actuación
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a instrucciones directas de sus superiores jerárquicos —Direc-
tores de Administración, Ministros, etc.— permite la posibili-
dad antes mencionada de que, en un momento determinado, esas
cantidades de dinero se utilicen en fines distintos a los que apro-
bó la Contraloría General de la República y la Tesorería Nacio-
nal al autorizar la orden de pago respectiva.

Por otra parte, si se considera que los organismos oficia-
les (Ministerios e Institutos Autónomos) tienen depósitos en
la banca privada del orden de 900 millones de bolívares apro-
ximadamente como promedio diario y que las cuentas banca-
rias correspondientes se abren, como ya se dijo, de acuerdo a
la comodidad o al interés particular de cada organismo públi-
co, se observa al respecto dos aspectos importantes.

a) Distribución caprichosa de los depósitos de institutos
oficiales en la banca privada, sin que éstos obedezcan a una
decisión superior en función de mantener un sano principio de
equilibrio financiero en el sistema bancario, con las naturales
consecuencias peligrosas que ello puede originar.

b) Que se presenta el hecho contradictorio de que la Te-
sorería Nacional acuse dificultades transitorias de numerario,
para cuya satisfacción debe emitir Letras del Tesoro a un inte-
rés del 6%  aproximadamente, mientras existen depósitos ofi-
ciales en la banca privada de los cuales aproximadamente más
de un 50% no perciben intereses por corresponder a depósitos
a la vista, el otro 50% devenga intereses por estar colocados
a plazo fijo, cuyas tasas probablemente son inferiores en pro-
medio a las tasas de interés que paga el Tesoro por las Letras
que emite.

En consecuencia y en virtud de los planteamientos anterio-
res, consideramos conveniente analizar la posibilidad que se
cumplan las siguientes recomendaciones:

a) Que únicamente estén facultados a manejar directa-
mente fondos del Tesoro, los empleados de la Tesorería Nacio-
nal, lo cual significaría que los actuales Habilitados o Adminis-
tradores autorizados deberían ser empleados directos de la Te-
soreria Nacional.
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Ello tendría la ventaja, en primer lugar, de que la utilización
de los fondos de Tesorería serían dedicados exclusivamente a
los fines autorizados en la Ley de Presupuesto y en la orden de
pago respectiva; en segundo término, de que si en cada Minis-
terio existiera un "pagador", se agilizaría significativamente el
proceso administrativo de tramitación de pagos; ya que de he-
cho serían como "Tesoreros Delegados", por lo que no tendrían
que ir todas las órdenes de pago -a la firma del Tesoro Nacio-
nal. En segundo lugar, dichos empleados del Tesoro, como Agen-
tes del Tesoro que serían, no sólo tendrían la facultad de efec-
tuar pagos sino también la de ejercer otras atribuciones del Ser-
vicio de Tesorería que les conferiría la Ley.

b) Crear el Banco del Tesoro en el cual se centralizarán
todos los depósitos bancarios de los institutos oficiales: Minis-
terios, Institutos Autónomos, Empresas del Estado, Entidades
Regionales, etc. Ello no significaría una cuenta única del Tesoro,
sino un instituto bancario oficial en el cual cada organismo pú-
blico tendría su cuenta individual.

Las principales ventajas de la creación del Banco del Teso-
ro estarían dadas, en primer lugar, porque se permitiría mejor
planificación financiera del Estado, pudiendo tomar decisiones
más racionales de estabilidad monetaria, de financiamiento
bancario, de utilización temporal de depósitos cuyas cantida-
des no las requerirían de inmediato determinados institutos,
de colocación en títulos del Estado etc.; en segundo término,
con un simple procedimiento de notas de débito o de crédito
pudiera efectuarse numerosas transacciones intergubernamen-
tales, que actualmente requieren de tediosos procedimientos de
tramitación administrativa; en tercer término, el Banco del Te-
soro dispondría de los recursos depositados por los organismos
oficiales, ademas de los propios fondos del Tesoro Nacional;
un instituto bancario oficial con los recursos que él administra-
ría, indudablemente tendría muchas ventajas desde el punto de
vista financiero del Estado.

Las atribuciones y responsabilidades que la Ley le fijara
al Banco del Tesoro, no deberían permitir la actividad crediticia
a los particulares ni otras operaciones comerciales que,induda-
blemente, desvirtuarían el sentido de su creación y le daría una
orientación distinta de la que debe tener.
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Naturalmente la creación del Banco del Tesoro y la centra-
lización en el de los depósitos oficiales, debería cumplirse en
forma progresiva y no de una sola vez, pues habría que consi-
derar la incidencia que ello tendría en el sistema bancario y sus
consecuencias sobre la estabilidad monetaria, la actividad cre-
diticia y, en términos generales, sobre el financiamiento de las
actividades productivas nacionales.

Al principio, pudiera pensarse iniciar el sistema a través
del Banco Central de Venezuela y/o el Banco Industrial, para
ir progresivamente conformando lo que debe ser un Banco del
Tesoro.

V. LA OFICINA CENTRAL DE PRESUPUESTO Y LAS
OFICINAS SECTORIALES

Gran parte del éxito o del fracaso del sistema de planifica-
ción, del sistema de presupuesto y de los planes de reforma ad-
ministrativa, dependerá notablemente de la organización ins-
titucional que se establezca para su implantación y funciona-
miento. Numerosos textos y documentos se han escrito sobre
esta materia y numerosas conferencias han dictado calificados
funcionarios venezolanos y del exterior sobre este tema.

No pretendemos en estas notas —ni mucho menos— pro-
poner una nueva teoría sobre la organización administrativa.
Apenas perseguimos el propósito de plantear la que en nues-
tra opinión sería la organización de la función presupuestaria
más adecuada. Esta opinión surge fundamentalmente de la ob-
servación de experiencias en otros países y del análisis de las
ideas expuestas por calificados expertos sobre la materia, ideas
que como es natural no siempre son coincidentes.

1. La Oficina Central de Presupuesto

Los sistemas de planificación, de presupuesto y de planifi-
cación administrativa, estrechamente vinculados e interdepen-
dientes, tienen como organismos centrales a Cordiplan, a la Di-
rección Nacional del Presupuesto y a la Comisión de Adminis-
tración Pública, respectivamente. En teoría, estos tres organis-
mos deberían actuar en perfecta armonía y coordinación. Los
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trabajos desempeñados por cada uno de estos tres organismos
tienen entre sí, una íntima interrelación, de tal manera que si
no se establece la debida comunicación entre ellos; cualquier
falla o desconocimiento de alguno de ellos repercute necesaria-
mente en los demás.

Hasta el presente, las relaciones de comunicaciones o de
trabajo de la Dirección Nacional del Presupuesto con Cordi-
plan, se han establecido más por la vía informal y personal entre
los funcionarios de estos organismos, que por la vía institucio-
nal y permanente de una coordinación que debe existir en forma
institucional.

Mucho se ha discutido sobre la ubicación que debe tener
la unidad administrativa central de la función presupuestaria,
llámese Dirección General del Presupuesto, Oficina Central de
Presupuesto, Oficina Nacional de Presupuesto. Naciones Unidas,
especialmente a través de CEPAL y del ILPES le ha dedicado
especial atención. Del documento "Discusiones sobre Planifica-
ción" transcribimos los siguientes conceptos:

"Uno de los puntos más importantes respecto a las rela-
ciones que debe mantener la planificación es el que se refiere
a la vinculación de sus organismos con los de presupuesto. El
presupuesto es una herramienta muy útil para la planificación
pública. Por consiguiente, se considera al presupuesto guberna-
mental como un instrumento estratégico en la política de desa-
rrollo. Por una parte, constituye un eslabón fundamental para
el proceso de planificación, en especial en lo que se refiere a
la asignación de recursos para dar cumplimiento en el corto pla-
zo a las metas establecidas en los planes de largo y mediano
plazo. Por otra, se le considera como un mecanismo decisivo
de politice económica, pues su nivel y composición influyen en
el corto plazo y en los campos monetarios, cambiario y financie-
ro en general. También influye al determinar la asignación de
recursos en la estructura orgánica y en los procedimientos de
la administración pública.

Al organismo encargado de la formulación del presupuesto
anual, cual es la oficina de presupuesto, debe corresponder una
gran participación en la programación de corto plazo de las ac-
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tividades del gobierno. Sin embargo, suele aceptarse que el ni-
vel del gasto público y su distribución entre consumo e inver-
sión sean magnitudes que debe recomendar el organismo cen-
tral de planificación, de acuerdo con los planes por él formula-
dos. Con todo, el trabajo de detalle de la formulación de pro-
gramas operativos anuales, de asignación de recursos y de me-
dición de costos debe quedar en manos de la oficina de presu-
puesto. En materia de programa de inversión se suele recomen-
dar una participación muy activa del organismo central de pla-
nificación en estrecho contacto con la oficina de presupuesto.
Con respecto a las estimaciones de ingresos, se considera ne-
cesario dar una gran influencia a los organismos recaudadores
de impuestos y tesorerías.

Otro aspecto en el que hay coincidencia de opiniones es
en el relativo a la necesidad de que la oficina de presupuesto
incorpore técnicos y programadores altamente capacitados que
puedan dedicar su tiempo a labores de programación en con-
tacto con los órganos ejecutores de programas. Parece conve-
niente reducir las labores meramente contables de las oficinas
de presupuesto, trasladando estas funciones a las oficinas cen-
trales de contabilidad. La fusión de los organismos de contabi-
lidad con los de presupuesto suele derivar en un crecimiento
muy grande de la oficina de presupuesto, como ha sucedido en
Colombia y Bolivia. En esos casos puede ocurrir que las labores
contables tiendan a absorber a todo el personal, sin dejar recur-
sos para programar adecuadamente. En otros casos, las ofici-
nas de presupuesto pequeñas, que no tienen a su cargo tareas
contables, suelen estar en mejores condiciones para las labores
de programación presupuestaria.

Un aspecto muy importante por dilucidar es la vinculación
entre la planificación y el presupuesto. A este respecto, pue-
den existir posiciones distintas. En algunos países se ha fusio-
nado a las oficinas del presupuesto y de planificación en un
mismo ministerio. En otras, la fusión se ha hecho incorporando
la oficina de presupuesto al organismo de planificación. Otra
fórmula consiste en incorporar la oficina de presupuesto dentro
de una oficina central de administración, que incluye adminis-
tración de personal y organización y métodos, tal como ocurre
en Ecuador, Panamá y Brasil. En estos casos por estar estas ofi-
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cinas a nivel presidencial, se relacionan muy estrechamente con
las de planificación.

Otra posición consiste en mantener separadas las oficinas
de planificación y de presupuesto. En esta solución puede ha-
ber dos alternativas: una consiste en radicar la oficina de pre-
supuesto en el Ministerio de Hacienda —caso de la gran mayo-
ría de los países latinoamericanos— y otra en ubicarla como
dependencia de la Presidencia de la República, como en la Re-
pública Dominicana, en que la Dirección de Presupuesto está a
nivel presidencial, pero separada de la Oficina Nacional de Pla-
nificación.

Conviene examinar brevemente cuál ha sido la experiencia
recogida en América Latina respecto a las distintas posiciones
enunciadas. En el caso de Costa Rica, la Oficina de Presupues-
to se fusionó con la Oficina de Planificación, radicando la parte
contable de presupuestos en el Ministerio de Economía y Ha-
cienda. La Oficina de Presupuesto costarricense era un ejem-
plo típico de la burocracia arraigada a las normas tradicionales,
y ésta fue una de las razones de que se trasladara a la de pro-
gramación. La segunda razón que motivó ese cambio fue la par
ticipación de la Asamblea Legislativa en la aprobación del pres
upuesto. Para introducir la idea de presupuesto por programas y
hacerla aprobar por el Congreso se estimó que la unidad de pla
nificación tendría más poder de convencimiento que la oficina
tradicional. La ventaja que se obtiene con este tipo de arreglo
es que la oficina de planificación puede encontrar en el presu-
puesto un poderoso instrumento de asignación de recursos, que
le da gran prestigio en toda la administración pública. Pero esa
misma fuerza podría también traducirse en que hubiera resis-
tencia entre la oficina de planificación, e incluso en que ésta
perdiera de vista sus fines originales y se convirtiera en un ob-
jeto de controversia política.

Otra fórmula ha consistido en trasladar la oficina de presu-
puesto a un organismo central de administración colocado al
mismo nivel de la oficina de planificación. Es el caso de Ecua-
dor, país en que se solucionó el problema creando la Secreta-
ría Técnica de Administración, que incluye la Oficina Nacional
de Presupuesto a nivel presidencial. Esta oficina coordina su
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labor con planificación a través del Comité de Financiamiento,
y el presupuesto es estructurado por ambos sectores en igual-
dad de condiciones.

La fórmula de mantener la oficina de presupuesto en el mi-
nisterio de Hacienda se ha adoptado en la mayoría de los paí-
ses latinoamericanos, tomando en consideración que, si bien es
cierto que el presupuesto es un instrumento de fines múltiples,
el aspecto que más lo- caracteriza es su elemento operativo.
Como se trata de utilizarlo como herramienta de ejecución de
planes, parecería conveniente situar la oficina de presupuesto
en un nivel muy próximo a las decisiones operativas, como es
el caso de los ministerios de hacienda. Para establecer el vincu-
lo con los planes, la oficina de presupuesto puede mantener las
contactos necesarios con los técnicos de planificación, y a un
nivel más alto la coordinación puede hacerse en el Consejo de
Desarrollo, donde tienen participación el Ministerio de Hacienda
y los responsables de la planificación.

Algunas personas consideran que, si bien la planificación
es una función de asesoramiento, podría ser muy provechoso
reunir bajo un mismo ministerio las funciones de planificación,
política económica y presupuestos, lo cual facilitaría la integra-
ción política en una etapa anterior a la de presentación del pre-
supuesto".

De los párrafos transcritos se observa diferentes posicio.
nes en cuanto a la ubicación que debe tener la Oficina Central
de Presupuesto en el seno de la administración pública. Inclu-
sive el documento mencionado no se pronuncia sobre una reco-
mendación única.

En Venezuela la Dirección Nacional de Presupuesto siem-
pre ha estado ubicada en el Ministerio de Hacienda. Cordiplan
desde su creación está adscrita a la Presidencia de la Repúbli-
ca, teniendo rango de Ministro el Jefe de la Oficina. La Comisión
de Administración Pública inicialmente estuvo adscrita al Mi-
nisterio de Hacienda, si bien esta adscripción era presupuesta-
ria más que de dependencia jerárquica. A partir del año 1965 se
adscribió a Cordiplan, pasando a depender jerárquicamente de
este organismo.
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Personalmente considero que estos tres organismos deben
estar ubicados al mismo nivel jerárquico, coordinados y super-
visados por un mismo funcionario de rango ministerial. Creemos
como la más conveniente una organización similar a la existente
en la República Dominicana, a pesar de que por diferentes mo-
tivos que no vienen al caso analizar en este momento no ha
dado los resultados esperados en ese país. La organización pro-
puesta consistiría en cuatro Oficinas Nacionales, a saber: Ofi-
cina Nacional de Planificación, Oficina Nacional de Presupuesto,
Oficina Nacional de Estadísticas y la Oficina Nacional de Orga-
nización y Métodos. Cada una de ellas supervisadas por su co-
rrespondiente Director Nacional, dependiendo jerárquicamente
cada uno de ellos de un funcionario con rango ministerial, que
depende directamente del Presidente de la República y que asis-
ta permanentemente al Consejo de Ministros.

El esquema sería de la forma siguiente:
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Es oportuno destacar que el "Informe sobre la Reforma de
la Administración Pública Nacional" publicado por la Comisión
de Administración Pública en 1972, propone un esquema bastan-
te parecido al presente.

Deseo señalar un punto de divergencia al respecto. Perso-
nalmente considero que la función de coordinación de las acti-
vidades públicas para el cumplimiento de los planes debe recaer
sobre la Oficina Central de Pregupuesto y no sobre Cordiplan,
como está en la actualidad y así se mantiene en dicho Informe.
La coordinación es un aspecto operativo mas que de planifica-
ción, ella implica la atención diaria, la vigilancia permanente
sobre la marcha de los distintos programas y ello se ejerce esen-
cialmente por la vía presupuestaria.

2 Las oficinas sectoriales de presupuesto

En los últimos diez años, ha sido empeño permanente de
Cordiplan, de la Comisión de Administración Pública y de la
Dirección Nacional de Presupuesto el establecimiento de uni-
dades de planificación, de organización y métodos y de presu-
puesto en todos los organismos públicos. Hoy en día podemos
afirmar que la gran mayoría de las instituciones gubernamenta-
les poseen oficinas de presupuesto, si bien su conformación,
ubicación organizativa y funciones difieren bastante.

La Dirección Nacional del Presupuesto siempre ha reco-
mendado que las Oficinas de Presupuesto estén ubicadas ba-
jo la dependencia del más alto nivel jerárquico de cada orga-
nismo. Así mismo, ha establecido las funciones que deben de-
sempeñar. Actualmente, estas Oficinas no siempre cumplen con
las funciones que le corresponden y, en muchos casos, se ocu-
pan de tareas contables, de control previo, de tramitaciones de
gastos, etc. labores éstas que no deben ser de su competencia,
descuidando considerablemente sus funciones básicas de pro-
gramación y evaluación.

Con la finalidad de unificar criterios y establecer con man-
dato legal las funciones y atribuciones de las Oficinas secto-
riales de presupuesto, el Proyecto de Ley Orgánica de Presu-
puesto contempla la norma siguiente en su articulo 58: "En
cada uno de los organismos a que se refiere el artículo 19 de
la presente Ley funcionará una Oficina Institucional de Presu-
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puesto, que será el órgano de enlace y comunicación entre el
correspondiente organismo y el Ministerio de Hacienda y tendrá
como funciones principales las siguientes:

11 Asesorar en materia de administración presupuestaria
al organismo al cual esté adscrita.

2?) Estudiar los Proyectos de Presupuesto elaborados por
las distintas unidades ejecutoras de programas del respectivo
organismo y proponer las modificaciones que considere nece-
sarias.

39) Coordinar y elaborar los Proyectos de Presupuesto del
respectivo organismo de acuerdo con las normas aplicables.

4?) Ejercer el control financiero y programático de la eje-
cución del presupuesto. En este sentido, deberán llevar las es-
tadísticas necesarias para velar por el cumplimiento de las me-
tas programadas y sus respectivos costos y suministrarán a los
directivos del organismo al cual esté adscrita y a la Dirección
Nacional del Presupuesto del Ministerio de Hacienda, informes
periódicos sobre los resultados de dicho control.

59) Suministrar a los directivos del organismo correspon-
diente y a la Dirección Nacional del Presupuesto cualquier infor-
mación presupuestaria que le sea requerida.

60) Preparar el programa de ejecución de pagos del Pre-
supuesto del respectivo organismo y someterlo a la aprobación
del Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección Nacional
del Presupuesto.

79) Evaluar los programas presupuestarios de su respec-
tivo organismo.

89) Proponer normas e instrucciones referentes a la ad-
ministración presupuestaria en el organismo correspondiente.

99) Analizar las solicitudes de modificaciones presupues-
tarias presentadas por las diferentes unidades ejecutoras de los
programas y emitir su opinión al respecto.

109) Velar por el cumplimiento de las normas establecidas
en materia de administración presupuestaria".

Con la finalidad de garantizar que el personal técnico de
esas Oficinas reúna las mejores condiciones para ocupar los
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respectivos cargos en la administración, en dicho Proyecto se
incluyó también la siguiente norma: "Artículo 59. El nombramien-
to del personal técnico de las Oficinas Institucionales de Presu-
puesto deberá ser aprobado previamente por la Dirección Na-
cional del Presupuesto del Ministerio de Hacienda, sin perjui-
cio de las demás normas que existan para administración del
personal de la Administración Pública".

No obstante, a pesar de corisiderar que los dos artículos
transcritos del Proyecto de Ley Orgánica de Presupuesto mejo-
rarían notablemente la situación actual, la experiencia demues-
tra los inconvenientes que surgen de la organización vigentes,
los cuales no se solucionan totalmente con las normas propues-
tas en el Proyecto mencionado.

En páginas anteriores cuando nos referimos a la organiza-
ción institucional de la función presupuestaria, dentro del pro-
ceso de reforma presupuestaria, anotamos las funciones y res-
ponsabilidades que el Instructivo Presidencial RA-1 establece a
estas unidades.

Considerarnos que sería conveniente la existencia de una
mayor relación de dependencia de las Oficinas institucionales
de Presupuesto con la Dirección Nacional del Presupuesto. Ac-
tualmente no existe ninguna dependencia jerárquica y las rela-
ciones entre la Dirección Nacional del Presupuesto y las Ofici-
nas sectoriales apenas son de carácter funcional. Ello origina
que las normas y directrices sobre administración presupuesta-
ria dictadas a nivel central, no siempre sean cumplidas debi-
damente, por cuanto las Oficinas sectoriales reciben instruc-
ciones directas de su propio organismo, instrucciones que a
veces coliden con los propósitos perseguidos por la Oficina Cen-
tral. Además la situación actual permite la existencia de criterios
totalmente diferentes en cuanto a número del personal necesa-
rio en cada oficina, remuneraciones, ascensos, evaluación de
eficiencia, etc.

Por ello, consideramos que dichas Oficinas debieran depen-
der totalmente de la Dirección Nacional del Presupuesto, o sea
en sus aspectos jerárquicos, administrativo y financiero. En esta
forma la organización institucional de la función presupuestaria,
estaría conformada por la Oficina Nacional de Presupuesto y
las correspondientes oficinas delegadas u oficinas instituciona-
les en cada organismo.
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Probablemente, la aplicación de esta proposición origine
ciertas resistencias en los diferentes organismos públicos. Sin
embargo, si se establecen claramente las funciones que tendrían
la Oficina Nacional de Presupuesto y sus correspondientes ofi-
cinas institucionales y si éstas cumplen sus atribuciones con la
objetividad y tecnicismo requerido, sin lugar a dudas que el sis-
tema de administración presupuestaria saldría favorecido al dis-
poner de una organización más adecuada.

VI. LA CONTABILIDAD DE COSTOS Y LA MEDICION DE
RESULTADOS. LA OFICINA CENTRAL DE
CONTABILIDAD

Un elemento trascendental del prespuesto por programas
corresponde a la medición de resultados y sus costos.

El sistema de presupuestos por programa basa su opera-
ción en el cálculo de costos. Por lo tanto, es una técnica que
está constantemente mirando a través del cristal de los resul-
tados. Bajo esta condición es necesario adaptar la contabilidad
fiscal para que proporcione los antecedentes necesarios con
respecto a los costos, sean estos unitarios y/o totales. En otras
palabras, la implantación de la técnica presupuestaria por pro-
gramas, obliga a cambiar el enfoque de la contabilidad fiscal
de una simple contabilidad fiscal presupuestaria a una contabi-
lidad fiscal que incorpore la contabilidad de costos.

Es indudable que para el control de los presupuestos por
programas es necesario contar con un instrumento de medi-
ción de resultados físicos y financieros. Dicho instrumento debe
permitir a los responsables de cada unidad ejecutora, a los je-
fes de las instituciones, a los programadores y por último a las
más altas autoridades, conocer cada uno con diverso grado de
detalle, el desarrollo de la parte de cada programa que les co-
rresponde ejecutar, analizar o supervigilar, de modo que puedan
establecerse claramente las ineficiencias en el cumplimiento
de los programas, sus causas y las responsabilidades del caso.

Para poder cumplir con los objetivos señalados anteriormen-
te es indispensable entonces, contar dentro del sector público
con un sistema de contabilidad de costos, el que deberá asu-
mir diferentes modalidades de detalle en función de las carac-
terísticas, importancia y fines de cada organismo o institución
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y de acuerdo con la información que se requiere para el control
de los diferentes programas, sub-programas, actividades o pro-
yectos.

Este sistema de costos deberá tender, idealmente, a ob-
tener costos unitarios donde ello sea posible y significativo. En
los casos en que ello no sea factible, el sistema de costos de-
berá proveer o ser complementado con las informaciones e in-
dices necesarios a fin de poder cumplir con los propósitos se-
ñalados en los párrafos anteriores.

Si se quiere llegar a implantar un sistema de costos dentro
del Sector Público, conceptualmente no existen ddifIcultades
para ello. Sin embargo, poner en práctica un sistema de costos
lleva implícito numerosas dificultades puesto que ello significa
un cambio trascendental sobre los sistemas tradicionales de
contabilidad. Así se tiene por ejemplo, que para operar con un
sistema de costos es necesario introducir dentro del Sector Pú-
blico los conceptos de gastos devengados y su sistema de ope-
ración, así como el concepto de provisiones y su respectivo me-
canismo de cálculo y aplicación.

Dada las dificultades iniciales que implica la implantación
de un sistema de costos las soluciones deberán ser en parte
contables y en parte estadísticas o extracontables. Con éstas
se pretende que el sistema se vaya perfeccionando poco a poco,
a medida que el personal que deba operarlo se vaya familiari-
zando con él y con los problemas inherentes, así como también
con la técnica de costos. Es decir, que el sistema sea construi-
do en la medida en que se vaya contando con los elementos
necesarios para que opere eficientemente.

Por la diversidad de programas que llevan a cabo las ins-
tituciones que conforman el Sector Público, serán diversas tam-
bién las modalidades de costos a adoptarse en cada una de
ellas, y cada modalidad tendrá también sus propias caracterís-
ticas.

Al dar a la contabilidad fiscal un nuevo enfoque debe afron-
tarse definitivamente el problema de implantar la utilización del
concepto de gastos devengados en los cálculos, para llegar a
tener una información real de los costos. Cierto es que, al im-
plantar dicha modalidad, tendrá que aceptarse que se romperá
la antigua igualdad de los presupuestos tradicionales, en que el
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presupuesto utilizado es igual al costo. Esta igualdad, justo es
reconocerlo, da una extraordinaria simpleza a la contabilidad,
pero igualmente debe reconocerse el engañoso espejismo de los
costos determinados únicamente sobre la base de valores efec-
tivos.

El hecho de romper la igualdad anterior es importantísima,
ya que desde ese momento el presupuesto utilizado no tiene por
qué corresponder con los costos calculados. Por lo tanto, debe
exigírsele al sistema contable que proporcione la información
y el análisis que permita controlar estas dos variables vale d

ecir, los costos y el presupuesto utilizado. En otras palabras, el
sistema contable para los presupuestos por programas, debe
proporcionar la información contable que entrega el sistema tra-
dicional sobre utilización del presupuesto y además, la informa
ción y el análisis de costos correspondientes.

La Información relativa a los costos permitirá cambiar pau-
latinamente la mentalidad del funcionario público. Desde el mo-
mento que el presupuesto por programa fija ciertas normas a
determinados costos, existe la posibilidad de comparar las me-
tas y los costos reales. Esta comparación muestra la eficiencia
con la cual se ha actuado.

Las unidades ejecutorias del presupuesto necesitan cierta
información para que puedan administrar eficientemente los pro-
gramas, subprogramas, actividades y proyectos que sean de su
responsabilidad. Como se estableció anteriormente, el sistema
tradicional de presupuestos les proporcionaba solamente la in-
formación, relativa a la utilización que habían hecho de los fon-
dos que se les asignaba. Esta información, si bien es importante
y necesaria, no entrega los antecedentes indispensables para
que los funcionarios que administran y son responsables de di-
chas unidades puedan tomar las decisiones adecuadas para que
las metas se cumplan.

Las metas asignadas a las unidades y funcionarios respon-
sables están representadas por dos factores. El primero es la
cantidad de bienes y servicios que se proyecta que ellos cola-
boren a producir y el segundo son los fondos asignados para
cumplir dichas metas. Esto determina que a nivel de la unidad
ejecutora, o en un lugar próximo a ella, sea necesario conocer
los factores señalados. Es decir, debe establecerse un meca-
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nismo que determine los gastos por una parte y los resultados
físicos por otra. En términos contables, debe establecerse un
sistema de contabilidad de costo a nivel de la unidad ejecutora.
Este sistema entregará, de acuerdo a la modalidad propia de la
unidad ejecutora, el costo y la información neecsaria para la ad-
ministración de los diferentes programas, subprogramas y activi-
dades.

•
A medida que crece la acción del Gobierno, ésta se diver

sifica, aparecen más y más variedades de operaciones y por
consiguiente más y más facetas debe abarcar la contabilidad
fiscal, y, por lo tanto, la contabilidad de costos. Cada costo
que deba calcularse debe responder a las necesidades de cada
unidad de programación. Es diferente el problema para calcu-
lar el día-estada de un enfermo en un hospital, al de un kilóme-
tro de carretera pavimentada, al de construir un frigorífico, al
de funcionamiento de la oficina de un Ministro, etc. En cada caso
deben contemplarse las características propias de la actividad
para la cual se realiza la determinación de costos. Por lo tanto,
se hace necesario descentralizar la contabilidad en lo que a
cálculos de costos se refiere, sin querer significar con esto que
deba caer en un sistema contable absolutamente descentraliza-
do y sin normas centrales.

Cuando los costos se calculan en el lugar del suceso, ellos
pueden utilizarse también en el lugar del suceso. Debe tenerse
presente que un sistema contable se monta y opera, no tan solo
para cumplir con la información que debe darse a las altas es-
feras de la planificación y el control, sino también para aqué-
llos que son responsables de cada una de las actividades. El
ingeniero que construye una represa, el director de una escuela,
el jefe de un programa de salud, el comandante de una guarni-
ción, todos ellos, deben cumplir objetivos y metas a través del
presupuesto por programas; justo es, entonces, proporcionar-
les un sistema contable que les permita conocer oportunamente
cuál es la situación, en términos financieros, de lo que represen-
ta su responsabilidad técnica y administrativa. A ellos debe lle-
gar en primera instancia, permanente y periódicamente, la in-
formación sobre los costos, sin perjuicio que esa misma infor-
mación fluye a niveles más altos para diferentes usos en el aná-
lisis y el control.
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Como se ha establecido, es básico en la aplicación de cos-
tos por programas que estos operen lo más cerca posible a las
unidades de programación que los deseen utilizar.

Pero es también imprescindible que las informaciones de
costos fluyan a las diferentes unidades que los deben analizar
y controlar: Oficinas Centrales de Contabilidad, de Presupuesto,
de Planificación, Contralorías, etc.

Si bien es cierto que los sistemas de costos deben funcio-
nar en las unidades de programación, ellos deben basarse en
normas que establezca una Oficina Central de Contabilidad en
conjunto con las Oficinas Centrales de Presupuesto y Planifica-
ción. Sólo en esta forma es posible que las informaciones sean
de utilidad para todo el Sector Público.

En el Capitulo V del trabajo precedente "Elementos de Eco-
nomía Presupuestaria" nos referimos ampliamente a estos as-
pectos. Muy valioso para su aplicación es el Manuel de Medi-
ción de Costos por Programa publicado por el ILPES, así como
el estudio elaborado para el Ministerio de Hacienda por la con-
sultora venezolana "Planificación Económica y Sistemas PLANES"
sobre la creación de la unidad central de contabilidad adminis-
trativa, a los que remito a los lectores interesados, corno guías
utilísimas para el caso venezolano.

En los primeros meses de 1973 el Ministerio de Hacienda
solicitó del Congreso los recursos para crear la Dirección Na-
cional de Contabilidad Administrativa, que vendría a llenar el
vacío existente en nuestro sistema presupuestario. Por su im-
portancia y por no haberse producido a la fecha de escribir es-
tas notas, la autorización solicitada, acojo la idea de su crea-
ción, en la que en cierta forma participé en el ejercicio de mi
cargo en el Despacho, transcribiendo en forma resumida la ex-
posición de motivos que la justificaba.

La Dirección Nacional de Contabilidad Administrativa

La actual concepción de la Administración Pública de la
Nación que ha incorporado las técnicas de planificación y pre-
supuesto por programas con determinación de metas y resul-
tados hace impostergable la adopción de un sistema de con-
tabilidad administrativa gubernamental moderno y eficaz. El ac-
cionar del Estado se vé trabado por la falta de una adecuada
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estructura administrativa de los órganos que integran el siste-
ma, al mismo tiempo que no proporciona la información finan-
ciera adecuada para una racional toma de decisiones.

La contabilidad gubernamental, al igual que otras técnicas
de la administración, ha sufrido en las últimas décadas una
transformación y dilatación de sus objetivos e instrumentos. El
sistema presupuestario ha cambiado radicalmente su naturaleza,
finalidad, organización y proceso para convertirse en un presu-
puesto sectorial y programático, exigiendo una correspondiente
modificación de los instrumentos contables a su servicio.

La eficacia de la gestión institucional exige que las entida-
des públicas adopten, en buena medida, técnicas de gestión y
decisión similares a las que se aplican en grandes empresas
del sector privado, para cuyos administradores la información
contable, sistemática y oportuna resulta un elemento decisivo.

El proceso de planificación basado en el análisis de magni-
tudes macro-económicas, exige una información financiera so-
bre el sector público de poder estructurar un sistema de conta-
bilidad social.

Asimismo y no menos que en el pasado, sigue viva la ne-
cesidad de ejercer, a través de las cuentas públicas, un control
interno y externo capaz de exigir responsabilidad a los adminis-
tradores de los bienes y recursos públicos.

La unidad estructural anteriormente mencionada y los pro-
gramas necesarios para el ejercicio de la función de contabili-
dad y control, cumplirán con las siguientes finalidades genera-
les: a) Garantizar que la ejecución presupuestarla responda a
un proceso de optimización en el uso de los recursos; b) Ob-
tener la información necesaria para nutrir el proceso de plani-
ficación nacional, c) Implantar un sistema que facilite el desa-
rrollo de la función directiva de las instituciones de la Adminis-
tración Pública Nacional.

Optimización de los Recursos. Cuando el sistema de con-
tabilidad se convierte en instrumento de optimización de la eje-
cución presupuestaria, está respondiendo a uno de los objetivos
de su condición natural. La contabilidad es realmente una activi-
dad propia del sistema presupuestario.
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La contabilidad administrativa deberá coordinarse con el sis-
tema central que existe en la Contraloría General de la Repúbli-
ca, con el sistema de contabilidad presupuestaria de los mi-
nisterios e institutos autónomos y con el sistema de contabili-
dad presupuestaria que debe realizarse de manera central en la
Dirección Nacional de Contabilidad Administrativa, que se pro-
pone crear a nivel del Ministerio de Hacienda.

La contabilidad como elemento de la Planificación. Como
elemento fundamental del sistema de planificación nacional, la
contabilidad y el control presupuestario realiza la importante ta-
rea de medición de la efectividad del instrumento nacional de
planificación. Esta función se ejerce en cumplimiento de las ac-
tividades del registro de la información presupuestaria en los
distintos órdenes, relativa al cumplimiento de las metas finan-
cieras y físicas, y a través de la aplicación de las normas que
dentro del ámbito del sistema de planificación, están directa-
mente relacionadas con el control del Plan de la Nación, por la
vía de la vigilancia de los presupuestos como instrumentos de
programación y de ejecución del Plan.

Para el cumplimiento de este propósito, el sistema de con-
tabilidad y control presupuestario, se fundamenta en tres facto-
res a saber: a) La clasificación económica de las transaccio-
nes; b) La clasificación funcional de las transacciones, y c)
El registro de metas o resultados físicos alcanzados.

La Contabilidad como elemento de la función directiva.
Corno elemento que perfeccione la función directiva de los or-
ganismos públicos y del Estado como un todo, el sistema pre-
tende crear los instrumentos que a nivel micro-administrativo
orienten las decisiones del gobierno hacia el cumplimiento de
los programas institucionales y a nivel central, perfeccione el
mecanismo de planificación tal cual como ha sido expresado
anteriormente y permita la reformulación de planes y programas
que garanticen una mayor efectividad de la gestión pública,
como consecuencia del análisis estadístico de instituciones, sec-
tores, regiones y programas nacionales.

Se ha concebido un esquema de trabajo que garantice,
además de la centralización total de la contabilidad presupuesta-
ria en distintos niveles, una centralización funcional del control
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administrativo del presupuesto y una descentralización opera-
tiva del mismo, a objeto de que a nivel sectorial e institucional,
se procese debidamente la información que llegará a nivel
central, sujeta a patrones de oportunidad, de clasificación gene-
ral del gasto y de codificación especial, para la creación de un
banco central de datos que permita el proceso de información
necesaria, la cual deberá cubrir los distintos programas que el
Ejecutivo necesita para el conocimiento de la efectividad del
gasto anteriormente mencionado y para la reformulación de
planes de desarrollo nacional, regional, sectorial e institucional.

En el análisis de estos objetivos, debe quedar claro que
en ningún caso la orientación de la unidad administrativa tendera
a la comprobación jurídica o de legalidad del gasto, tal como
corresponde a la Contraloría General de la República; sino que
por el contrario, debe contener en su filosofía el mejoramiento
de los procesos de toma de decisiones que permita una admi-
nistración racional de los programas.

Para poder cumplir con los objetivos generales señalados,
el sistema de contabilidad administrativa deberá estructurarse
en forma gradual y por etapas, que permitan conseguir los
siguientes objetivos especificos que oportunamente serán objeto
de una clasificación de prioridades:

— Permitir conocer la demanda efectiva de bienes y servi-
cios para poder integrar el sistema de coentas nacio-
nales, necesario para medir magnitudes macroeconómi-
cas.

—Poder progamar la composición del ahorro e inversión
pública a nivel nacional y sectorial.

—Permitir examinar los efectos económicos de los precios
y recursos públicos sobre el desarrollo económico y
social.

— Evidenciar la inversión pública destinada a ensanchar la
capacidad de producción de la economía.

— Evidenciar el nivel de ahorro público.
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—Demostrar el financiamiento de los gastos corrientes y de
capital del sector público.

—Permitir diferenciar los gastos de operación, fundamen-
tales para la determinación de costos unitarios, de las
transferencias y de los gastos de capital.

— Relacionar los programas y las metas con los objetivos
de los planea sectoriales.

— Poner en evidencia la participación del gasto público
y su relación con los programas del sector privado.

— Servir de instrumento de coordinación de recursos hu-
manos, materiales y financieros, dentro del programa
y de otros programas del sector público.

— Servir de instrumento de unión que relacione el plan
con el presupuesto.

— Permitir efectuar la corrección de las metas del plan.

—Calcular costos unitarios y totales y proporcionar la in-
formación necesaria para el análisis de los mismos.

—Servir de instrumento de administración del Presupues-
to en sus diversas categorías programáticas (Programas.
Subprogramas, etc.).

—Permitir la correlación de los cursos de acción que de-
terminan un costo excesivo y por lo tanto sirve para
racionalizar los gastos.

— Permitir el establecimiento de estándares de costos, úti-
les para racionalizar los insumos materiales y para fijar
políticas de remuneraciones.

— Conocer el valor, caracteristicas físicas y tipificación de
las materias entregadas para el consumo a los respon-
sables de programas, subprogramas, actividades y pro-
yectos.
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—Poder programar las compras conociendo la rotación de
los inventarios, sin que existan valores inmovilizados
y sin dificultar la administración de los programas por
falta de existencia.

—Brindar información para planificar campañas de inspec-
ción y cobro como así mismo poder establecer capa-
cidad contributiva sin gravar.

—Determinar la política impositiva en cada sector y sub-
sector económico privado a través de los ingresos ordi-
narios por la actividad propia de cada ramo de ellos.

—Brindar información sobre el monto de gastos y recursos
públicos regionales, como asimismo del grado de avance
de la ejecución de los programas.

—Recopilar información sobre metas para ser centralizada
y provista a diversos organismos y niveles jerárquicos
del Ejecutivo Nacional y del Congreso para su evaluación.

— Demostrar la situación de liquidez a efectos de fijar una
política impositiva, de financiamiento interno y externo
o de mejor utilización de los recursos inmovilizados.

— Cumplir con la programación de pagos, a través de un
Presupuesto de Caja, y de servir de base para las correc-
ciones necesarias a éste.

Resumen de aspectos fundamentales. En resumen conviene
dejar muy claro los siguientes aspectos:

a) Aun cuando se recibieran en el Ministerio de Hacienda
todas las informaciones que se producen de acuerdo
a los sistemas de información en vigencia, en forma
oportuna y confiable, éstas no permitirían dirigir ade-
cuadamente la acción del Estado hacia los objetivos
y metas previstos en los planes y programas de desa-
rrollo.

b) Lo antes señalado, hace necesario diseñar e instalar
un sistema de contabilidad administrativo que produz-
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ca un flujo de informaciones físico-financieras del tipo,
cantidad, calidad y oportunidad, necesarios para ejer-
cer cabalmente un control de gestión por parte del
Ejecutivo Nacional, y además, que integre con sufi-
ciente organicidad a toda la administración pública
del país, ministerios, institutos autónomos, empresas
del Estado, entidades federales, etc.

El diseño 'e instalación del mencionado sistema se
llevará a cabo tal como lo señala la Contraloría Gene-
ral de la República al opinar sobre la reforma del sis-
tema de contabilidad de la Hacienda Pública Nacional,
en su informe anual dirigido al Congreso Nacional co-
rrespondiente al año 1970, y en el cual destacan dos
aspectos fundamentales: 1) que "el Ejecutivo Nacional
tiene expedita su potestad reglamentaria en cuanto se
trate de reformar los sistemas de contabilidad de la
Hacienda Pública Nacional", y 2) que para ejercer la
potestad "ha de considerarse, la competencia de la
Contraloría en relación a la misma materia".

c) La necesidad de crear en el Ministerio de Hacienda
una estructura administrativa que se ocupe de hacer
funcionar el sistema mencionado con la necesaria opor-
tunidad y confiabilidad.

Clicación. La Dirección Nacional de Contabilidad Admi-
nistrativa estaría ubicada en el Ministerio de Hacienda, apro-
vechando así la disposición legal que le atribuye a este Des-
pacho la inspección y fiscalización de la Hacienda Pública
Nacional, y el velar por la correcta inversión de los fondos
públicos. En la organización interna del Ministerio, esta Direc-
ción Nacional estaría adscrita a la Dirección General de Finan-,
zas públicas, debido a la necesaria coordinación y apoyo que
debe existir con la Dirección Nacional del Presupuesto, la
Tesorería Nacional, la Dirección Nacional de Crédito Público y la
Dirección de Investigaciones Económicas.



El Sistema Presupuestario en México

Para actualizar a los asociados e interesados acerca de las técnicas y sistemas v i-
gentes en los distintos paises del área, le Revista de ASIP ha enviado a los responsables
principales de las Direcciones u Oficinas de Presupuesto un breve cuestionarlo qua pretende
ser al mismo tiempo que Informativo, indicador de las dificultades e Inquietudes que existen
en cada país, por parte de los funcionarios que manejan el sistema presupuestario. Las entre-
vistas sobre los sistemas en México, Perú y Río Grande do Sul (Brasil) continúan la serie
de publicaciones iniciada en el N? 1 de la Revista.



EL SISTEMA PRESUPUESTARIO EN MEXICO

Entrevista con el
Lic. José Bustanl H. *

Subdirector de Estudios y Planeación Presupuestaria de
la Secretaria de Hacienda y Crédito Público; y

Lic. Marco Antonio Cubillas Estrada **

Jefe del Departamento de Estudios Económicos de la
Dirección de Egresos de la Secretaria de Hacienda y
Crédito Público.

Economista Egresado de la Escuela Nacional de Economía de la U.N.A.M..
(México). Curso de Planificación Económica y Social auspiciado por las
Naciones Unidas. Cepal-Ilpes.
Curso sobre Administración Pública en la U.N.A.M. (México).
Profesor en la División de Estudios Superiores de la Facultad de Ciencias
Políticas y Sociales sobre Presupuesto por Programas.

Economista egresado de la Escuela Nacional de Economía de la U.N.A.M.
(México).
Participante en el Séptimo Curso Intensivo de Capacitación en problemas
del Desarrollo Económico y Evaluación de Proyectos en la Comisión Eco-
nómica para América Latina (Naciones Unidas) sobre Administración y
Programación Presupuestaria.
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•

I. ¿Puede usted indicarnos cuál es la base legal y reglamentaria
actual del sistema presupuestal de México, en lo referente
a formulación, ejecución y control de los presupuestos?

Las bases legales sobre las que se sustenta la acción presu-
puestaria de México, son: las disposiciones que sobre la materia
señalan la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
la Ley de Secretarías y Departamentos de Estado, la Ley Orgánica
del Presupuesto de Egresos de la Federación y las Constitucio-
nes Políticas de cada uno de los Estados que integran la Repú-
blica Mexicana.

1. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Las principales referencias que se hacen en la Constitu-
ción sobre la materia presupuestal son, en forma sintetizada,
las siguientes:

Los Artículos 65 y 74 que reglamentan la facultad de la
Cámara de Diputados para la aprobación del Presupuesto de
Egresos de la Federación.

El Artículo 126 que consagra el principio de unidad del
presupuesto al señalar que "no podrá hacerse pago alguno
que no esté comprendido en el presupuesto o determinado
por ley posterior".

El Artículo 75 que fija una garantía al régimen de separa-
ción de poderes ya que pone limitaciones a la actividad del
Poder Legislativo y Ejecutivo en materia presupuestal.

2. Ley de Secretarías y Departamentos de Estado.
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Vigilar su estricta ejecución y fijar las modalidades a
que debe sujetarse.

Autorizar los pagos o erogaciones de fondos que deben
hacerse con cargo al presupuesto.

Establecer la forma como deben justificarse y compro-
barse los pagos.

Elaborar estudios, y formular estadísticas respecto al
desenvolvimiento de los servicios públicos.

En el Artículo 29 se señala que estas facultades se de.
sempwarán por conducto de la Dirección General de Egre-
sos.

Adicionalmente, la Ley Orgánica del Presupuesto de
Egresos en sus distintos artículos señala que: Para la pre-
paración del Proyecto General es necesario que la Secreta-
ría de Hacienda y C. P. cuente con los datos de todas las
Dependencias del Gobierno Federal respecto a disponibili-
dades y costos de los servicios públicos, con los costos de
los programas a realizar y que dichos datos deben presen-
tarse a fines del mes de septiembre.

Señala asimismo, los distintos plazos que se tienen
como límites para la preparación del presupuesto a efecto
de que a más tardar el 15 de diciembre se presente el Pro-
yecto de Presupuesto a la Cámara de Diputados.

b) Discusión y Aprobación

La Ley Orgánica señala claramente además, como fecha
límite para autorizarlo el 31 de diciembre, misma en que ter-
mina el último período ordinario de sesiones.

La discusión y aprobación del Presupuesto de Egresos
es competencia exclusiva de la Cámara de Diputados a di-
ferencia de lo que sucede con la Ley de Ingresos que es re-
mitida posteriormente a la Cámara de Senadores.
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En este documento se señalan las atribuciones de la
Secretaría de Hacienda y C. P. en lo referente al presupues-
to, y se le consignan las siguientes:

a) Proyectar y calcular los ingresos y egresos, y hacer la
glosa preventiva de las mismas, tanto de la Federación
como del Departamento del Distrito Federal.

b) Formular los proyectos de presupuesto con objeto de
enviarlos para su aprobación a la Cámara de Diputados

c) Llevar a cabo las tramitaciones y registros que requie-
ra el control y la vigilancia del ejercicio de dichos pre-
supuestos.

d) Autorizar los actos y contratos de los que resulten de-
rechos y obligaciones para el Gobierno Federal.

3. Ley Orgánica del Presupuesto de la Federación.

Es en este documento donde también se señalan las
atribuciones de la Secretaria de Hacienda y C. P. y particu-
larmente de la Dirección General de Egresos en materia
presupuestaria. Están determinadas dentro de él las etapas
principales del ciclo presupuestario, a saber:

a) Formulación

En el Artículo 19 de dicha ley se señala que son atribu-
ciones de la Secretaría de Hacienda y C. P. las siguientes:

Fijar anualmente las sumas definitivas que habrán de
incluirse en el Proyecto de Presupuesto.

Revisar los Proyectos de Presupuesto que presentan
las Secretarías y Departamentos de Estado, pudiendo au-
mentar o disminuir sus dotaciones a fin de ajustarlos al pro-
grama trazado por el Presidente de la República.

Preparar y formular el Proyecto de Presupuesto a efec-
to de someterlo para su aprobación a la Cámara de Dipu-
tados.
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Vigilar su estricta ejecución y fijar las modalidades a
que debe sujetarse.

Autorizar los pagos o erogaciones de fondos que deben
hacerse con cargo al presupuesto.

Establecer la forma como deben justificarse y compro-
barse los pagos. 	 •

Elaborar estudios, y formular estadísticas respecto al
desenvolvimiento de los servicios públicos.

En el Artículo 2? se señala que estas facultades se de-
sempelarán por conducto de la Dirección General de Egre-
sos.

Adicionalmente, la Ley Orgánica del Presupuesto de
Egresos en sus distintos artículos señala que: Para la pre-
paración del Proyecto General es necesario que la Secreta-
ria de Hacienda y C. P. cuente con los datos de todas las
Dependencias del Gobierno Federal respecto a disponibili-
dades y costos de los servicios públicos, con los costos de
los programas a realizar y que dichos datos deben presen-
tarse a fines del mes de septiembre.

Señala asimismo, los distintos plazos que se tienen
como límites para la preparación del presupuesto a efecto
de que a más tardar el 15 de diciembre se presente el Pro-
yecto de Presupuesto a la Cámara de Diputados,

b) Discusión y Aprobación

La Ley Orgánica señala claramente además, como fecha
límite para autorizarlo el 31 de diciembre, misma en que ter-
mina el último período ordinario de sesiones.

La discusión y aprobación del Presupuesto de Egresos
es competencia exclusiva de la Cámara de Diputados a di-
ferencia de lo que sucede con la Ley de Ingresos que es re-
mitida posteriormente a la Cámara de Senadores.
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Durante las discusiones del Presupuesto en la Cámara,
ninguna Secretaría o Departamento de Estado tiene libertad
para hacer gestiones escritas o verbales con el propósito
de modificar dicho proyecto.

La Cámara tiene, sin embargo, la facultad de solicitar
la presencia del titular de la Secretaría de Hacienda o de
otras Secretarías, para que hagan las aclaraciones necesa-
rias.

Finalmente una vez que está aprobado el Presupuesto
de Egresos, el Presidente de la República obligatoriamente
promulga y publica el decreto de presupuesto, dado que para
él no existe el derecho de veto, que posee el Poder Ejecuti-
vo en algunas Naciones.

c) Ejecución

Existe un Reglamento de la Ley Orgánica del Presupues-
to en el que se asientan las normas que rigen la ejecución
presupuestaria.

Tanto la Ley Orgánica corno el Reglamento de la misma,
contienen disposiciones sobre los requisitos de licitud de las
erogaciones, por ejemplo, "que ningún gasto podrá; efectuar-
se sin que exista partida expresa del Presupuesto que lo
autorice, y que acuse el saldo suficiente para cubrirlo".

Además, el Reglamento hace otros señalamientos im-
portantes respecto a la ejecución presupuestaria, entre ellos,
el que determina cuales funcionarios públicos están autori-
zados para afectar el Presupuesto, y el de traspasos de dota-
ción de una partida a otra y muchos otros que sería prolijo
enumerar.

La mencionada Ley Orgánica señala las dependencias
de la Secretaría de Hacienda que deberán participar en el
control presupuestario, entre ellas, la propia Dirección Gene-
ral de Egresos, la Contaduría y Tesorería de la Federación,
la Dirección de Pagos, etc., mismas que ya han expedido re-
glamentos específicos que regulan sus actividades.
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II. ¿Qué aspectos de la Técnica del Presupuesto por Programa
ha incorporado el Sistema en México? ¿Qué limitaciones
encuentran para profundizar su adopción?

El Sistema Presupuestario de México como el de todos los
países es reflejo de su evolución económica, política y social. Ra-
ramente puede funcionar un presupuesto altamente tecnificado
dentro de un consenso general poco desarrollado, como si se tra-
tara de una isla.

El Presupuesto y la Administración Presupuestaria del Méxi-
co actual reflejan la evolución dentro de la estabilidad política
que el país ha gozado después de la lucha armada de 1910.

Las instituciones que básicamente manejan el Presupuesto
en México tienen una antiguedad de más de 40 años sin sufrir
variaciones fundamentales en sus estructuras y principios; en
este caso tenemos: la Direción General de Egresos, la Tesorería
de la Federación, la Contaduría de la Federación, el Banco de Mé-
xico, etc.

En el aspecto técnico, las principales clasificaciones de la
actividad presupuestaria como son la Funcional, Económica, por
Objeto del Gasto, etc., fueron creadas en 1954, por lo que a la
fecha cuentan con cerca de 20 años de funcionamiento.

Lo anterior ha permitido la afinación de los métodos y sis-
temas para la administración presupuestaria, que han redundado
en un eficiente aparato burocrático donde se han ido resolviendo
paulatinamente y con una política predeterminada, los problemas
que refleja el desarrollo económico en dicha administración.

Por ello, si bien es cierto que no se han implantado visible-
mente las modernas técnicas de programación, y no se han espe-
cificado en los reglamentos, en cambio si se ha logrado una evo-
lución suficiente como para realizar pruebas en distintos campos,
a efecto de probar su eficacia; en estos casos tenemos: la UNAM,
la Secretaría de Educación Pública, la Secretaría de Obras Públi-
cas, la Secretaría de Recursos Hidráulicos, etc.

Su implantación no ha llegado a un nivel más general porque
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tácticamente no se considera conveniente, dado que significaría,
en un momento determinado, perder el control tradicional —si
se quiere llamar así— del presupuesto, en una etapa en que aún
el nuevo sistema no está perfeccionado.

En el aspecto de inversión, México ha desarrollado ya una
experiencia de más de 10 años en elaboración y evaluación de
proyectos especiales, incluyendo desde luego, en cada uno de
ellos, los elementos que indican las técnicas del caso.

Dentro del gasto corriente se tiene un sistema de presupues-
tación que otorga suficiente confianza en la programación y se re-
fiere al gasto inevitable. Esto significa que para programar el
gasto corriente del año venidero debe de tomarse en cuenta, cuan-
do menos, el autorizado para el año que transcurrió, el que es
prácticamente irreductible.

Se han realizado avances notorios en la automatización del
control de personal y en los medios de control y evaluación del
mismo; tarea que desde luego adquiere proporciones monumen-
tales, dado que solo en el Gobierno Federal, es decir sin contar
a Organismos Descentralizados y gobiernos de los Estados, tra-
bajan cerca de 1 millón de personas en toda la República, a quie-
nes debe de llevarse, como es lógico, registros especiales y ex-
pedir los cheques de sueldos correspondientes.

Actualmente se está trabajando en la determinación de los
gastos unitarios y de las unidades fésicas de medición a efecto
de tener estadísticas útiles para la programación.

Creo que el sistema expuesto es bastante sencillo y fácil
de comprender; puesto que, como se puede observar, consiste
en no dar un nuevo paso mientras el anterior no es lo suficien-
temente firme y sólido. Afortunadamente la estabilidad política,
económica y social de México lo permite.

Ill. ¿Cuáles son los principales problemas que —a su juicio—
enfrenta el Sistema Presupuestario de México?

Uno de los problemas que puede considerarse como lógico
derivado del proceso económico y social, en los países escasa-
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mente desarrollados, es el retraso on la adecuación del aparato
administrativo a las necesidades que impone el propio desarro-
llo . México no es ajeno a este fenómeno, y ha resentido fuerte-
mente sus efectos, sin embargo, desde hace varios años ha im-
plantado un sistema de reforma administrativa permanente, con
el cual pretende lograr paulatinamente esta adecuación. El sis-
tema impone la renovación administrativa desde diversos ángu-
los:

Organización Administrativa
Renovación de Técnicas en Uso y
Superación Profesional del Personal

Con la creación de las unidades de organización y métodos
en cada una de las Unidades Administrativas (Direcciones) que
forman cada Secretaría se han logrado grandes avances en la
renovación de las antiguas estructuras.

Con la instalación de los modernos sistemas de computa-
ción se han logrado avances muy notables en el manejo de los
registros presupuestarios.

El Programa Intensivo de Capacitación para ejecutivos y
demás personal de la rama presupuestaria ha reflejado sus re-
sultados en el notorio avance de los sistemas de ejecución y
control de estas actividades.

Otro problema que se presenta en nuestros países y que en
México tiene especial significación es el relativo a la falta de
información más depurada sobre algunos aspectos de control
presupuestal en las diversas Secretarías. Por otra parte, la des-
coordinación que existe entre algunos organismos que se encar-
gan de recabar información también se ha reflejado en el mane-
jo presupuestario a través de la falta de datos referentes a uni-
dades físicas de medición y a costos unitarios.

Finalmente y como resultado de lo anterior, el proceso de
evaluación de resultados del gasto público se nos presenta como
un problema grave a resolver en el futuro próximo.

IV. ¿Cómo son las relaciones funcionales entre los ámbitos
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nacional, estatal y municipal en el sistema presupuestario
en México? ¿Se han ensayado métodos de programación o
coordinación regional?

En nuestro país no existe un sistema presupuestario que
comprenda los 3 niveles de gobierno, dado que el sistema fede-
rativo se basa precisamente, en la unión política de los Estados
Libres y soberanos, por lo que, las decisiones acerca de su pro
pia política econónlica-social, se toman a nivel particular.

Sin embargo, de acuerdo a las caracteristicas particulares
de México, la comunicación es continua y los trabajos se desa-
rrollan generalmente de común acuerdo entre el gobierno fede-
ral y los gobiernos de los estados.

En el aspecto puramente de manejo presupuestario, los do
cumentos que utilizan los Estados son muy semejantes a los de
la Federación pero esto obedece a circunstancias muy especia-
les de cada uno de los Estados.

Por lo que respecta a la ejecución del Gasto Público debe
hacerse especial mención de que la coordinación funciona para
las principales obras que se desarrollan en toda la República,
sobre todo en lo que respecta a programación y financiamiento.
Existen los financiamientos bipartitos y tripartitos; esto signifi-
ca, para el caso de las bipartitas, que son programas ejecutados
entre Gobierno Federal y Gobierno de los Estados; y para tripar-
titos se adiciona los municipios, o en su caso la colaboración de
los ciudadanos.

Por lo que respecta al Gasto Corriente, la colaboración entre
los 3 niveles es menos clara, ya que cada uno de ellos responde,
como ya se señaló, a circunstancias especiales. Sin embargo,
por lo que concierne a sueldos y salarios, los 3 niveles respetan
lo reglamentado para ámbito nacional por la Ley Nacional de Sa-
larios Mínimos.

Por otra parte, debe señalarse, que no existe en México lo
que pudiera llamarse un Plan Nacional de Coordinación Regional,
aunque para ciertas regiones, se ha establecido desde hace va-
rios años una coordinación entre las diversas dependencias gu-
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bernamentales que intervienen y se han obtenido excelentes re-
sultados.

Actualmente está en proceso de implantación un sistema
único que coordinará todos estos esfuerzos y que seguramente
tendremos oportunidad de comentar en lo futuro.

V. ¿En qué basan los Técnicos de la Secretaria de Hacienda y
C. P., su interés en el intercambio promovido por los Semi-
narios Interamericanos de Presupuesto? ¿Tienen en México
planteada la necesidad de reformar el Sistema Presupues-
tario?

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público ha considerado
el alto nivel técnico en que se desarrollan los Seminarios Inter-
americanos de Presupuesto y consciente de que el intercambio
de experiencias es el mejor medio para perfeccionar los siste-
mas establecidos, ha pugnado por la continuidad de la celebra-
ción de ellos y por su constante superación, sobre todo en lo
relativo a encontrar soluciones inmediatas de orden práctico-
operativo a los .problemas de los paises.

En cuanto a si se ha planteado la necesidad de reformar el
sistema presupuestario, se puede decir que ésto es parte funda-
mental de la política de constante cambio y búsqueda de nuevos
sistemas que permitan agilizar la función pública. Tal como se
señaló antes, a partir de 1971 se viene realizando la reforma ad-
ministrativa en el Sector Público y está en marcha la implanta-
ción de un sistema integral de información a un plazo de 3 años
para perfeccionar los sistemas de formulación, ejecución, con-
trol y evaluación presupuestaria.
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El Sistema Presupuestario en Perú





EL SISTEMA DE PRESUPUESTO EN PERU

Entrevista al Director General
de Presupuesto Público
Cnel. Guillermo Lastres López-Hurtado

Coronel Guillermo Lastres López Hurtado, Director General de Presupuesto
Público del Ministerio de Economía y Finanzas del Perú. Es Oficial del arma
de Ingeniería del Ejercito Peruano, diplomado del Curso de Oficiales de
Estado Mayor (COEM) y del Curso Superior del Centro de Altos Estudios
Militares (CAEM). Entre los cursos especiales ha seguido el de Planeamiento,

Programación y Presupuesto.
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Hemos tenido conocimiento que el sistema presupuestario

de Perú está ensayando experiencias de Presupuestos Re-

gionales. ¿Podría indicarnos en rasgos generales las carac-

terísticas técnicas de esas experiencias y las zonas y ámbi-

tos institucionales que comprende? ¿Disponen ustedes de

alguna norma legal o reglamentaria respecto a Presupuestos

Regionales?

I . La experiencia del Perú en materia de Presupuestos Regio-
les está circunscrita a un caso particular. En efecto, con oca-
sión del sismo que se produjera en el país con fecha 31 de
Mayo de 1970 y que afectó profundamente la economía de
la región de influencia del sismo, se estableció la necesidad
de crear un organismo regional que formulara, ejecutara y
controlara los planes de reconstrucción y desarrollo de dicha •

región. Para instrumentar los planes elaborados se creó un
pliego presupuestal con sede en la región, otorgándosele al
Titular categoría y atribuciones administrativas de Ministro
de Estado.

Las principales características de funcionamiento del or-
ganismo en el aspecto presupuestal, son las siguientes:

—El proceso presupuestal quedó sujeto a las disposiciones
de la Ley Orgánica del Presupuesto de la República y de-
más normas legales referentes al mencionado proceso.
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— La responsabilidad de la Programación Presupuestaria para
la región recae en el Comité de Coordinación Intersecto-
rial Regional, integrado por el Titular del Pliego creado y
por los Directores Regionales de los Sectores que tienen
programas de desarrollo en la misma región.

Para la administración de los Presupuestos de las Direc-
ciones Regionales de los Sectores, se otorgó, por delega-
ción, a la más alta autoridad de los mismos, las atribucio-
nes de carácter administrativo y presupuestario que la
ley confiere a los Titulares del Pliego.

— El Pliego para el desarrollo de la región afectada integra
todas las inversiones del Gobierno Central que se asigna
a la región y se estructura por Programas Sectoriales y
Multisectoriales, exceptuándose únicamente aquellas del
Gobierno Central en la región que por su importancia y
especialización se incluirán en sus respectivos Pliegos.

Los resultados obtenidos a través de los casi cuatro años
de existencia del Organismo de Desarrollo de la región
afectada demuestran el acierto de su creación, además de
haber posibilitado experiencias en materia de Planificación
Regional y Presupuestos Regionales.

Actualmente el Perú a través de sus organismos especiali-
zados y ante una decisión política de descentralización ad-
ministrativa se encuentra estudiando la posibilidad de im-
plantar instituciones con características similares a las que
se han descrito anteriormente, en otras zonas del territorio.

2. El Perú desde hace varios años ha venido recibiendo asis-
tencia técnica en materia de programación presupuestaria.
¿Cómo se valoran los efectos de dicha asistencia técnica
en la modernización de las técnicas presupuestarias?

La asistencia técnica en materia de Programación Presu-
puestaria que viene recibiendo el Perú, se considera suma-
mente valiosa, por cuanto se han logrado significativos
avances técnicos.
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— Asistencia de programas e institutos especializados de
Naciones Unidas para América Latina.

—Asesoriamiento del Instituto de Administración Pública
de Nueva York con el propósito de reformar la legisla-
ción nresupLiestaria básica del Perú; y,

— Capacitación técnica a nivel del Sistema Presupuestal a
través de la Organización de los Estados Americanos
(OEA), particularmente, el Centro Interamericano de Ca-
pacitación en Administración Pública — CICAP, Proyecto
214, Buenos Aires.

Los efectos que han venido produciendo dicha asistencia
técnica se pueden valorar en la medida de los significativos
avances en materia de las distintas fases del proceso pre-
supuestal, esto es, por ejemplo, en la fase de ejecución se
está logrando un perfeccionamiento de la programación de
la ejecución presupuestal, así como de las evaluaciones
parciales que vienen a constituir elemento fundamental de
una conducción coherente de los Programas Presupuestales.

En materia de normatividad, cabe puntualizar que la nueva
Ley Orgánica del Presupuesto por Programas en el Perú se
encuentra totalmente concluida y expedita para su aproba-
ción.

3. ¿Qué aspectos de la técnica de presupuestos por programas
ha incorporado el sistema en Perú? ¿Qué limitaciones en-
cuentran para profundizar su adopción?

a. Ejecución del Presupuesto por Calendario de Gastos
(D. L. N9 17.556 Ley Anual del Presupuesto Funcional
de la República para 1969). Perfeccionamiento de este
mecanismo con la introducción de los Calendarios de
Compromisos y de Pagos (D. L. Ne 19.864 Ley del Pre-
supuesto Bienal del Sector Público Nacional para  1973-
1974).

La introducción de los Calendarios de Compromisos y
de Pagos obedeció a la necesidad de contar con ins-

178



trumentos que permitieran la conducción de la ejecu-
ción presupuestal, compatibilizando la disponibilidad de
recursos con las necesidades de gasto en periodos
menores a la vigencia del Presupuesto. Tales Calenda-
rios se aprueban trimestralmente.

b. Establecimiento de la Reprogramación de las Inversio-
nes (D. L. N? 17.127 de Noviembre de 1968).

El establecimiento de la reprogramación de las inversio-
nes sustituyó el sistema de aperturar cuentas adminis-
trativas para la conclusión de obras no terminadas den-
tro de un ejercicio presupuestario, que resultaba in-
conveniente por ser extraño a la programación presu-
puestaria y dar margen a la dispersión de los recursos
fiscales entrabando el control financiero y de resul-
tados.

1. Supresión de Ingresos destinados (D.L. N? 17.090 de
Octubre de 1968, que dispuso procesamiento de los
Ingresos Destinados a través del Tesoro Público; D. L.
Ne 17.847 de Octubre de 1969, que dispuso que los In-
gresos Destinados a favor de entidades del Sector Pú-
blico Nacional constituyan Ingresos del Tesoro Público;
y D. L. N? 18.665 de Diciembre de 1970, que dispuso que
los Ingresos Destinados a favor de entidades privadas
constituyen ingresos del Tesoro Público).

Los Ingresos Destinados fueron eliminados por cuanto
son contrarios a la planificación del desarrollo econó-
mico y social y en particular a la programación presu-
puestaria que consideran el Presupuesto Funcional co-
mo instrumento de planificación de corto plazo. Su eli-
minación garantiza la flexibilidad necesaria para la asig-
nación presupuestal en función de las prioridades y
costos de las metas.

d. Introducción de Análisis y Evaluación de la Ejecución
del Presupuesto (D. L. N9 17.556 — Ley Anual del Pre-
supuesto Funcional de la República para 1969; y, D. L.
N9 18.088 — Ley Anual del Presupuesto Funcional de
la República para 1970).



La introducción del análisis y evaluación de la ejecu-
ción presupuestal se inició con los programas de in-
versión en 1969, habiéndose realizado a partir de 1970
evaluaciones de la ejecución presupuestaria cada seis
meses.

El propósito de la evaluación es determinar las desvia-
ciones de la ejecución .a fin de adoptar las medidas
correctivas correspondientes.

e. Vigencia Bienal del Presupuesto (D. L. N9 18.700 — Ley
del Presupuesto Bienal del Sector Público Nacional para
1971-1972).

El establecimiento del Presupuesto Bienal permite lo
siguiente:

— Compatibilizar mejor el Presupuesto con el Plan de
Corto plazo.

—Asegurar el tiempo necesario para que se desarrolle
el proceso planificador y, posteriormente, en base
a esto, el proceso de programación presupuestaria.

— Lograr un crecimiento menos acelerado del gasto
corriente, en beneficio de un crecimiento más ace-
lerado del gasto de inversión.

— Obtener un mejor análisis y evaluación del avance
de los programas.

— Mayor estabilidad en la legislación tributaria.

f. Introducción de la Reprogramación del Presupuesto co-
mo modificación presupuestal (D. L. N9 19.055 de No-
viembre de 1971, que dispuso la reprogramación del
Presupuesto Bienal 1971-1972; y, D. L. N9 19.864, Ley
del Presupuesto Bienal del Sector Público Nacional para
1973-1974).

La introducción de la reprogramación como modifica-
ción del presupuesto, definida como un reajuste sus-
tancial del Presupuesto permite, frente a desviaciones
importantes durante la fase de ejecución, revisar las
prioridades incorporadas al presupuesto y adecuar la
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autorización de gastos a las posibilidades reales de fi-
nanciamiento.

g. Estructura Presupuestal dividida en Presupuesto de
Operación y Presupuesto de Inversión (D. L. N9 18.700—
Ley del Presupuesto Bienal del Sector Público Nacional
para 1971-1972).

La estructura del Presupuesto en Operación e Inversión
responde a un criterio estrictamente de administración
presupuestal, facilitando el manejo y control del gasto
corriente y gasto de capital.

h. Supresión del período de liquidación (D. L. N9 19.864—
Ley del Presupuesto Bienal del Sector Público Nacional
para 1973-1974).

La eliminación del período de liquidación permite dis-
poner con mayor prontitud del resultado de la ejecución
presupuestal y de otro lado favorece a la elecución del
presupuesto aprobado para el siguiente período.

i . Obligación de canalizar todo endeudamiento interno de
los Pliegos del Gobierno Central e Instituciones Públi-
cas Descentralizadas, a través del Tesoro Público (D. L.

Nº19.864 — Ley del Presupuesto Bienal del Sector
Público Nacional para 1973-1974).

Teniendo en cuenta que generalmente el servicio del
endeudamiento interno compromete ejercicios presu-
puestales futuros, se ha considerado conveniente auto-
rizar exclusivamente al Tesoro Público la realización de
operaciones de endeudamiento interno para financiar
Programas de Inversión de los Pliegos del Gobierno
Central e Instituciones Públicas Descentralizadas, por
la ventaja que representa el conocimiento global de la
situación financiera del país y la responsabilidad que
conlleva comprometer recursos futuros.

La limitación más importante deviene de la falta de un
mecanismo apropiado de comunicación entre el Orga-
nismo Central del Sistema de Presupuesto y las Ofici-
nas de Presupuesto de los Sectores, lo cual dificulta
la divulgación de la doctrina presupuestaria así como
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el flujo continuo y oportuno de las informaciones al Orga-
nismo Central del Sistema.

4. A título informativo, ¿puede usted indicarnos cuál es la
base legal y reglamentaria actual del sistema presupues-
tario del Perú, en lo referente a formulación, ejecución y
control de los presupuestos?

Las diferentes fases del proceso presupuestal se sujetan a
las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica del Presu-
puesto Funcional de ua República N9 14.816 del 16 de Enero
de 1964, leyes modificatorias Nos. 15.257 y 15.682 y 16.360,
así como en el Decreto Ley N9 19.864 — Ley del Presupuesto
Bienal 1973-1974.

Teniendo en cuenta que a partir del Presupuesto de 1969 y
siguientes, se ha ido perfeccionando el Sistema Presupues-
tal existente al 3 de Octubre de 1968, a través de normas
que han superado o modificado la vigente Ley Orgánica de
Presupuesto, se ha hecho necesario el perfeccionamiento
de dicho dispositivo orgánico a fin de consagrar en una
norma rectora y de carácter permanente, el nuevo Sistema
Presupuestal que ha sido concebido. El Anteproyecto de la
nueva Ley Orgánica de Presupuesto se encuentra en estu-
dio.

La legislación actual del Presupuesto en el Perú, está dada
por la Ley N9 14.816, Ley Orgánica del Presupuesto por Pro-
gramas. Sin embargo, cabe mencionar que a partir de 1969
a la fecha, el proceso presupuestal se viene orientando en
directivas que introducen muchos aspectos de carácter ex-
perimental con la finalidad de que sean adoptados en la
nueva legislación orgánica del sistema presupuestal peruano.

En lo referente a la ejecución y control de los presupuestos,
la legislación vigente es la que corresponde al Decreto-Ley
que aprueba el Presupuesto para el periodo 1973-1974. En
lo concerniente específicamente al control, éste se encuen-
tra normado por la Ley del Sistema Nacional de Control.
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El Sistema Presupuestario en

Río Grande Do Sul ( Brasil )





EL SISTEMA PRESUPUESTARIO EN RIO GRANDE DO SUL *
(BRASIL)

Entrevista con el
Dr. Milton Geno Assmann

Director del Gabinete Central de Presupuesto del Es.
tado de Rio Grande do Sul (Brasil).

Economista egresado de la Facultad de Ciencias Eco-
nómicas de la Universidad Federal de Rio Grande
do Sul. Participante del Curso de Post-grado en la Co-
misión Económica para América Latina, Naciones Uni-
das. Profesor de Programación Presupuestaria del Cen-
tro Regional de Administración Municipal-Novo Ham-
burgo (Rio Grande do Sul).

Rio Grande do Sul es el Estado más meridional del Brasil. — Consta de una
población total de 7.000.000 de habitantes, su capital es Porto Alegre, con
una población aproximada de 1.000.000 de habitantes.
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1. Cuáles son las bases legales y normativas del Sistema Pre.
supuestario del Estado de Rio Grande do Sul?

El Presupuesto del Estado de Rio Grande do Sul tiene las si.
guientes bases legales: 1. La Constitución de la República Fe-
deral del Brasil; 2. La Constitución del Estado de Rio Grande do
Sul y 3. La Ley Federal Nº 4.320, del 17 de marzo de 1964.

Esta última establece normas generales de derecho finan.
ciero para la elaboración de los presupuestos y balances de la
Unión, de los Estados, de los Territorios, del Distrito Federal y
de los Municipios Brasileros.

En el Sistema Presupuestario Brasilero, es de competencia
exclusiva del Gobierno Federal la legislación sobre la materia,
debiendo todas las áreas del Gobierno obedecer a las mismas
normas generales; los gobiernos estatales o municipales pueden
legislar solamente en forma supletoria, siempre y cuando no haya
conflicto con las normas generales vigentes. Así, el Estado de
Rio Grande do Sul, según la ley federal, debe clasificar su pre-
supuesto por unidades presupuestarias, categorías económicas,
funciones de gobierno y elementos del gasto, y de acuerdo a la
legislación propia, la clasificación se hace, en cada elemento del
gasto, por el objeto del mismo.

2. ¿Cuales son los principales avances y cuáles las limitacio-
nes en cuanto a la efectiva programación del Gasto Público,
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donde el Presupuesto por Programas es el instrumento real
y financiero del Plan de Gobierno?

Se ha avanzado mucho en la concientización de la programa-
ción del Gasto Público. Sin embargo, hay todavía un largo cami-
no para la obtención de la máxima productividad de la aplicación
de los ingresos públicos vía presupuesto. Diriase que uno de los
principales avances ha sido la uniformidad metodológica pública.
Las limitaciones residen en la efectiva incorporación de tales cri-
terios en los niveles políticos y, al mismo tiempo, en los niveles
operativos.

Recién ahora en 1974, el Ministerio de Planeamiento del Go-
bierno Federal determinó la alteración de uno de los aspectos
de la ley básica de Presupuesto, por la cual se introduce una nue-
va clasificación funcional programática obligatoria para el Go-
bierno Federal, los Estados y Municipios de más de 200.000 ha-
bitantes. A partir de 1976 la obligatoriedad será para todos los
municipios brasileros.

Para que el presupuesto represente explícitamente todo el
Plan de Gobierno hace falta aún eliminar algunas deformaciones
del Estado tradicional y burocrático.

3. ¿Cuáles son las principales diferencias metodológicas en el
sistema presupuestario de los Estados brasileros?

La técnica del Presupuesto por Programas empezó su difu-
sión sistemática en Brasil, en función de la recomendación del
Seminario de Clasificación y Administración Presupuestaria rea-
lizado en Chile en 1962, bajo el patrocinio de la Organización de
las Naciones Unidas,

En Brasil, el Estado de Rio Grande do Sul fue el pionero en
la adopción de la forma técnica propuesta. El 17 de marzo de 1964
el Gobierno Federal patrocinó el sistema para todo el país.

Hoy día, en los diferentes Estados brasileros, aún cuando ob-
servan las clasificaciones y conceptos uniformes, hay significa-
tivas diferencias en la interpretación de los conceptos de progra-
mas y sub-programas presupuestarios. Es decir, no son plenamen-



te comparables todas las unidades programático-presupuestarias.
También hay diferencias en lo que respecta a la ejecución presu-
puestaria y el nivel de ubicación de las oficinas centrales de pre-
supuesto de los Estados.

4. ¿Qué medidas considera necesarias para un mejoramiento
del sistema presupuestario en general?

Inicialmente, el intercambio de experiencias, pues sólo la
comparación experimental arroja elementos seguros para mejo-
rar los procesos administrativos. El acercamiento de los profe-
sionales y directivos en el campo de la programación presupues-
taria debe darse tanto a nivel nacional como internacional.

Creemos que la Asociación Interamericana de Presupuesto
Público puede cumplir la última función promoviendo seminarios
y participando técnicamente en las reuniones que se hagan a nivel
regional, nacional o local, conforme a su objetivo estatuario.

A nivel de Brasil deberá surgir la oportunidad de una reunión
de intercambio de experiencias y uniformación de' criterios.
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IV SEMINARIO INTERAMERICANO DE PRESUPUESTO
PUBLICO

Entre los días S al 10 de mayo de 1974 se realizará en México el IV Se .
minarlo interamericano de Presupuesto, organizado por el Programa de Ad-
ministración para el Desarrollo de la OEA.

La realización de este IV Seminario cuenta con el auspicio del Gobierno
de México, y la colaboración de la Asociación Interamericana de Presupuesto
Público.

1. Objetivos del IV Seminario

De acuerdo a las conclusiones de los seminarios anteriores, se consi-
deró Conveniente variar el enfoque de su contenido, pasando desde aspec-
tos generales relacionados con el Presupuesto a problemas cada vez más
específicos. En esa forma se decidió que en los seminarios sucesivos se
trate con mayor profundidad cada uno de los temas Identificados, a los cua-
les se haya asignado mayor prioridad.

El IV Seminario Interamericano de Presupuesto tratará el tema del Gasto
Público y su impacto en relación al desarrollo económico y social. La impor-
tancia del gasto como herramienta de politice económica y social ha sido
reconocida por todos, sin embargo, en la practica no ha recibido a la fecha
la atención debida en los paises de la región. Se desea conocer los tópicos
o areas-problemas a los cuales los países asignan mayor prioridad en este
campo, de modo que su identificación pueda servir de base a estudios es-
pecíficos en próximos seminarios y reuniones técnicas. Dentro de estos tó-
picos, se dará especial importancia a la metodología de evaluación del gastc
público.

Este Seminario se preocupará también del análisis y discusión de la Pro.
gramación Financiera Anual, tanto a un nivel teórico como a la luz de la ex-
periencia empírica de algunos países, a fle de identificar problemas comunes
y buscar soluciones practicas, que, siendo concordantes a la realidad de
cada país, permitan su aplicación en una mejor asignación de recursos pú-
blicos.
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2. Temario

De acuerdo a dichos objetivos será el siguiente

Tema I Gasto Público y Desarrollo Económico y Social.
Tema II Programación Financiera Anual.

3. Documentos presentados

Los siguientes documentos servirán de base a los análisis que se efec-
túen en el Seminario:

1. Gasto Público y Desarrollo Económico y Social.
2. Metodología de Evaluación del Gasto Público. México.
3. Metodología de Evaluación del Gasto Público. ASIP.
4. Programación Financiera Anual (Concepto y Teoría).
5. Experiencia en Programación Financiera Anual en México.
6. Experiencia en Programación Financiera Anual en Panamá.

Además se distribuirán, como material de divulgación:

1. El Proceso Presupuestario en México.
2. Notas sobre Aspectos Operativos de la Planificación.
3. Evaluación del Proceso de Implantación de los Presupuestos por Pro-

grama en América Latina. 1).

4. Programa de Trabajo

Lunes 6
	

Primera Sesión de Trabajo

16:00- 16:45 Presentación del tema "Gasto Público y Desarro-
llo Económico y Social".

16:45- 17:00 Preguntas sobre la Exposición.

17:00 - 17:15 intérvalo.

17:15 - 18:00 Preaentación del tema "Metodología de Evaluación
del Gasto Público. México".

18:00- 18:15 Preguntas sobre la Exposición.

18:15 - 18:30 intervalo.

18:30 - 19:15 Presentación del tema "Metodología de Evaluación
del Gasto Público. ASIP.

I) En cumplimiento del punto S-2 de las Conclusiones del Hl Seminario interamericano de
Presupuesto.
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19:15 -19:30 Preguntas sobre la Exposición.

Martes 7 	 Segunda Sesión de Trabajo

9:00 - 9:45 Presentación del tema "Programación Financiera
Anual".

9:45 -10:00 Preguntas sobre la Exposición.

10:00 - 10:15 Intervalo.

10:15 - 11:00 Presentación del tema "Experiencia en Programa-
ción Financiera Anual en México".

11:00 - 11:15 Preguntas sobre la Exposición.

11:15 - 11:30 Intérvalo.

11:30-12:15 Presentación del tema "Experiencia en Programa-
ción Financiera Anual en Panamá".

12:15- 12:30 Preguntas sobre la Exposición.

Tercera Sesión de Trabajo

16:00-19:30 Discusión de las presentaciones:

— Grupo de Trabajo Tema I
—Grupo de Trabajo Tema II

Miércoles 8 	 Cuarta Sesión de Trabajo

9:00- 12:30 Discusión de las presentaciones:

—Grupo de Trabajo Tema I
— Grupo de Trabajo Tema II

Jueves 9 	Quinta Sesión de Trabajo

9:00 -12:30 Discusión en Plenario de las conclusiones del Gru-
po de Trabajo sobre el tema "Gasto Público y
Desarrollo Económico y Social".

Sexta Sesión de Trabajo

16:00- 19:30 Discusión en Plenario de las conclusiones del Gru-
po de Trabajo sobre el tema "Programación Finan-
ciera Anual".
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Viernes 10 	 Sesión de Clausura

10:15 - 10:45 Aprobación de las conclusiones y recomendado.
nes.

Por parte de las autoridades del Gobierno de México se contemplan even-
tos de singular jerarquía, que incluyen el discurso del Presidente de la Re-
pública, Lic. Luis Echeverría Alvarez, en la sesión Inaugural del evento y una
Intervención del Secretario de Hacienda y, Crédito Público, Lic. José López
Portillo en la sesión de clausura, además del esfuerzo organizativo y del apoyo
técnico al evento mediante la presentación de documentos base para cada
uno de los puntos del temario.

Por parte de ASIP se ha podido concretar el apoyo al Seminario mediante
la invitación a expertos a cargo de la Asociación y la preparación de un
trabajo sobre el tema de Criterios para la evaluación y bases para una metodo
logía de la Evaluación del Gasto Público. En virtud de que coincidirán en la
asistencia al Seminario en México todos los integrantes del Consejo Directivo
de ASIP, la Asociación ha programado celebrar en esos días una reunión del
Consejo para tratar sobre el Proyecto de Reglamento de las Secciones Nacio
nales de ASIP y la organización y temario de los coloquios técnicos previstos
para 1974.
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